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Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

ASISTENCIA

La Presidenta:

Ruego a la Secretaría haga del conocimiento de
esta Presidencia, el resultado del cómputo de
asistencia de los diputados.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se informa a la Presidencia que existen regis-
trados previamente 326 diputados. Por lo tanto,
hay quorum.

La Presidenta  (a las 11:31 horas)

Se abre la sesión.

ORDEN DEL DIA

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se va a dar lectura al orden del día.

«Primer Periodo de Sesiones Extraordinarias.—
Primer Receso.— Segundo Año.— LVIII Legis-
latura.

Orden del día

Jueves 27 de diciembre de 2001.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Dictámenes de primera lectura

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley Aduanera. (Dispensa de segunda lectura,
discusión y votación.)

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto por el que se expide la
Ley para Regular las Sociedades de Información
Crediticia. (Dispensa de segunda lectura, discusión
y votación.)»

La Presidenta:

Está a consideración el orden del día... No habiendo
ningún comentario, ruego a la Secretaría continúe
con el desahogo del acta de la sesión anterior.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se va a dar lectura al acta de la sesión anterior.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, celebrada el sábado veinti-
dós de diciembre de dos mil uno, correspondiente
al Primer Periodo de Sesiones Extraordinarias del
Primer Receso del Segundo Año de Ejercicio de
la Quincuagésima Octava Legislatura

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

En el Palacio Legislativo de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, a las doce
horas con treinta y nueve minutos del sábado
veintidós de diciembre de dos mil uno, con la
asistencia de trescientos setenta y cinco dipu-
tados, la Presidenta declara abierta la sesión.

La Secretaría da lectura al orden del día.

La Asamblea aprueba el acta de la sesión anterior,
en votación económica.

La Presidenta informa que el único punto del orden
del día registrado para la sesión de hoy, era el
relativo a la presentación del dictamen de las
comisiones de Puntos Constitucionales y de
Educación Pública y Servicios Educativos con
proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan los artículos tercero y treinta y uno de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de educación preescolar,
y en virtud de que esas comisiones han informado
que el dictamen de referencia se está todavía
procesando, levanta la sesión a las doce horas
con cuarenta y nueve minutos, citando para la que
tendrá lugar el próximo jueves veintisiete de
diciembre de dos mil uno, a las once horas.»

Está a discusión el acta... No habiendo quien haga
uso de la palabra, en votación económica, se
pregunta si se aprueba.
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senador Roberto Pérez del Alva Blanco, integrante
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Esta comisión que suscribe con base en las
facultades que le confieren los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso de
los Estados Unidos Mexicanos, se abocó al
análisis de las iniciativas antes señaladas, deter-
minándose por su mesa directiva que lo más
conveniente para su adecuado dictamen era el de
formar un grupo de trabajo específico para su
estudio, mismo que se reunió en diversas ocasiones
con representantes de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público y del Sistema de Administración
Tributaria.

Conforme a los resultados del grupo de trabajo y
de las deliberaciones y el análisis de los miembros
de esta Comisión de Hacienda reunidos en pleno,
se presenta a esta honorable Asamblea el siguiente
dictamen.

Descripción de las iniciativas

La iniciativa de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Aduanera
que presentó el diputado Diego Alonso Hinojosa
Aguerrevere, del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional, tiene por objeto detonar la in-
versión nacional y extranjera en materia de recintos
fiscalizados, ya que se prevé que no sólo los
inmuebles colindantes de éstos, sean susceptibles
de ser concesionados, sino que se considere igual-
mente a los recintos portuarios y a los inmuebles
colindantes a los mismos. De igual forma, la ini-
ciativa propone que los parques industriales o
terminales multimodales de carga sean factibles
de ser autorizados como recintos fiscalizados.

Lo anterior, a fin de que las empresas que se en-
cuentren en México, al tener su recinto fiscalizado
propio o compartido, utilicen a nuestro territorio
como centro logístico de comercio exterior, debido
a los 11 tratados de libre comercio que con más
de 30 naciones tiene suscritos México hasta el
momento. Se indica que esto permitirá que diver-
sas empresas estén en posibilidad de disminuir
sensiblemente los costos de producción, así como
de comercialización de sus productos, tanto en el
país como en el extranjero, ya que no gastarían
en el almacenaje, custodia y manejo de mer-
cancías de comercio exterior ante los almacenes
generales de depósito, en el depósito ante la
aduana.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobada, señora Presidenta.

LEY ADUANERA

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la primera
lectura al dictamen con proyecto de decreto por el
que se reforman, adicionan y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Aduanera, publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

Honorable Asamblea: con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y por el artículo 55 fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, el
diputado Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere
integrante del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional sometió el pasado 21 de noviembre
la iniciativa de “decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Aduanera”,
misma que fue turnada a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público para su estudio y dictamen.

Asimismo, el 6 y 11 de diciembre del presente
año el diputado Guillermo Padrés Elías también
integrante del grupo parlamentario del Partido
Acción Nacional presentó a la consideración de
esta soberanía dos iniciativas, una de “decreto por
el cual se reforma diversas disposiciones y se
adiciona un capítulo de donaciones a la Ley Adua-
nera y se reforman los artículos 25 y 28 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado” y la otra de “decreto
para adicionar y reformar diversas disposiciones
de la Ley Aduanera”.

Por último, el 14 de diciembre pasado se recibió
de la colegisladora la iniciativa con proyecto de
“decreto por el que se adiciona una fracción XVII al
artículo 61 de la Ley Aduanera y se adiciona una
fracción IX al artículo 25 de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado”, misma que fue presentada por el
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Incluso, esta propuesta de reformas va más allá,
ya que además del ahorro de los gastos de al-
macenaje y similares, postergarían la obligación
de pago de las contribuciones correspondientes,
hasta contar con la venta concertada dentro o fuera
del territorio nacional, elementos todos que se
suman para generar las condiciones necesarias
para que las empresas mexicanas y aún las
extranjeras que quieran invertir en el país, sean
más competitivas en el mercado mundial, todo ello,
bajo un estricto control a cargo de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.

Por otra parte, en la iniciativa se menciona que
con la entrada de China a la Organización Mundial
de Comercio (OMC), diversas empresas del mundo
se trasladarán a aquel país, que como es de pleno
conocimiento no cuenta con una real economía
de mercado, teniendo en consecuencia costos más
bajos que sin duda afectarán algunas economías,
dentro de ellas la mexicana, de ahí la necesidad
de que mecanismos y figuras jurídicas que per-
mitan ofrecer condiciones atractivas para hacer
inversiones en México, sin detrimento del nece-
sario control fiscal y aduanero.

Por otro lado, la iniciativa también contempla a
nivel de ley, la figura de la junta técnica consultiva,
que nació en la aduana de Nuevo Laredo, Ta-
maulipas, en el año de 1970, como una instancia
no obligatoria, meramente conciliadora entre la
aduana y los importadores y exportadores, en caso
de controversias arancelarias, origen, valor, entre
otros.

Asimismo, la dinámica de las operaciones de
comercio exterior demanda la existencia de una
instancia operativa que elimine procedimientos y
juicios innecesarios, de ahí que se esté contem-
plando una adición al artículo 43 a la Ley Aduanera.

De igual forma, se aborda el tema de las respon-
sabilidades fiscales que contempla el hecho de
que se acoten y distribuyan debidamente las res-
ponsabilidades fiscales de los actores que inter-
vienen en el despacho aduanero de las mercan-
cías, mandatarios de agentes aduanales y sujetos
concesionados como recintos fiscalizados.

Se propone un padrón de importadores más seguro,
agilización de la encomienda a los agentes adua-
nales utilizados por el importador, seguridad jurídica
de que ninguna otra persona podrá utilizar su Re-
gistro Federal de Contribuyentes y aviso al impor-
tador que ha sido dado de baja del padrón corres-
pondiente.

A su vez, la iniciativa propone que las normas
oficiales mexicanas no puedan convertirse en una
barrera no arancelaria, de ahí que se proponga que
cuando se detecte una irregularidad, el interesado
puede liberar sus mercancías de la aduana, sub-
sanando para ello el error detectado, evitando así
embargos precautorios y juicios de nulidad, entre
otros asuntos.

Con el propósito de que las aduanas interiores
cumplan con el desahogo de las operaciones en
las fronteras, se plantea igualmente que las restric-
ciones y regulaciones no arancelarias, puedan ser
cumplidas en el interior del país, exceptuando su
cumplimiento en el punto de ingreso en el país, en
los casos que indique la Secretaría de Hacienda y
Crédito Publico.

Por otro lado, con objeto de reforzar la función
aduanera se está proponiendo la figura del agente
aduanal adscrito, a fin de profesionalizar y espe-
cializar a quienes aspiran a desempeñarse en el
medio aduanero, lo que sentará las bases para
perfeccionar los conocimientos de quienes se ocu-
parán del despacho aduanero de las mercancías
y garantizará la continuidad de las agencias
aduanales que hayan observado un sano compor-
tamiento.

Finalmente, la iniciativa persigue agilizar los proce-
dimientos administrativos en materia aduanera,
para que como en el Código Fiscal de la Federación,
al no emitirse una resolución definitiva a una visita
domiciliaria, opere la afirmativa ficta a favor del
contribuyente.

En cuanto a la propuesta que hace el diputado
Guillermo Padrés Elías de reformar diversas
disposiciones en materia de donaciones de la Ley
Aduanera y reformar los artículo 25 y 28 de la Ley
del Impuesto al Valor Agregado, se conviene en
señalar que tiene como propósito fundamental
hacer más fácil, eficiente y expedito el procedi-
miento de importación de las mercancías objeto
de donación. Adicionalmente se busca dejar en
claro que la Federación, los estados y municipios
puedan recibir donaciones provenientes de
organismos públicos o empresas residentes en el
extranjero sin tener que pagar el impuesto a la
importación.

Asimismo, se propone hacer explícito el que los
diferentes órdenes de gobierno puedan recibir bie-
nes donados en el extranjero sin que explícita-
mente éstos provengan de jefes de Estado o
gobiernos, así como en el supuesto de su extravío,
señalar el plazo máximo en que el fisco federal
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debe cubrir el valor de tales mercancías y que el
pedimento de importación de este tipo de bienes
se realice cuando las dependencias que deban
otorgar los permisos correspondientes no hayan
dado una respuesta oportuna.

En este sentido, se está proponiendo que cuando
se trate de mercancías que pretendan subsanar
una necesidad o dar solución a una emergencia,
se exima a estas mercancías de los trámites ad-
ministrativos que fija la legislación y que éstas se
importen aplicando el criterio de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.

En apoyo a estos propósitos, se recomienda que
los agentes aduanales cobren solamente una cuota
fija menor a la que aplican regularmente a estos
servicios y que fije cada año la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, mediante reglas de ca-
rácter general.

Por último, la propuesta incluye también el que
los bienes objeto de donación estén exentos del
pago del impuesto al valor agregado.

La segunda propuesta del diputado Guillermo
Padrés Elías, plantea crear un conjunto de ac-
ciones que permita a los habitantes de la franja
fronteriza del norte del país y parcial de Sonora,
así como el Estado de Baja California Sur, llevar a
cabo la importación de un vehículo automotor
usado para uso individual y de trabajo, con el pago
correspondiente del impuesto de importación y
destinado a quedarse de manera definitiva en esas
zonas.

Con ese fin, se precisa que la importación definitiva
de tales vehículos se haría siempre y cuando tales
vehículos estén destinados a permanecer única-
mente en esos lugares, definiendo los conceptos
a determinar para la aplicación del impuesto
correspondiente, así como los requisitos a cumplir
por parte de las personas físicas que pretendan
efectuar su importación.

La cuarta iniciativa que se aborda en este dictamen
fue elaborada por el senador Roberto Pérez del
Alva Blanco, con objeto de adicionar una fracción
XVII al artículo 61 de la Ley Aduanera y una fracción
IX al artículo 25 de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, para establecer la figura de la exención
del pago de impuestos a la importación de mer-
cancías efectuadas por personas físicas, maes-
tros, padres de familia o terceros interesados, o
morales, que por su naturaleza, características,
composición, uso o función, puedan destinarse o

sean susceptibles de hacerlo, a la educación que
imparten las instituciones públicas en el país.

Con ese fin, se busca simplificar los mecanismos
legales aplicables a la importación de las mer-
cancías sujetas a la exención que se propone, así
como imponer la obligación de que la institución
educativa a beneficiarse con dichas mercancías,
presente ante la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público dentro de los cinco días siguientes, la
documentación correspondiente, a fin de que las
mismas se incorporen al patrimonio Público Fe-
deral o estatal.

Por otra parte, se propone en la iniciativa que sea
la propia autoridad aduanera la que determine las
fracciones arancelarias a aplicar, lo que permitirá
conocer oportunamente el tipo de bienes suscep-
tibles de importarse al amparo de la exención que
se propone.

Asimismo se establece que las mercancías a
importar bajo el tratamiento arriba mencionado
quedarían exentas del impuesto al valor agregado.

Consideraciones de la comisión

Esta dictaminadora coincide con el propósito que
anima la generalidad de las iniciativas en estudio,
mismas que tienen como objeto fundamental el
de promover la inversión nacional y extranjera,
fortalecer la seguridad jurídica de los sujetos obli-
gados a la Ley Aduanera y asignar en su justa
medida las responsabilidades fiscales y aduaneras
de quienes intervienen en el despacho aduanero
de las mercancías, todo esto con el fin de coad-
yuvar con el fisco federal en el combate al fraude y
avanzar en la agilización del despacho de las
mercancías, para contar con un sistema aduanero
más eficiente y rápido.

Asimismo, debe destacarse que otras de las
modificaciones sustanciales que se recogen en el
presente dictamen son las preocupaciones de
diversos legisladores de contemplar algunas
infracciones, que actualmente no están tipificadas
en la Ley Aduanera, de ahí que se haya decidido
incluirlas, ya que con estas reformas se le pro-
porciona a la autoridad aduanera las herramientas
jurídicas necesarias para combatir contrabando y
reforzar las formas de control de una manera más
eficaz, como asegurar que se cumplan con los
compromisos y obligaciones que los importadores
y exportadores contraen al efectuar sus ope-
raciones de comercio exterior.

En cuanto a las adiciones a los temas abordados
por las propias iniciativas que se analizan, para
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esta comisión resultan de suma importancia, ya
que resulta incuestionable que México requiere
mantener actualizada una legislación en materia
aduanal que responda a las circunstancias en las
que se desenvuelve el comercio exterior y los
servicios que en relación a esta actividad econó-
mica se generan, de ahí que se haya resuelto
procedente que se defina puntualmente las obli-
gaciones de las personas que operan o administran
puertos de altura, aeropuertos internacionales o
presten los servicios auxiliares de terminales
ferroviarias de pasajeros y de carga, ya que ante-
riormente no existían las condiciones ni garantías
necesarias para que estas personas realizaran
adecuadamente su actividad.

En el mismo sentido se considera necesario am-
pliar la normatividad que regula la entrada y salida
de las personas que lleven consigo cantidades
superiores a 10 mil dólares de Estados Unidos de
América, con el fin de contar con un mayor control
en este rubro, ya que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público ha detectado diversas operaciones
de este tipo, que el supuesto contenido en el ar-
tículo 9o. de la actual Ley Aduanera no los
contempla, de ahí la necesidad de que se prevean
con mayor exactitud todos los supuestos en el
traslado de valores y documentos por cobrar, con
objeto de avanzar en el combate del lavado de
dinero.

De igual forma, la que dictamina estima procedente
que el legislador regule el procesamiento electró-
nico de datos de las operaciones aduaneras, ya
que el avance de la tecnología en los medios de
telecomunicaciones que impera en las operaciones
aduaneras, han provocado un desfasamiento de la
realidad que advierten las operaciones de comercio
exterior y su regulación en la Ley Aduanera.

De esta forma y en base a los trabajos de análisis
y dictaminación de las iniciativas antes referidas,
esta comisión estima conveniente reformar el
artículo 4o. de la Ley Aduanera, para incorporar la
utilización de medios tecnológicos para la revisión
de la mercancía sin causarle daño, así como para
agilizar el despacho en los puertos de altura, aero-
puertos internacionales y terminales ferroviarias de
pasajeros y de carga, proponiéndose el siguiente
texto:

“Artículo 4o. Las personas que operen o admi-
nistren puertos de altura, aeropuertos interna-
cionales o presten los servicios auxiliares de
terminales ferroviarias de pasajeros y de carga,
están obligados a:

I. Poner a disposición de las autoridades aduaneras
en los recintos fiscales las instalaciones adecua-
das para las funciones propias del despacho de
mercancías y las demás que deriven de esta ley,
así como cubrir los gastos que impliquen el man-
tenimiento de dichas instalaciones.

Las instalaciones deberán ser aprobadas previa-
mente por las autoridades aduaneras y están
señaladas en el respectivo programa maestro de
desarrollo portuario de la administración portuaria
integral o, en su caso, en los documentos donde
se especifiquen las construcciones de las termi-
nales ferroviarias de pasajeros o de carga, así como
de aeropuertos internacionales.

II. Adquirir, instalar, dar mantenimiento y poner a
disposición de las autoridades aduaneras, el
siguiente equipo:

a) De rayos “X”, “gamma” o de cualquier otro medio
tecnológico, que permita la revisión de las mercan-
cías que se encuentren en los contenedores, bultos
o furgones, sin causarles daño, de conformidad
con los requisitos que establezca el reglamento.

b) De pesaje de las mercancías que se encuentren
en camiones, remolques, furgones, contenedores
y cualquier otro medio que las contenga, así como
proporcionar a las autoridades aduaneras en los
términos que el Servicio de Administración
Tributaria establezca mediante reglas de carácter
general, la información que se obtenga del pesaje
de las mercancías y de la tara.

c) De cámaras de circuito cerrado de video y audio
para el control, seguridad y vigilancia.

d) De generación de energía eléctrica, de seguridad
y de telecomunicaciones que permitan la operación
continua e ininterrumpida del sistema informático
de las aduanas, de conformidad con los linea-
mientos que el Servicio de Administración Tributaria
señale mediante reglas de carácter general.”

Actualmente la Ley Aduanera en el artículo 9o.,
establece la obligación de declarar las cantidades
en efectivo o en cheque que los pasajeros in-
troduzcan o extraigan del país, dentro de las me-
didas para combatir el lavado de dinero. La que
dictamina considera conveniente proponer ampliar
esta obligación para declarar cheques extranjeros,
órdenes de pago o cualquier otro documento por
cobrar, así como las cantidades o documentos que
envíen utilizando los servicios de las empresas de
transporte internacional de traslado y custodia de



110

AÑO II. No. 4 CAMARA DE DIPUTADOS DICIEMBRE 27, 2001

valores y a las empresas de mensajería. Por ello
se propone el siguiente texto:

“Artículo 9o. Toda persona que ingrese al territorio
nacional o salga del mismo y lleve consigo
cantidades en efectivo, en cheques nacionales o
extranjeros, órdenes de pago o cualquier otro
documento por cobrar o una combinación de ellos,
superiores al equivalente en la moneda o monedas
de que se trate, a 10 mil dólares de Estados Unidos
de América, estará obligada a declararlas a las
autoridades aduaneras, en las formas oficiales
aprobadas por el Servicio de Administración Tribu-
taria.

La persona que utilice los servicios de empresas
de transporte internacional de traslado y custodia
de valores, así como las de mensajería, para in-
ternar o extraer del territorio nacional las cantidades
en efectivo o cualquier otro documento de los
previstos en el párrafo anterior o una combinación
de ellos, estará obligada a manifestar a dichas
empresas las cantidades que envíe, cuando el
monto del envío sea superior al equivalente en la
moneda o monedas de que se trate, a 10 mil dólares
de Estados Unidos de América.

Las empresas de transporte internacional de
traslado y custodia de valores, así como las de
mensajería, que internen al territorio nacional o
extraigan del mismo, cantidades en efectivo o
cualquiera de los documentos previstos en el primer
párrafo de este artículo o una combinación de ellos,
estarán obligadas a declarar a las autoridades
aduaneras, en las formas oficiales aprobadas por
el Servicio de Administración Tributaria, las
cantidades que los particulares a quienes presten
el servicio les hubieren manifestado.”

En cuanto a la reforma y adiciones de nuevos nu-
merales que regulen las concesiones y auto-
rizaciones para recintos fiscalizados a los
inmuebles que se encuentren dentro o colindantes
a un recinto fiscal o portuario, se considera proce-
dente por esta comisión, en razón de que  las em-
presas nacionales y extranjeras que se encuentren
en México, al contar con un recinto fiscalizado,
invertirán sus recursos en las diversas regiones
del país, sobre todo si se toma en cuenta la ventaja
competitiva de contar con un marco jurídico que
permita utilizar las ventajas derivadas de los 11
Tratados de Libre Comercio que con más de 30
naciones en el mundo México tiene suscritos.

Lo anterior generará que diversas empresas estén
en la posibilidad de bajar sensiblemente los costos
para el intercambio comercial, tanto en México

como en el extranjero, elementos todos que a
consideración de esta comisión, hace procedente
proponer la reforma al artículo 14 y la adición a los
artículos 14-A y 14-B de la ley en comento, para
quedar en los siguientes términos:

“Artículo 14. El manejo, almacenaje y custodia
de las mercancías de comercio exterior compete
a las aduanas.

Los recintos fiscales son aquellos lugares en donde
las autoridades aduaneras realizan indistintamente
las funciones de manejo, almacenaje, custodia,
carga y descarga de las mercancías de comercio
exterior, fiscalización, así como el despacho
aduanero de las mismas.

El Servicio de Administración Tributaria podrá
otorgar concesión para que los particulares presten
los servicios de manejo, almacenaje y custodia
de mercancías, en inmuebles ubicados dentro de
los recintos fiscales, en cuyo caso se denominarán
recintos fiscalizados. La concesión se otorgará
mediante licitación conforme a lo establecido en
el reglamento e incluirá el uso, goce o apro-
vechamiento del inmueble donde se prestarán los
servicios.

Para obtener la concesión a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, contar con experiencia
en la prestación de los servicios de manejo, al-
macenaje y custodia de mercancías y estar al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales, para lo cual deberán anexar a su solicitud
el programa de inversión y demás documentos que
establezca el reglamento, para acreditar que el
solicitante cumple con las condiciones requeridas.

Las concesiones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, el cual podrá prorrogarse a
solicitud del interesado hasta por un plazo igual,
siempre que la solicitud se presente durante los
últimos tres años de la concesión y se sigan cum-
pliendo los requisitos previstos para su otorga-
miento y con las obligaciones derivadas de la
misma.

Al término de la concesión o de su prórroga, las
obras, instalaciones y adaptaciones efectuadas
dentro del recinto fiscal, así como el equipo des-
tinado a la prestación de los servicios de que se
trate, pasarán en el estado en que se encuentren
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a ser propiedad del Gobierno Federal, sin el pago
de contraprestación alguna para el concesionario.”

“Artículo 14-A. Los particulares que tengan el uso
o goce de un inmueble colindante con un recinto
fiscal o de un inmueble ubicado dentro o colindante
a un recinto portuario, podrán solicitar al Servicio
de Administración Tributaria la autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y
custodia de mercancías, en cuyo caso el inmueble
donde se presten dichos servicios se denominará
recinto fiscalizado.

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera en
la prestación de los servicios de manejo y alma-
cenaje de mercancías, así como la de sus ac-
cionistas y estar al corriente en sus obligaciones
fiscales y anexar a su solicitud, copia de la
documentación con la que acrediten el legal uso o
goce del inmueble en el que se prestarán los
servicios, el programa de inversión y demás docu-
mentos que establezca la Secretaría mediante
reglas para acreditar que el solicitante cumple las
condiciones requeridas.

Las autorizaciones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, el cual podrá prorrogarse a
solicitud del interesado hasta por un plazo igual,
siempre que la solicitud se presente durante los
últimos tres años de la autorización y se sigan
cumpliendo los requisitos previstos para su
otorgamiento, así como de las obligaciones de-
rivadas de la misma. En ningún caso, el plazo ori-
ginal de vigencia o de la prórroga de la autorización,
será mayor a aquél por el que el autorizado tenga
el legal uso o goce del inmueble en el que se
prestará el servicio.”

“Artículo 14-B. Los particulares que obtengan la
concesión o autorización para prestar los servicios
de manejo, almacenaje y custodia de mercancías
en los recintos fiscalizados, conforme a los ar-
tículos anteriores, deberán cumplir con las obli-
gaciones establecidas en esta ley y mantener los
medios de control que señale el Servicio de
Administración Tributaria mediante reglas, así
como efectuar el pago del aprovechamiento a que
se refiere la fracción VII del citado artículo, el cual
deberá enterarse independientemente del apro-
vechamiento o derecho al que, en su caso, estén
obligados a pagar por el uso, goce o aprove-
chamiento de los inmuebles del dominio público.

Las remuneraciones por la prestación de estos
servicios se fijarán entre las partes, cuando los
mismos sean prestados por particulares. En el
caso de la transferencia de mercancías de un
almacén a otro, las partes estarán a lo dispuesto
por la fracción VI del artículo 15 de esta ley.”

Por otro lado, en la actualidad los recintos fis-
calizados llevan el control de inventarios mediante
sistemas de cómputo enlazados con el del Servicio
de Administración Tributaria, lo que permite un
mejor control y transmitir digitalmente los datos a
la aduana. Igualmente, con la finalidad de precisar
el plazo en que los particulares podrán mantener
sus mercancías en el recinto fiscalizado sin el pago
del servicio y de la forma en que los titulares de
los recintos fiscalizados deben cubrir el aprove-
chamiento a que los obliga la ley y los acredita-
mientos que contra dicho pago pueden efectuar,
se propone la modificación a las fracciones III, V
en sus dos párrafos finales y VII del artículo 15 de
la Ley Aduanera, así como adicionarle un segundo
párrafo a la fracción VII del citado artículo 15, para
quedar como sigue:

“Artículo 15. . .

III. Contar con un sistema electrónico que permita
el enlace con el del Servicio de Administración
Tributaria, en el que lleve el control de inventarios,
mediante un registro simultáneo de las operaciones
realizadas, así como de las mercancías que hubie-
ran causado abandono a favor del Fisco Federal.
Mediante dicho sistema se deberá dar aviso a las
autoridades aduaneras de la violación, daño o
extravío de los bultos almacenados, así como de
las mercancías que hubieran causado abandono.
El Servicio de Administración Tributaria, mediante
reglas de carácter general, establecerá los
lineamientos para llevar a cabo el enlace de dicho
sistema.

. . .

V. . .

Los plazos a que se refiere esta fracción se
computarán a partir del día siguiente a aquél en
que el almacén reciba las mercancías, indepen-
dientemente de que hayan sido objeto de
transferencia o transbordo. Tratándose de importa-
ciones que se efectúen por vía marítima o aérea,
el plazo se computará a partir del día en que el
consignatario reciba la comunicación de que las
mercancías han entrado al almacén.

Durante el plazo en el que se permita el almace-
namiento gratuito de las mercancías, solamente
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se pagarán el servicio de manejo de las mismas y
las maniobras para el reconocimiento previo.

. . .

VII. Pagar en las oficinas autorizadas un apro-
vechamiento del 5% de la totalidad de los ingresos
obtenidos por la prestación de los servicios de
manejo, almacenaje y custodia de las mercancías
en el mes inmediato anterior, sin deducción alguna.
El pago deberá efectuarse mensualmente dentro
de los primeros 15 días del mes siguiente a aquél
al que corresponda el pago.

De los aprovechamientos determinados mensual-
mente, podrán disminuirse los gastos efectuados
por las obras que se realicen en las oficinas ad-
ministrativas de la aduana y sus instalaciones
complementarias, conforme a los programas que
autorice el Servicio de Administración Tributaria,
sin que pueda disminuirse el impuesto al valor
agregado trasladado por la realización de dichas
obras. Asimismo, podrá disminuir de dicho
aprovechamiento las cantidades que aporten al
fideicomiso constituido para el mejoramiento de
los medios de informática y de control de las
autoridades aduaneras.

. . .

Procederá la revocación de la concesión conforme
al procedimiento previsto en el artículo 144-A de
esta ley, cuando se incumpla en más de dos oca-
siones con alguna de las obligaciones establecidas
en las fracciones II, III, IV y V de este artículo, en
las fracciones VII y VIII del artículo 26 de esta ley
o se incurra en alguna otra causal de revocación
establecida en esta ley o en la concesión.”

A fin de eficientar el despacho aduanero, evitando
que los pedimentos se presenten con errores que
retrasen el tiempo de despacho y que conlleva a
la comisión de infracciones, se está proponiendo
hacer obligatorio para los agentes o apoderados
aduanales que prestan sus servicios a los im-
portadores y exportadores, el servicio de pre-
validación electrónica de los pedimentos, servicio
que estaría autorizado a las confederaciones de
agentes aduanales o a las asociaciones nacionales
de empresas que utilicen los servicios de apo-
derados aduanales, quienes estarían obligadas a
llevar a cabo la prevalidación acorde con los criterios
técnicos indispensables para que puedan a su vez
ser procesados en los sistemas electrónicos
automatizados que tienen implementados las
autoridades aduaneras, fijándose a las empresas
autorizadas a prestar el servicio, un aprovecha-

miento que se destinará al mejoramiento de los
sistemas de informática y de control que tengan
implementados las autoridades aduaneras.

De igual forma se propone que los aprovecha-
mientos recaudados por el Servicio de Ad-
ministración Tributaria se destinen al mejoramiento
de los medios de informática y de control, con
objeto de eficientar su operación, para lo cual
también se precisa que dichos recursos serán
independientes del presupuesto asignado al propio
organismo.

Ahora bien, con el mismo propósito de agilizar el
despacho de las mercancías de comercio exterior
y evitar la comisión de infracciones aduaneras de
carácter formal, se considera necesario regular la
operación de las empresas que se encargan de
prestar los servicios de procesamiento electrónico
de datos y servicios relacionados, necesarios para
llevar a cabo el control de la importación temporal
de remolques, semirremolques y portaconte-
nedores, para que se enlacen con el sistema del
Servicio de Administración Tributaria, fijando
también a las empresas autorizadas, el pago de
un aprovechamiento que se destinará a los mismos
fines previstos en el artículo 16-A.

No obstante lo anterior, la que dictamina estima
conveniente incorporar diversos requisitos para
acreditar que el solicitante cumple con las con-
diciones requeridas establecidas en el propio
artículo 16-B.

Para tales propósitos, se conviene en reformar los
artículos 16-A, 16-B, así como adicionar un último
párrafo al artículo 38 de la propia ley, para quedar
en los términos siguientes:

“Artículo 16-A. El Servicio de Administración
Tributaria podrá otorgar autorización a las confede-
raciones de agentes aduanales, a las asociaciones
nacionales de empresas que utilicen los servicios
de apoderados aduanales, para prestar los ser-
vicios de prevalidación electrónica de datos,
contenidos en los pedimentos elaborados por los
agentes o apoderados aduanales, siempre que
acrediten su solvencia moral y económica, así
como estar al corriente en el cumplimiento de sus
obligaciones fiscales, en los términos que esta-
blezca el Servicio de Administración Tributaria
mediante reglas.

La prevalidación consiste en comprobar que los
datos asentados en el pedimento, estén dentro de
los criterios sintácticos, catalógicos, estructurales
y normativos, conforme se establezca por el
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servicio de administración tributaria, para ser
presentados al sistema electrónico del propio
servicio.

Para obtener la autorización prevista en el primer
párrafo de este artículo, los interesados deberán
contar con equipo de cómputo enlazado con el del
Servicio de Administración Tributaria, así como con
el de los agentes o apoderados aduanales y llevar
un registro simultáneo de sus operaciones. El
Servicio de Administración Tributaria establecerá
los lineamientos para llevar a cabo el enlace de
los medios de cómputo, así como el contenido y
la forma del registro citado.

Las autorizaciones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, mismo que podrá ser prorrogado
por un plazo igual, previa solicitud del interesado
presentada ante el Servicio de Administración
Tributaria un año antes de su vencimiento, siempre
que se siga cumpliendo con los requisitos previstos
para su otorgamiento y las obligaciones derivadas
de la misma.

Las personas que obtengan la autorización en los
términos de este artículo, estarán obligadas a pagar
en las oficinas autorizadas, mensualmente, en los
primeros 12 días del mes siguiente a aquél al que
corresponda el pago, un aprovechamiento de
125.00 pesos por cada pedimento que prevaliden
y que posteriormente sea presentado ante la
autoridad aduanera para su despacho, pudiendo
disminuir de dicho aprovechamiento las cantidades
que aporten al fideicomiso constituido para el
mejoramiento de los medios de informática y de
control de las autoridades aduaneras.

Los aprovechamientos recaudados por este
concepto se destinarán al mejoramiento de los
medios de informática y de control de la operación
aduanera, así como a los programas de control
aduanero y fiscalización por sector industrial, que
desarrolla la industria nacional conjuntamente con
la autoridad, conforme a los convenios suscritos
para ese efecto. La asignación de estos aprove-
chamientos será con independencia del presu-
puesto que tenga asignado el citado servicio.

La remuneración por la prestación del servicio de
prevalidación a que se refiere este artículo, se fijará
entre las partes y no podrá exceder del 200% del
monto del aprovechamiento a que se refiere el
penúltimo párrafo de este artículo.

“Artículo 16-B. El Servicio de Administración Tri-
butaria podrá otorgar autorización a los particulares,
para prestar los servicios de procesamiento

electrónico de datos y servicios relacionados
necesarios para llevar a cabo el control de la impor-
tación temporal de remolques, semirremolques y
portacontenedores.

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera en
la prestación de los servicios de procesamiento
electrónico de datos, así como la de sus accio-
nistas y estar al corriente en sus obligaciones
fiscales, para lo cual deberá anexar a su solicitud,
copia de la documentación que establezca el
reglamento para acreditar que el solicitante cumple
las condiciones requeridas.

Para obtener esta autorización los interesados
deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Utilizar los medios de control que establezca el
Servicio de Administración Tributaria mediante
reglas de carácter general.

II. Contar con los medios de cómputo y de
transmisión de datos enlazados con el del Servicio
de Administración Tributaria, así como llevar un
registro simultáneo de sus operaciones. El Servicio
de Administración Tributaria establecerá los
lineamientos para llevar a cabo el enlace de los
medios de cómputo, así como el contenido y la
forma del registro citado.

Las autorizaciones previstas en este artículo se
podrán otorgar hasta por un plazo de 10 años,
mismo que podrá ser prorrogado por un plazo igual,
previa solicitud del interesado presentada ante el
Servicio de Administración Tributaria un año antes
de su vencimiento, siempre que se sigan cum-
pliendo los requisitos previstos para su otorga-
miento y las obligaciones derivadas de la misma.

Las personas que obtengan la autorización en los
términos de este artículo, estarán obligadas a pagar
en las oficinas autorizadas, mensualmente, en los
primeros 10 días del mes siguiente a aquél al que
corresponda el pago, un aprovechamiento de
100.00 pesos por cada operación, pudiendo
disminuir de dicho aprovechamiento las cantidades
que aporten al fideicomiso constituido para el
mejoramiento de los medios de informática y de
control de las autoridades aduaneras.

La remuneración por la prestación de los servicios
a que se refiere este artículo, se fijará entre las
partes y no podrá exceder del 200% del monto del
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aprovechamiento a que se refiere el párrafo anterior
de este artículo.”

Por otro lado, esta dictaminadora considera con-
veniente reformar el artículo 26 de la ley en
comento, para precisar que los recintos fisca-
lizados cumplan ante la aduana sus obligaciones
aduaneras de carácter formal vía electrónica, lo
que permite dar una certeza jurídica a los recintos
fiscalizados y así evitar la imposición de sanciones;
asimismo, se propone incorporarles la obligación
de devolver los contenedores a sus propietarios o
arrendatarios en el caso de que las mercancías
que contengan hayan causado abandono, sin que
a dichas personas puedan hacerles cobro alguno,
por lo que se está procediendo a reformar las
fracciones V, VII y VIII de dicha disposición, para
quedar en los siguientes términos:

“Artículo 26. . .

V. Devolver a los propietarios o arrendatarios de
los contenedores en los que se encontraban
mercancías que hubieran causado abandono a favor
del fisco federal, sin que pueda exigirse pago alguno
por concepto de almacenaje de dichos contene-
dores.

. . .

VII. Entregar las mercancías que tengan alma-
cenadas, previa verificación de la autenticidad de
los datos asentados en los pedimentos que les
sean presentados para su retiro, así como del pago
consignado en los mismos. Tratándose de opera-
ciones amparadas en pedimentos consolidados,
la verificación de los datos se realizará a la factura
que se presente para su retiro.

VIII. Dar aviso de inmediato a las autoridades
aduaneras, cuando de la verificación de los datos
asentados en los pedimentos o en las facturas a
que se refiere la fracción anterior, detecten que el
pago no fue efectuado o que los datos no coin-
ciden. En este caso retendrán el pedimento y los
documentos que les hubieren sido presentados
para retirar la mercancía.”

Para dar cumplimiento de manera ágil y oportuna
a la entrega de documentos necesarios o infor-
mación para acreditar el cumplimiento de las
obligaciones en materia de regulaciones o res-
tricciones no arancelarias, normas oficiales mexi-
canas y demás obligaciones relativa a las ope-
raciones aduaneras se precisa que el Servicio de
Administración Tributaria, señalará el tipo de
documentos e información requerida, que podrá

ser enviada en forma electrónica o mediante su
envío en forma digital, para lo cual se adiciona un
último párrafo al artículo 36, en los términos
siguientes:

“Artículo 36. . .

I. . .

b) El conocimiento de embarque en tráfico marítimo
o guía en tráfico aéreo.

. . .

Para los efectos de este artículo, los documentos
que deben presentarse junto con las mercancías
para su despacho, para acreditar el cumplimiento
de regulaciones y restricciones no arancelarias,
normas oficiales mexicanas y de las demás
obligaciones establecidas en esta ley para cada
régimen aduanero, el Servicio de Administración
Tributaria, mediante reglas de carácter general,
podrá señalar las obligaciones que pueden ser
cumplidas en forma electrónica o mediante su envío
en forma digital.”

Por cuanto al despacho aduanero a fin de agilizar
el mismo, evitando que los pedimentos que se
presenten con errores retrasen el tiempo de des-
pacho, lo que conlleva a la comisión de infracciones
se propone hacer obligatorio para los agentes o
apoderados aduanales el servicio de prevalidación
electrónica dé los pedimentos, para lo cual se
añade, un párrafo segundo del artículo 38:

“Artículo 38. . .

Los agentes o apoderados aduanales deberán
validar previamente los pedimentos que presenten
al sistema electrónico a que se refiere el primer
párrafo de este artículo, con las personas auto-
rizadas conforme al artículo 16-A de esta ley.”

De igual forma, se estima necesario establecer la
responsabilidad solidaria de los mandatarios de
los agentes aduanales, así como de las personas
que hayan obtenido concesión o autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y
custodia de mercancías de comercio exterior en
recintos fiscalizados, respecto de las contribu-
ciones y cuotas compensatorias a que están
sujetas las mercancías almacenadas bajo su
responsabilidad, en los casos en que efectúen la
entrega de las mismas a los interesados y omitan
verificar la autenticidad de los datos asentados en
los pedimentos o en las facturas y por dicha
omisión se cause un perjuicio al fisco federal, así
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como por no dar aviso de inmediato a las
autoridades aduaneras cuando se pretendan
extraer mercancías de dichos recintos, sin los
pedimentos o facturas que las amparen, para lo
cual se propone adicionar las fracciones II y VII al
artículo 53 de la Ley Aduanera, en los siguientes
términos:

“Artículo 53. . .

II. Los agentes aduanales y sus mandatarios
autorizados, por los que se originen con motivo de
las importaciones o exportaciones en cuyo des-
pacho aduanero intervengan personalmente o por
conducto de sus empleados autorizados.

. . .

VII. Las personas que hayan obtenido concesión
o autorización para prestar los servicios de manejo,
almacenaje y custodia de las mercancías de
comercio exterior, cuando no cumplan con las
obligaciones señaladas en las fracciones VII y VIII
del artículo 26 de esta ley.

. . .”

De otra parte, el agente aduanal será responsable
de la veracidad y exactitud de los datos e infor-
mación suministrados para la determinación del
régimen aduanero de las mercancías y de su
correcta clasificación arancelaria, así como de
asegurarse de que tanto el importador como el
exportador cuenten con la documentación que
acredite el cumplimiento de sus obligaciones.

Asimismo, se establece que no será responsable
por el criterio de origen en los certificados de origen
que amparen las mercancías, ya que el agente
aduanal está obligado a asegurarse de que los
certificados se encuentren en el formato oficial
aprobado para tales efectos en los tratados de libre
comercio, comprobando además que ha sido
llenado en su totalidad conforme a su instructivo y
que se encuentra vigente a la fecha de la impor-
tación. De esta forma, la reforma al artículo 54
quedaría como sigue:

“Artículo 54. El agente aduanal será responsable
de la veracidad y exactitud de los datos e infor-
mación suministrados, de la determinación del
régimen aduanero de las mercancías y de su
correcta clasificación arancelaria, así como de
asegurarse que el importador o exportador cuenta
con los documentos que acrediten el cumplimiento
de las demás obligaciones que en materia de
regulaciones y restricciones no arancelarias rijan

para dichas mercancías, de conformidad con lo
previsto por esta ley y por las demás leyes y
disposiciones aplicables.

. . .

III. De las contribuciones omitidas que se deriven
de la aplicación de un arancel preferencial cuando
de conformidad con algún tratado o acuerdo
internacional del que México sea parte, se requiera
de un certificado de origen para gozar de trato
arancelario preferencial, siempre que conserve
copia del certificado de origen, que ampare las
mercancías y se asegure que el certificado se
encuentra en el formato oficial aprobado para tales
efectos, que ha sido llenado en su totalidad con-
forme a su instructivo y que se encuentra vigente
a la fecha de la importación.

. . .”

Acorde con las modificaciones que se proponen
en otras disposiciones fiscales se considera
necesario eliminar el tercer párrafo de la fracción I
del artículo 59 de la Ley Aduanera, que obliga a
los importadores a llevar un sistema de control de
inventarios de mercancías de procedencia extran-
jera en forma manual e incorporar un último párrafo
a dicho artículo, precisando que las obligaciones
previstas en dicho artículo, no están obligados a
cumplirlas las personas que importen mercancías
mediante empresas de mensajería, paquetería, vía
postal o las traigan consigo como pasajeros, así
como las llamadas pequeñas importaciones.

De igual forma, se considera conveniente que el
agente aduanal cuente con el documento en el
que conste el encargo conferido, a efecto de dar
mayor certeza jurídica a los importadores y a los
propios agentes aduanales, por lo que se propone
que al darse de alta en el padrón de importadores,
se dé a conocer al Servicio de Administración
Tributaria el nombre de los agentes aduanales
autorizados para efectuar los despachos, en forma
electrónica, así como informar cuando revoque la
encomienda, quedando el artículo 59 en los
siguientes términos:

“Artículo 59. . .

I. . .

(Se deroga el tercer párrafo)

. . .

III. . .



116

AÑO II. No. 4 CAMARA DE DIPUTADOS DICIEMBRE 27, 2001

Tratándose de despachos en los que intervenga
un agente aduanal, igualmente deberá hacer en-
trega a la Administración General de Aduanas,
junto a la documentación que se requiera para
cumplir lo dispuesto por la fracción IV del presente
artículo, el documento que compruebe el encargo
conferido al o los agentes aduanales para realizar
sus operaciones. Dicho documento deberá ser
enviado en copia al o los agentes aduanales para
su correspondiente archivo, pudiendo ser expedido
para una o más operaciones o por periodos deter-
minados. En este caso, únicamente los agentes
aduanales que hayan sido encomendados, podrán
tener acceso electrónico al sistema de automa-
tización aduanera integral a cargo de la autoridad,
a fin de utilizar los datos dados a conocer en el
padrón por los importadores, según lo establece
el artículo 40 de la presente ley. En caso de que el
agente aduanal no haya sido encomendado por
un importador, pero actúe como consignatario en
una operación, no se observará lo dispuesto en el
párrafo anterior, para lo cual se faculta al admi-
nistrador de la aduana, por la que se pretenda
despachar dicha mercancía, para que bajo su es-
tricta responsabilidad directa autorice la operación.

El importador quedará exceptuado de la obligación
a que se refiere el párrafo anterior, siempre y
cuando adopte los medios electrónicos de se-
guridad para encomendar las operaciones de
comercio exterior al agente aduanal que mediante
reglas señale la Secretaría.

. . .

Lo dispuesto en este artículo no será aplicable a
las importaciones efectuadas por pasajeros, por
empresas de mensajería y paquetería y por vía
postal, cuando se efectúe el despacho de las mis-
mas conforme al procedimiento que se establece
en el artículo 88 de esta ley.”

Asimismo, se considera indispensable el estable-
cer procedimientos ágiles, para que el fisco federal
pueda internar al país las mercancías que sean
donadas por los mexicanos residentes en el
extranjero o por extranjeros altruistas, destinadas
a satisfacer necesidades de subsistencia de gru-
pos o regiones, desprotegidos o afectados por
situaciones de emergencia o para ser entregadas
a organizaciones sin fines de lucro y que se
empleen para cumplir sus actividades altruistas,
asimismo, respecto del cumplimiento de regula-
ciones y restricciones no arancelarias, así como
de normas oficiales mexicanas, se establece la
positiva ficta para que la dependencia competente
determine si deben cumplirse.

Asimismo, se establece que la Secretaría de Ha-
cienda deberá emitir las reglas que permitan normar
la forma en que serán introducidos tanto los
vehículos especialmente adaptados para personas
con discapacidad, como de los alimentos y la ropa
donada en caso de desastre natural, entre otros
supuestos, proponiéndose por ello, adicionar una
fracción XVII al artículo 61, para quedar con el
siguiente texto:

“Artículo 61. . .

. . .

XVII. Las donadas al fisco federal con el propósito
de que sean destinadas al Distrito Federal, es-
tados, municipios o personas morales con fines
no lucrativos autorizadas para recibir donativos
deducibles en los términos de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, que en su caso expresamente
señale el donante, para la atención de requeri-
mientos básicos de subsistencia en materia de
alimentación, vestido, vivienda, educación y
protección civil o de salud de las personas, sec-
tores o regiones de escasos recursos.

En los casos en que las mercancías sean donadas
al fisco federal, no se requerirá de la utilización de
los servicios de agente o apoderado aduanal,
debiendo utilizarse únicamente la forma que para
esos efectos dé a conocer el Servicio de Admi-
nistración Tributaria.

Si la importación de las mercancías de que se
trate, requiere del cumplimiento de regulaciones o
restricciones no arancelarias o de normas oficiales
mexicanas, las autoridades aduaneras de inme-
diato lo harán del conocimiento de la dependencia
competente, quien contará con un plazo de tres
días para determinar si las exime de su cumpli-
miento. Transcurrido dicho plazo sin que se
comunique la resolución correspondiente, se en-
tenderá que dicha dependencia resolvió positiva-
mente y las autoridades aduaneras pondrán las
mercancías a disposición del interesado, en la
aduana correspondiente.

Para los efectos de las fracciones XV y XVII,
tratándose de vehículos especialmente adaptados
para personas con discapacidad, así como de los
donativos en materia de alimentación y vestido,
únicamente podrán ser realizados en caso de
desastre natural o condiciones de extrema pobreza,
en términos de las reglas de carácter general que
al efecto emita el Servicio de Administración
Tributaria.”
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Esta comisión dictaminadora, considera que el
fisco federal requiere hacer algunas precisiones
respecto a las garantías contenidas en los artículos
84-A y 86-A de la ley, a fin de que los
contribuyentes cuenten con una definición clara
de la norma y generar las condiciones de seguridad
jurídica que demanda la comunidad de comercio
exterior y aduanal.

“Artículo 84-A. Las cuentas aduaneras de garantía
servirán para garantizar mediante depósitos en las
instituciones del sistema financiero que autorice
el Servicio de Administración Tributaria, el pago
de las contribuciones y cuotas compensatorias que
pudieran causarse con motivo de las operaciones
de comercio exterior a que se refiere el artículo
86-A de esta ley.”

“Artículo 86-A. Estarán obligados a garantizar
mediante depósitos en las cuentas aduaneras de
garantía o mediante alguna de las formas que
señala el artículo 141, fracciones II y VI del Código
Fiscal de la Federación, quienes:

I. Efectúen la importación definitiva de mercancías
y declaren en el pedimento un valor inferior al precio
estimado que dé a conocer el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, mediante reglas de carácter
general, por las contribuciones y cuotas com-
pensatorias que correspondan a la diferencia entre
el valor declarado y el precio estimado.

La garantía se cancelará a los seis meses de
haberse efectuado la importación, salvo que las
autoridades aduaneras hubieran iniciado el ejer-
cicio de sus facultades de comprobación, en cuyo
caso el plazo se ampliará hasta que se dicte
resolución definitiva, así como cuando se deter-
minen contribuciones o cuotas compensatorias
omitidas, las que se harán efectivas contra la
garantía otorgada o se ordene su cancelación por
las autoridades aduaneras en los términos que
señale el Servicio de Administración Tributaria,
mediante reglas de carácter general.

ll. Efectúen el tránsito interno o internacional de
mercancías, por el monto que corresponda a las
contribuciones y cuotas compensatorias que se
determinen provisionalmente en el pedimento o las
que correspondan tomando en cuenta el valor de
transacción de mercancías idénticas o similares
conforme a los artículos 72 y 73 de esta ley, en
los casos que señale el Servicio de Administración
Tributaria, mediante reglas de carácter general. Lo
dispuesto en esta fracción no será aplicable a las
importaciones temporales que efectúen las ma-
quiladoras y empresas con programas de ex-

portación autorizados por la Secretaría de Econo-
mía, siempre que las mercancías se encuentren
previstas en los programas respectivos.

La garantía se cancelará cuando se tramite el
pedimento correspondiente en la aduana de
despacho o de salida, según se trate de tránsito
interno o internacional y se paguen las contribu-
ciones y cuotas compensatorias.

Cuando se cancele la garantía, el importador podrá
recuperar las cantidades depositadas, con los
rendimientos que se hayan generado a partir de la
fecha en que se haya efectuado su depósito y hasta
que se autorice su cancelación.”

Respecto a estas últimas modificaciones al artículo
61, es necesario mencionar la coincidencia que
persigue la iniciativa de “decreto por el cual se
reforman diversas disposiciones y se adiciona un
capítulo de donaciones a la Ley Aduanera y se
reforman los artículos 25 y 28 de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado”, ya que la misma tiene
por objeto primordial el que las mercancías que
sean donadas a gobiernos locales y municipios,
sobre todo en casos de emergencia, puedan
ingresar al país en el menor tiempo posible, para
que atiendan dichas emergencias con toda opor-
tunidad.

Asimismo, esta comisión estima que las otras
propuestas ya se contemplan en la propia Ley
Aduanera o en su reglamento, por lo cual se
considera que están debidamente atendidas.

En cuanto a la iniciativa que propone que se
establezca en la Ley Aduanera las disposiciones
para la importación de vehículos automotores usa-
dos, destinados a permanecer en forma definitiva
en la franja fronteriza norte del país, en los estados
de Baja California y Baja California Sur, la región
parcial de Sonora y el municipio fronterizo de
Cananea, en el Estado de Sonora, mediante
diversas adiciones a la citada ley, así como en
modificar sus artículos 62 y 137, esta dictaminadora
conviene en señalar que dichas modificaciones
deben ser analizadas conjuntamente por las
comisiones de Comercio y Fomento Industrial y
de Población, Fronteras y Asuntos Migratorios, en
razón de que dichos órganos legislativos por los
asuntos que les han sido encomendados por esta
soberanía, deben pronunciar su opinión al respecto,
ello sin perjuicio de que dicha iniciativa fue anali-
zada por las comisiones unidas de referencia con
sede en la Cámara Alta, de ahí que los legisladores
de la Cámara de Diputados respeten el formato de
estudio y discusión de la colegisladora.
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Con el propósito de facilitar el que los mexicanos
residentes en el extranjero que visiten nuestro país
utilizando vehículos ya sea de su propiedad o ren-
tados, así como para promover el ingreso de ex-
tranjeros que viene a México en calidad de turistas
o no inmigrantes en vehículos o embarcaciones
se proponen las reformas al artículo 106, para
quedar como sigue:

 “Artículo 106. . .

II. . .

e) Las de vehículos, siempre que la importación
sea efectuada por mexicanos con residencia en el
extranjero o que acrediten estar laborando en el
extranjero por un año o más, comprueben mediante
documentación oficial su calidad migratoria que
los autorice para tal fin y se trate de un solo
vehículo en cada periodo de 12 meses. En estos
casos, los seis meses se computarán en entradas
y salidas múltiples efectuadas dentro del periodo
de 12 meses contados a partir de la primera
entrada. Los vehículos podrán ser conducidos en
territorio nacional por el importador, su cónyuge,
sus ascendientes, descendientes o hermanos
siempre y cuando sean residentes permanentes
en el extranjero o por un extranjero con las cali-
dades migratorias indicadas en el inciso a de la
fracción IV de este artículo. Cuando sea conducido
por alguna persona distinta de las autorizadas,
invariablemente deberá viajar a bordo el importador
del vehículo. Los vehículos a que se refiere este
inciso deberán cumplir con los requisitos que
señale el reglamento.

. . .

IV. . .

a) Las de vehículos propiedad de extranjeros que
se internen al país con calidad de inmigrantes
rentistas o de no inmigrantes, excepto tratándose
de refugiados y asilados políticos, siempre que se
trate de un solo vehículo.

Los vehículos que importen turistas y visitantes
locales, incluso que no sean de su propiedad y se
trate de un solo vehículo.

Los vehículos podrán ser conducidos en territorio
nacional por el importador, su cónyuge, sus ascen-
dientes, descendientes o hermanos, aun cuando
éstos no sean extranjeros, por un extranjero que
tenga alguna de las calidades migratorias a que
se refiere este inciso o por un nacional, siempre
que en este último caso, viaje a bordo del mismo

cualquiera de las personas autorizadas para
conducir el vehículo y podrán efectuar entradas y
salidas múltiples.

Los vehículos a que se refiere este inciso, deberán
cumplir con los requisitos que señale el regla-
mento.

. . .

V. . .

c) Embarcaciones dedicadas al transporte de
pasajeros, de carga y a la pesca comercial, las
embarcaciones especiales y los artefactos navales,
así como las de recreo y deportivas que sean lan-
chas, yates o veleros turísticos de más de cuatro
y medio metros de eslora, incluyendo los remol-
ques para su transporte, siempre que cumplan con
los requisitos que establezca el reglamento.

Las lanchas, yates o veleros turísticos a que se
refiere este inciso, podrán ser objeto de explotación
comercial, siempre que se registren ante una
marina turística.

. . .

La forma oficial que se utilice para efectuar im-
portaciones temporales de las mercancías se-
ñaladas en esta fracción, amparará su perma-
nencia en territorio nacional por el plazo autorizado,
así como las entradas y salidas múltiples que
efectúen durante dicho plazo. Los plazos a que se
refiere esta fracción podrán prorrogarse mediante
autorización, cuando existan causas debidamente
justificadas.

 . . .”

Asimismo se considera necesario precisar la
responsabilidad del almacén general de depósito
desde el momento que emita una carta de cupo
para lo cual se propone adicionar un quinto párrafo
al artículo 119 de la ley en comento, pasando los
actuales quinto:

“Artículo 119. . .

Se entenderá que las mercancías se encuentran
bajo la custodia, conservación y responsabilidad
del almacén general de depósito en el que que-
darán almacenadas bajo el régimen de depósito
fiscal, desde el momento en que éste expida la
carta de cupo mediante la cual acepta almacenar
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la mercancía. Debiendo transmitir la carta de cupo
mediante su sistema electrónico al del Servicio de
Administración Tributaria, informando los datos del
agente o apoderado aduanal que promoverá el
despacho.

. . .”

Se reforma la fracción III del artículo 127, a efecto
de fortalecer las aduanas interiores, para lo cual
se autorice a la autoridad fiscal a que mediante
reglas excepcione el cumplimiento de las restric-
ciones y regulaciones no arancelarias en el punto
de entrada al territorio nacional y desahogar el flujo
de mercancías observadas en las aduanas fron-
terizas del país. Asimismo se adiciona una fracción
V, a fin de que el traslado de las mercancías sujetas
al régimen aduanero del tránsito interno utilicen
los servicios de empresas inscritas en un registro
de empresas transportistas a que se refiera el
reglamento a la ley.

“Artículo 127. . .

lll. Anexar al pedimento la documentación que
acredite el cumplimiento de regulaciones y res-
tricciones no arancelarias, aplicables al régimen
de importación y en su caso el documento en el
que conste el depósito efectuado en la cuenta
aduanera de garantía a que se refiere el artículo
84-A de esta ley, excepto en los casos que
establezca la Secretaría mediante reglas.

. . .

V. Efectuar el traslado de las mercancías utilizando
los servicios de las empresas inscritas en el registro
de empresas transportistas a que se refiere el
artículo 170 del reglamento.

. . .”

“Artículo 129. . .

I. El agente o apoderado aduanal cuando incurra
en las causales de cancelación previstas en el
artículo 165 fracción III de esta ley, no pueda ser
localizado en el domicilio por él señalado para oír
y recibir notificaciones.

II. La empresa transportista inscrita en el registro
que establezca el reglamento que realice el traslado
de las mercancías. Dicho registro será cancelado
por la Secretaría, procediendo la suspensión pro-
visional, hasta en tanto no exista una resolución
firme que determina dicha cancelación, cuando con
motivo del ejercicio de las facultades de com-

probación, las autoridades aduaneras detecten
cualquier maniobra tendiente a eludir el cum-
plimiento de las obligaciones fiscales.

Las empresas transportistas deberán mantener los
medios de control y seguridad que señale la Se-
cretaría mediante reglas y deberán proporcionar la
información y documentación que les sea requerida
por las autoridades aduaneras.

Independientemente de lo dispuesto en este ar-
tículo, el agente o apoderado aduanal que pro-
mueva el despacho tendrá la responsabilidad
prevista en esta ley, por las irregularidades que se
deriven de la formulación del pedimento y que se
detecten con motivo del ejercicio de las facultades
de comprobación de la autoridad aduanera.”

Resulta fundamental que se precisen las respon-
sabilidades de los importadores y transportistas,
que despachen mercancías bajo el régimen
aduanero del tránsito fiscal, de ahí que se adopta
la reforma al artículo 131 fracción III de la ley, para
lo cual se establece que el traslado de las mer-
cancías se hará a través de empresas transpor-
tistas inscritas en un registro que para tal efecto
establezca la autoridad.

“Artículo 131. . .

III. Efectuarse por las aduanas autorizadas y por
las rutas fiscales que para tal efecto establezca la
Secretaría mediante reglas. El traslado de las
mercancías se deberá efectuar utilizando los
servicios de las empresas inscritas en el registro
de empresas transportistas a que se refiere el
artículo 170 del reglamento.

. . .”

Se considera apropiado crear un nuevo artículo
144-B en la Ley Aduanera, con objeto de que dicha
disposición acorde con las reformas aprobadas
relativas al establecimiento de un registro de
empresas transportistas, la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público tenga la facultad de cancelar la
inscripción de las mismas cuando se actualice
cualquiera de los supuestos normativos expresa-
mente señalados en ocho fracciones, para quedar
como sigue:

“Artículo 144-B. El Servicio de Administración
Tributaria podrá cancelar la inscripción en el registro
de empresas transportistas a que se refieren los
artículos 119, 127, 129 y 133 de esta ley, cuando
se presente cualquiera de los siguientes su-
puestos:
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I. El no arribo de las mercancías a la aduana o al
almacén general de depósito.

II. Cuando con motivo del ejercicio de facultades
de comprobación la autoridad aduanera detecte
que la empresa transportista no lleva la contabilidad
o registros de sus operaciones de comercio exterior
ni conserve la documentación que acredite las mis-
mas o altere datos consignados en la documen-
tación de comercio exterior.

III. Cuando no cumpla con los requerimientos de
documentación relativa al comercio exterior
formulados por la autoridad aduanera.

IV. Cuando presente irregularidades o inconsis-
tencias en el Registro Federal de Contribuyentes.

V. Cuando la empresa transportista inscrita no sea
localizable en los domicilios señalados para el
efecto.

VI. Cuando no cubra los créditos fiscales que
hubieran quedado firmes cuando para su cobro se
hubiera seguido el procedimiento administrativo de
ejecución.

VII. Cuando utilicen medios de transporte que no
cuenten con los requisitos de control o cuando no
cuente con los mecanismos de control que
determine la Secretaría mediante reglas.

VIII. Cuando no se encuentre al corriente en sus
obligaciones fiscales.”

Esta dictaminadora considera procedente el eli-
minar del supuesto del embargo precautorio el
incumplimiento de normas oficiales mexicanas
relativas a la información comercial, para incluir
su incumplimiento en el supuesto de retención de
mercancías.

También procederá en el supuesto de que el
nombre o domicilio fiscal del importador señalado
en el pedimento sean falsos o inexistentes.

En los casos en que el domicilio señalado sea
inexistente o el valor declarado sea inferior al 50%
o más al de transacción de mercancías similares,
se requerirá orden emitida por el administrador
general o centrales de la Administración General
de Aduanas, a fin de que proceda el embargo pre-
cautorio durante el reconocimiento aduanero o la
verificación de mercancías en transporte, aspectos
que se recogen como a continuación se indica:

“Artículo 151. . .

II. Cuando se trate de mercancías de importación
o exportación prohibidas o sujetas a las regulac iones
y restricciones no arancelarias a que se refiere la
fracción II del artículo 176 de esta ley y no se
acredite su cumplimiento o sin acreditar el cum-
plimiento de las normas oficiales mexicanas,
excepto las de información comercial o, en su
caso, se omita el pago de cuotas compensatorias.

. . .

VI. Cuando el nombre o domicilio fiscal del
proveedor o importador, señalado en el pedimento
o en la factura, sean falsos o inexistentes o cuando
en el domicilio fiscal señalado en dichos docu-
mentos, no se pueda localizar al proveedor o la
factura sea falsa.

. . .

En los casos a que se refieren las fracciones VI y
VII se requerirá una orden emitida por el admi-
nistrador general o administradores centrales de
la Administración General de Aduanas del Servicio
de Administración Tributaria, para que proceda el
embargo precautorio durante el reconocimiento
aduanero, segundo reconocimiento o verificación
de mercancías en transporte.

. . . ”

En el mismo sentido, se considera conveniente
que el interesado pueda presentar pruebas
documentales que acrediten la estancia o tenencia
legal de las mercancías, a fin de desvirtuar los
supuestos del embargo precautorio o que el valor
declarado fue correcto. En este caso se considera
procedente que la autoridad dicte de inmediato la
resolución de que se trate y en el caso contrario,
la resolución deberá dictarse en un plazo no mayor
de cuatro meses y de no emitirse en este plazo,
la actuación de la autoridad quedará sin efecto;
reformas que se reflejan el artículo 153 de la ley
en comento:

“Artículo 153. . .

Cuando el interesado presente pruebas docu-
mentales que acrediten la legal estancia o tenencia
de las mercancías en el país; desvirtúen los su-
puestos por los cuales fueron objeto de embargo
precautorio o acrediten que el valor declarado fue
determinado de conformidad con el Título Tercero
Capítulo III Sección Primera de esta ley en los
casos a que se refiere el artículo 151 fracción VII
de esta ley, la autoridad que levantó el acta a que
se refiere el artículo 150 de esta ley, dictará de
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inmediato la resolución, sin que en estos casos
se impongan sanciones ni se esté obligado al pago
de gastos de ejecución; de existir mercancías
embargadas se ordenará su devolución.

Cuando el interesado no presente las pruebas o
éstas no desvirtúen los supuestos por los cuales
se embargó precautoriamente la mercancía, las
autoridades aduaneras deberán de dictar
resolución definitiva, en un plazo que no excederá
de cuatro meses, contados a partir del día siguien-
te a aquél en que surtió efectos la notificación del
inicio del procedimiento administrativo en materia
aduanera. De no emitirse la resolución definitiva
en el término de referencia, quedarán sin efectos
las actuaciones de la autoridad que dieron inicio
al procedimiento.

. . .”

En los casos en que se retengan mercancías por
no haberse presentado la garantía correspondiente
o no se haya cumplido con las normas oficiales
de información comercial que procedan, las au-
toridades retendrán los bienes hasta que se pre-
sente dicha garantía o se cumpla con la norma.
De esta forma, el artículo 158 quedaría redactado
de la siguiente forma:

“Artículo 158. En los casos en que con motivo
del reconocimiento aduanero o segundo recono-
cimiento se retengan mercancías por no haberse
presentado la garantía a que se refiere el artículo
36 fracción I inciso e, de esta ley o no se com-
pruebe el cumplimiento de las normas oficiales
mexicanas de información comercial, las autori-
dades aduaneras procederán a retener las mer-
cancías hasta que sea presentada dicha garantía
o se cumpla con la norma oficial mexicana”

Asimismo, se considera por esta comisión dic-
taminadora que el segundo párrafo propuesto al
artículo 158 de la ley, que señalaba que “en los
casos distintos a los que se refiere el párrafo
anterior y de no existir causales de embargo pre-
cautorio, por ningún motivo procederá la retención
de las mercancías por parte de las autoridades
aduaneras”, no es procedente y se acuerda su-
primirlo, ya que limita las facultades de compro-
bación fiscal de la autoridad aduanera.

De otra parte, el agente aduanal podrá operar ante
la aduana de adscripción para la que se le expide
la patente, pudiendo hacerlo hasta en tres aduanas
adicionales, previa autorización del Servicio de
Administración Tributaria y estando al corriente de
sus obligaciones fiscales.

En ningún caso podrá operar en tres aduanas
distintas a la que está adscrito y sólo podrá hacerlo
cuando promueva el despacho para el régimen de
tránsito interno de mercancías que hayan sido
destinadas a otro régimen aduanero en la aduana
a que está adscrito o cuando obtenga la patente
aduanal por fracciones específicas. De esta
manera, se propone que el artículo 161 quede de
la forma siguiente:

“Artículo 161. La patente de agente aduanal le
da el derecho a la persona física que haya obtenido
la autorización a que hace referencia el artículo
159 de esta ley, a actuar ante la aduana de ads-
cripción para la que se le expidió la patente. El
agente aduanal podrá solicitar autorización del
Servicio de Administración Tributaria para actuar
en una aduana adicional a la de adscripción por la
que se le otorgó la patente. Las autoridades adua-
neras deberán otorgar la autorización en un plazo
no mayor de dos meses, siempre que previamente
se verifique que el agente aduanal se encuentra al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales.

En ningún caso se podrá autorizar a un agente
aduanal a efectuar despachos en más de tres
aduanas distintas a las de su adscripción. Cuando
el agente aduanal expresamente renuncie a una
aduana que le hubiera sido autorizada conforme al
párrafo anterior de este artículo, podrá presentar
solicitud para que se le autorice actuar en otra
aduana.

En los casos de supresión de alguna aduana, los
agentes aduanales a ella adscritos o autorizados,
podrán solicitar su sustitución al Servicio de Ad-
ministración Tributaria.

El agente aduanal podrá actuar en aduanas
distintas a la de su adscripción o a las que le hubie-
ran sido autorizadas, en los siguientes casos:

I. Para promover el despacho para el régimen de
tránsito interno de mercancías que vayan a ser o
hayan sido destinadas a otro régimen aduanero
en la aduana de su adscripción o en las demás
que tenga autorizadas.

II. Cuando la patente se le hubiera expedido en los
términos del último párrafo del artículo 159 de esta
ley.”

Se hace una adecuación al inciso g de la fracción
VII del artículo 162, de la ley, a efecto de acoplarla
al nuevo esquema que plantea la reforma del artículo
59 fracción III.
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“Artículo 162. . .

VII. . .

g) Copia del documento presentado por el impor-
tador a la Administración General de Aduanas que
compruebe el encargo que se le hubiere conferido
para realizar el despacho aduanero de las mercan-
cías. En los casos a los que se refiere el último
párrafo, de la fracción III del artículo 59 de esta ley,
queda obligado a conservar únicamente los
registros electrónicos que acrediten el cargo
conferido.

. . .”

En el caso de fallecimiento, incapacidad perma-
nente o retiro voluntario, el agente aduanal tendrá
derecho a designar a la persona física que la
sustituya en la aduana o aduanas a las que haya
sido adscrito. La persona designada deberá de
cumplir con los requisitos que para el efecto señale
la ley en comento, situación que esta dictamina-
dora recoge en el artículo 163, como a continuación
se indica:

“Artículo 163. . .

VII. Designar, por única vez, a una persona física
ante el Servicio de Administración Tributaria, como
su agente aduanal adscrito, para que en caso de
fallecimiento, incapacidad permanente o retiro
voluntario, éste lo sustituya, obteniendo su patente
aduanal para actuar al amparo de la misma en la
aduana de adscripción original y en las tres
aduanas adicionales que, en su caso, le hubieran
sido autorizadas en los términos del artículo 161
de esta ley.

El agente aduanal adscrito designado en los tér-
minos del párrafo anterior, no podrá, a su vez,
designar a otra persona física que lo sustituya en
caso de su fallecimiento, incapacidad permanente
o retiro voluntario. En este caso, el Servicio de
Administración Tributaria tendrá la facultad de
designarlo, a solicitud expresa.

La designación y la revocación de agente aduanal
adscrito, deberá presentarse por escrito y ser
ratificadas personalmente por el agente aduanal
ante el Servicio de Administración Tributaria.

Para que proceda la designación como agente
aduanal sustituto, la persona designada deberá de
cumplir con los requisitos que exige el artículo 159
de esta ley.”

Para precisar la disposición anterior, se considera
conveniente la aclaración en el sentido de que el
agente aduanal sustituto no podrá serlo de dos o
más agentes aduanales al mismo tiempo, así como
de que haya acreditado ante el Servicio de Ad-
ministración Tributaria un examen de cono-
cimientos técnicos, aprobado dentro de los tres
años inmediatos anteriores a la fecha en que vaya
a actuar como sustituto o, en su caso, hubiere
estado actuando en dicho periodo como man-
datario del agente al cual sustituirá. A este res-
pecto, esta comisión propone que la redacción del
artículo 163-A quede de la manera siguiente:

“Artículo 163-A. La persona física designada
conforme a la fracción VII del artículo anterior, como
agente aduanal adscrito, no podrá ser designada
como sustituta de dos o más agentes aduanales
al mismo tiempo.

En el caso de que la persona física, a que se refiere
este artículo, obtenga su propia patente aduanal
conforme al artículo 159 de esta ley, la designación
como agente aduanal sustituto quedará sin
efectos.

Para que la persona obtenga la patente aduanal
del agente que lo designó como su sustituto,
deberá acreditar ante el Servicio de Administración
Tributaria que el examen de conocimientos téc-
nicos, a que se refiere la fracción IX del artículo
159 de esta ley, lo hubiera aprobado dentro de los
tres años inmediatos anteriores a la fecha en que
vaya a ejercer la sustitución. En el caso de que el
examen hubiera sido aprobado con anterioridad a
dicho plazo, deberá ser presentado nuevamente,
salvo que acredite haber actuado como mandatario
del agente aduanal que lo designó como sustituto,
durante los tres años inmediatos anteriores a la
sustitución.”

Como causa de suspensión del ejercicio de la
patente aduanal se considera el estar sujeto a un
procedimiento de cancelación, durando la suspen-
sión hasta que se dicte resolución al respecto y
de acuerdo a las excepciones que la ley en co-
mento señale. En este sentido, el texto del artículo
164 fracción IV, quedaría como sigue:

“Artículo 164. . .

. . .

IV. Estar sujeto a un procedimiento de cancelación.
La suspensión durará hasta que se dicte reso-
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lución, excepto en los casos a que se refieren las
fracciones III y IV del artículo 165 de esta ley.

. . .”

Con el propósito de eliminar en los supuestos de
infracción relacionadas con la importación y
exportación de mercancías, que el incumplimiento
de normas oficiales de información comercial y de
adicionar el supuesto de que el domicilio fiscal no
corresponda al señalado en los documentos
correspondientes.

En tal virtud, se propone modificar las fracciones ll
y XI del artículo 176 y reformar la fracción IV y
establecer las multas aplicables a los casos
anteriores en la fracción X del artículo 178, por lo
que los mismos quedarían en los siguientes
términos:

“Artículo 176. . .

II. Sin permiso de las autoridades competentes o
sin la firma electrónica en el pedimento que
demuestre el descargo total o parcial del permiso
antes de realizar los trámites del despacho adua-
nero o sin cumplir cualesquiera otras regulaciones
o restricciones no arancelarias emitidas conforme
a la Ley de Comercio Exterior, por razones de se-
guridad nacional, salud pública, preservación de
la flora o fauna, del medio ambiente, de sanidad
fitopecuaria o los relativos a normas oficiales
mexicanas, excepto tratándose de las normas
oficiales mexicanas de información comercial,
compromisos internacionales, requerimientos de
orden público o cualquiera otra regulación.

. . .

XI. Cuando el nombre o domicilio fiscal del proveedor
o importador señalado en el pedimento o en la
factura sean falsos o inexistentes, en el domicilio
fiscal señalado en dichos documentos no se pueda
localizar al proveedor o importador o la factura sea
falsa.”

“Artículo 178. . .

IV. Siempre que no se trate de vehículos, multa
del 70% al 100% del valor comercial de las
mercancías cuando no se compruebe el cum-
plimiento de las regulaciones y restricciones no
arancelarias o cuotas compensatorias corres-
pondientes, normas oficiales mexicanas, con
excepción de las normas oficiales mexicanas de
información comercial.

. . .

X. Multa del 70% al 100% del valor en aduana de
las mercancías en los casos a que se refiere la
fracción Xl del artículo 176 de esta ley.”

Con el propósito de desalentar prácticas nocivas
que deriven en una estancia ilegal de mercancías
al país, derivadas de exportaciones falsas o de
tránsitos no concluidos, afectándose con ello la
planta productiva nacional, esta dictaminadora
considera conveniente adicionar infracciones
relacionadas con el destino de las mercancías,
cuando éstas se presenten fuera del plazo otorgado
para el caso de los tránsitos internos, así como
cuando los pedimentos de tránsito internos e inter-
nacionales se presenten a la autoridad aduanera,
a punto de concluir y sin acompañar a éstos la
mercancías correspondiente, por lo que las frac-
ciones V al VII del artículo 182, quedaría de la
siguiente forma:

“Artículo 182. . .

V. No presenten las mercancías en el plazo
concedido para el arribo de las mismas a la aduana
de despacho o de salida, tratándose del régimen
de tránsito interno.

VI. Presenten los pedimentos de tránsito interno o
internacional con el fin de dar por concluido dichos
tránsitos en la aduana de despacho o en la de
salida, sin la presentación física de las mercancías
en los recintos fiscales o fiscalizados.

VII. Realicen la exportación, el retomo de mer-
cancías o el desistimiento de régimen, en el caso
de que se presente el pedimento sin las mer-
cancías correspondientes en la aduana de salida.”

En relación a la incorporación de las fracciones V
a la VII anteriores, resulta conveniente establecer
la sanción correspondiente, para lo cual se
adiciona una fracción VI al artículo 183, para quedar
como sigue:

“Artículo 183 . . .

VI. Multa equivalente del 70% al 100% del valor en
aduana de las mercancías en los supuestos a que
se refieren las fracciones V, VI y VII.”

Se considera necesario por parte de la que dic-
tamina la inclusión de diversas infracciones y
sanciones, derivadas del incumplimiento de la
obligación de declarar las cantidades en efectivo o
en cheque que se introduzcan o extraigan del país,
a fin de combatir el lavado de dinero, lo cual se
hace extensivo a la obligación para declarar che-
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ques nacionales o extranjeros, órdenes de pagos
y todo tipo de documentos por cobrar o que se
omitan o se asienten datos inexactos, así como
los envíos que utilicen los servicios de empresas
de transporte internacional de traslado y custodia
de valores y a las empresas de mensajería.

De otra parte, no se aplicará la multa cuando el
agente o apoderado aduanal presente la recti-
ficación por datos inexactos dentro de los 10 días
siguientes, siempre que presente copia del
pedimento, para lo cual las reformas y adiciones a
los artículos 184 y 185 de la ley en comento, queda-
rían de la manera siguiente:

“Artículo 184. . .

VIII. Omitan declarar en la aduana de entrada al
país o en la de salida, que llevan consigo canti-
dades en efectivo, en cheques nacionales o ex-
tranjeros, órdenes de pago o cualquier otro do-
cumento por cobrar o una combinación de ellos,
superiores al equivalente en la moneda o monedas
de que se trate a 10 mil dólares de Estados Unidos
de América.

. . .

XIV. Omitan o asienten datos inexactos en relación
con el cumplimiento de las normas oficiales
mexicanas de información comercial.

XV. Omitan manifestar a las empresas de
transporte internacional de traslado y custodia de
valores o a las empresas de mensajería, que utili-
cen para internar o extraer del territorio nacional
las cantidades que envíen en efectivo, en cheques
nacionales o extranjeros, órdenes de pago o cual-
quier otro documento por cobrar o una combinación
de ellos, superiores al equivalente en la moneda o
monedas de que se trate a 10 mil dólares de
Estados Unidos de América.

XVI. Omitan declarar a las autoridades aduaneras,
las cantidades en efectivo, en cheques nacionales
o extranjeros, órdenes de pago o cualquier otro
documento por cobrar o una combinación de ellos,
que las personas que utilizan sus servicios les
hayan manifestado en los términos del segundo
párrafo del artículo 9o. de esta ley.”

“Artículo 185. . .

II. . .

No se aplicará la multa a que se refiere esta frac-
ción, cuando el agente o apoderado aduanal

presente la rectificación correspondiente dentro de
los 10 días siguientes contados a partir del día
siguiente a aquél en el que le fuera notificado el
escrito o acta correspondiente en el que se haga
constar la irregularidad detectada en el recono-
cimiento o segundo reconocimiento, así como de
la revisión de documentos siempre que presente
copia del pedimento correspondiente ante la
aduana que emitió el escrito o el acta, dentro del
plazo de 10 días otorgado para el ofrecimiento de
pruebas y alegatos. No obstante lo anterior, la
aduana procederá a aplicar las multas que
correspondan cuando no se rectifiquen todos los
datos a que se refiera el escrito o acta.

. . .

VII. Multa equivalente del 20% al 40% de la can-
tidad que exceda al equivalente en la moneda o
monedas de que se trate a 10 mil dólares de
Estados Unidos de América, a las infracciones
establecidas en las fracciones Vlll, XV y XVI.

. . .”

Por otro lado, resulta conveniente tipificar el in-
cumplimiento de la obligación prevista en la fracción
II del artículo 4o. de la Ley Aduanera, para que las
personas que operen o administren puertos de
altura, aeropuertos internacionales o presten los
servicios de terminales ferroviarias. Al efecto, se
adiciona la fracción XX al artículo 186 y la fracción
XII al artículo 187, para establecer su sanción,
cuyos textos quedarían de la forma siguiente:

“Artículo 186. . .

XX. Cuando las personas que operen o administren
puertos de altura, aeropuertos internacionales o
que presten los servicios auxiliares de terminales
ferroviarias de pasajeros y de carga, no adquieran,
instalen, con mantenimiento o no pongan a dis-
posición de las autoridades aduaneras el equipo a
que se refiere la fracción II del artículo 4o. de esta
ley.”

“Artículo 187 . . .

XII. Multa de 25 mil pesos a 50 mil pesos a la
señalada en la fracción XX, por cada periodo de 90
días o fracción que trascurra desde la fecha en
que se debió dar cumplimiento a la obligación y
hasta que la misma se cumpla.”

Por otro lado y derivado de la obligación de pre-
validar en forma electrónica los pedimentos
utilizando los sistemas electrónicos con que cuenta
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la autoridad aduanera, se determina el pago de un
aprovechamiento cuyo destino será mejorar los
sistemas de informática y control. La omisión en
el entero de los aprovechamientos dentro de los
plazos que señale la Ley Aduanera dará lugar a
una infracción y la sanción correspondiente, tal y
como se propone a continuación:

“Artículo 194. A quienes omitan enterar las con-
tribuciones y aprovechamientos a que se refieren
los artículos 15 fracción VII, 16-A, penúltimo párrafo,
16-B penúltimo párrafo, 21 fracción IV y 120
penúltimo párrafo de esta ley dentro de los plazos
señalados en los mismos, se les aplicará una
multa del 10% al 20% del monto del pago omitido,
cuando la infracción sea detectada por la autoridad
aduanera, sin perjuicio de las demás sanciones
que resulten aplicables.”

Relativo al pago de las multas, se considera
procedente por parte de esta dictaminadora agregar
como una causa de disminución de éstas en un
50% cuando se cubran, junto con sus accesorios,
antes de que se notifique la resolución que deter-
mine el monto de la contribución o aprovecha-
mientos omitidos, por lo que se adiciona una nueva
fracción IV al artículo 199, para quedar con el
siguiente texto:

“Artículo 199. . .

IV. En un 50% cuando la multa se haya impuesto
por la omisión en el pago de las contribuciones y
aprovechamientos y siempre que el infractor los
pague junto con sus accesorios antes de la
notificación de la resolución que determine el monto
de la contribución o aprovechamiento que omitió.

. . .”

Vale la pena señalar, que el proyecto de decreto
de reformas, adiciones y derogaciones de la Ley
Aduanera contiene dos artículos transitorios, en
los que se solicita la entrada del decreto a partir
del día siguiente a su publicación en el Diario
Oficial de la Federación con excepción a las
reformas al artículo 59 fracción III, las cuales en-
trarán en vigor el 1o. de enero de 2004; las reformas
al segundo párrafo del artículo 153, entrarán en
vigor el 1o. de enero de 2003 y la reforma a la
fracción IV del artículo 164, entrarán en vigor, el
1o. de enero de 2004.

El artículo segundo transitorio establece diversas
plazos, procedimientos y regulaciones que deben
de cumplir los distintos agentes que intervienen
en las operaciones de comercio exterior con motivo

de los propios ajustes que se hacen a la Ley
Aduanera.

Finalmente, la que dictamina recibió el pasado 15
de diciembre la minuta de proyecto de “decreto
por el que se reforma y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Aduanera”.

Al respecto el grupo de trabajo creado para el
análisis de las diversas iniciativas en materia de
Ley Aduanera; consideró necesario que por tratarse
de una importación de automotores usados para
personas físicas que radican en la franja o región
fronteriza del norte, consideró necesario que para
su dictamen, es necesario conocer previamente
la opinión de las comisiones de Comercio y
Fomento Industrial y la de Población, Fronteras y
Asuntos Migratorios.

Con base en lo anteriormente expuesto, la Comisión
de Hacienda y Crédito Público somete a la
consideración de esta honorable Asamblea, la
aprobación del siguiente

DECRETO

Por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Ley Aduanera

Unico. Se reforman los artículos 4o., 9o., 14, 15,
fracciones III, V, segundo y tercer párrafos y VIl y
penúltimo párrafo del artículo; 26, fracciones V, VII
y VIII; 36, fracción I, b; 53, fracción II; 54, primer
párrafo y su fracción III; 59, fracción III, segundo y
tercer párrafo; 84-A; 86-A; 106, fracción II, inciso
e, fracción IV, inciso a, fracción V, inciso c y último
párrafo de esta fracción; 129, fracción I y II y actual
último párrafo; 131, fracción III; 151, fracciones II y
VI y segundo párrafo; 153, segundo párrafo; 158;
161; 162, fracción VII, inciso g; 164, fracción IV;
176, fracción II; 178, fracción IV; 184, fracciones
VIII y XIV; 185, fracción VIl; 194; se adicionan los
artículos 14-A, 14-B; 16-A; 16-B; 36, con un último
párrafo; 38, con un último párrafo; 53, con una
fracción VII; 59, último párrafo al artículo; 61, con
una fracción XVII y un último párrafo al artículo;
119 con un quinto párrafo, pasando los actuales
quinto a noveno párrafos a ser sexto a décimo
párrafos, respectivamente; 127 con una fracción
V; 129, segundo párrafo; 144-B; 163, con una
fracción VIl; 163-A; 176 con una fracción XI; 178,
con una fracción X; 182, con las fracciones V, VI y
VII; 183, con una fracción VI; 184, con las fraccio-
nes XV y XVI; 185 fracción Il, con un segundo
párrafo; 186 con una fracción XX; 187, con una
fracción XII; 199 con una fracción IV y se derogan
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los artículos: 15 último párrafo; 59 fracción I, en su
tercer párrafo de la Ley Aduanera, para quedar
como sigue:

“Artículo 4o. Las personas que operen o ad-
ministren puertos de altura, aeropuertos interna-
cionales o presten los servicios auxiliares de
terminales ferroviarias de pasajeros y de carga,
están obligados a:

I. Poner a disposición de las autoridades aduaneras
en los recintos fiscales las instalaciones adecua-
das para las funciones propias del despacho de
mercancías y las demás que deriven de esta ley,
así como cubrir los gastos que implique el man-
tenimiento de dichas instalaciones.

Las instalaciones deberán ser aprobadas previa-
mente por las autoridades aduaneras y estar
señaladas en el respectivo programa maestro de
desarrollo portuario de la administración portuaria
integral o, en su caso, en los documentos donde
se especifiquen las construcciones de las ter-
minales ferroviarias de pasajeros o de carga, así
como de aeropuertos internacionales.

II. Adquirir, instalar, dar mantenimiento y poner a
disposición de las autoridades aduaneras, el
siguiente equipo:

a) De rayos “X”, “gamma” o de cualquier otro medio
tecnológico, que permita la revisión de las mer-
cancías que se encuentren en los contenedores,
bultos o furgones, sin causarles daño, de confor-
midad con los requisitos que establezca el re-
glamento.

De pesaje de las mercancías que se encuentren
en camiones, remolques, furgones, contenedores
y cualquier otro medio que las contenga, así como
proporcionar a las autoridades aduaneras en los
términos que el Servicio de Administración Tribu-
taria establezca mediante reglas de carácter ge-
neral, la información que se obtenga del pesaje de
las mercancías y de la tara.

c) De cámaras de circuito cerrado de video y audio
para el control, seguridad y vigilancia.

d) De generación de energía eléctrica, de seguridad
y de telecomunicaciones que permitan la operación
continua e ininterrumpida del sistema informático
de las aduanas, de conformidad con los linea-
mientos que el Servicio de Administración Tributaria
señale mediante reglas de carácter general.

Artículo 9o. Toda persona que ingrese al territorio
nacional o salga del mismo y lleve consigo

cantidades en efectivo, en cheques nacionales o
extranjeros, órdenes de pago o cualquier otro
documento por cobrar o una combinación de ellos,
superiores al equivalente en la moneda o monedas
de que se trate, a 10 mil dólares de Estados Unidos
de América, estará obligada a declararla a las
autoridades aduaneras, en las formas oficiales
aprobadas por el Servicio de Administración
Tributaria.

La persona que utilice los servicios de empresas
de transporte internacional de traslado y custodia
de valores, así como las de mensajería, para
internar o extraer del territorio nacional las canti-
dades en efectivo o cualquier otro documento de
los previstos en el párrafo anterior o una com-
binación de ellos, estará obligada a manifestar a
dichas empresas las cantidades que envíe, cuando
el monto del envío sea superior al equivalente en
la moneda o monedas de que se trate, a 10 mil
dólares de Estados Unidos de América.

Las empresas de transporte internacional de
traslado y custodia de valores, así como las de
mensajería, que internen al territorio nacional o
extraigan del mismo, cantidades en efectivo o
cualquiera de los documentos previstos en el primer
párrafo de este artículo o una combinación de ellos,
estarán obligadas a declarar a las autoridades
aduaneras, en las formas oficiales aprobadas por
el Servicio de Administración Tributaria, las can-
tidades que los particulares a quienes presten el
servicio les hubieren manifestado.

Artículo 14. El manejo, almacenaje y custodia de
las mercancías de comercio exterior compete a
las aduanas.

Los recintos fiscales son aquellos lugares en donde
las autoridades aduaneras realizan indistintamente
las funciones de manejo, almacenaje, custodia,
carga y descarga de las mercancías de comercio
exterior, fiscalización, así como el despacho adua-
nero de las mismas.

El Servicio de Administración Tributaria podrá
otorgar concesión para que los particulares presten
los servicios de manejo, almacenaje y custodia
de mercancías, en inmuebles ubicados dentro de
los recintos fiscales, en cuyo caso se denominarán
recintos fiscalizados. La concesión se otorgará
mediante licitación conforme a lo establecido en
el reglamento e incluirá el uso, goce o aprovecha-
miento del inmueble donde se prestarán los
servicios.

Para obtener la concesión a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
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moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera, así
como la de sus accionistas, contar con experiencia
en la prestación de los servicios de manejo, al-
macenaje y custodia de mercancías y estar al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales, para lo cual deberán anexar a su solicitud
el programa de inversión y demás documentos que
establezca el reglamento, para acreditar que el
solicitante cumple con las condiciones requeridas.

Las concesiones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, el cual podrá prorrogarse a so-
licitud del interesado hasta por un plazo igual,
siempre que la solicitud se presente durante los
últimos tres años de la concesión y se sigan
cumpliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento y con las obligaciones derivadas de la
misma.

Al término de la concesión o de su prórroga, las
obras, instalaciones y adaptaciones efectuadas
dentro del recinto fiscal, así como el equipo
destinado a la prestación de los servicios de que
se trate, pasarán en el estado en que se en-
cuentren a ser propiedad del Gobierno Federal, sin
el pago de contraprestación alguna para el con-
cesionario. Asimismo, previamente a la entrega
de los bienes al Gobierno Federal, el concesionario
estará obligado por su cuenta y costo, a la de-
molición y remoción de aquellas obras e instala-
ciones adheridas permanentemente que hubiera
realizado y que por sus condiciones, ya no sean
de utilidad a juicio del Servicio de Administración
Tributaria.

Artículo 14-A. Los particulares que tengan el uso
o goce de un inmueble colindante con un recinto
fiscal o de un inmueble ubicado dentro o colindante
a un recinto portuario, podrán solicitar al Servicio
de Administración Tributaria la autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y
custodia de mercancías, en cuyo caso el inmueble
donde se presten dichos servicios se denominará
recinto fiscalizado.

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera en
la prestación de los servicios de manejo y alma-
cenaje de mercancías, así como la de sus ac-
cionistas y estar al corriente en sus obligaciones
fiscales y anexar a su solicitud, copia de la docu-
mentación con la que acrediten el legal uso o goce

del inmueble en el que se prestarán los servicios,
el programa de inversión y demás documentos que
establezca la Secretaría mediante reglas para
acreditar que el solicitante cumple las condiciones
requeridas.

Las autorizaciones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, el cual podrá prorrogarse a so-
licitud del interesado hasta por un plazo igual,
siempre que la solicitud se presente durante los
últimos tres años de la autorización y se sigan
cumpliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento, así como de las obligaciones derivadas
de la misma. En ningún caso, el plazo original de
vigencia o de la prórroga de la autorización, será
mayor a aquel por el que el autorizado tenga el
legal uso o goce del inmueble en el que se prestará
el servicio.

Artículo 14-B. Los particulares que obtengan la
concesión o autorización para prestar los servicios
de manejo, almacenaje y custodia de mercancías
en los recintos fiscalizados, conforme a los artícu-
los anteriores, deberán cumplir con las obligaciones
establecidas en esta ley y mantener los medios
de control que señale el Servicio de Administración
Tributaria mediante reglas, así como efectuar el
pago del aprovechamiento a que se refiere la
fracción VII del citado artículo, el cual deberá
enterarse independientemente del aprovechamiento
o derecho al que, en su caso, estén obligados a
pagar por el uso, goce o aprovechamiento de los
inmuebles del dominio público.

Las remuneraciones por la prestación de estos
servicios se fijarán entre las partes, cuando los
mismos sean prestados por particulares. En el
caso de la transferencia de mercancías de un
almacén a otro, las partes estarán a lo dispuesto
por la fracción VI del artículo 15 de esta ley.

Artículo 15. . .

III. Contar con un sistema electrónico que permita
el enlace con el del Servicio de Administración
Tributaria, en el que lleve el control de inventarios,
mediante un registro simultáneo de las operaciones
realizadas, así como de las mercancías que hu-
bieran causado abandono a favor del fisco federal.
Mediante dicho sistema se deberá dar aviso a las
autoridades aduaneras de la violación, daño o
extravío de los bultos almacenados, así como de
las mercancías que hubieran causado abandono.
El Servicio de Administración Tributaria, mediante
reglas de carácter general, establecerá los linea-
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mientos para llevar a cabo el enlace de dicho
sistema.

. . .

V. . .

Los plazos a que se refiere esta fracción se
computarán a partir del día siguiente a aquél en
que el almacén reciba las mercancías, indepen-
dientemente de que hayan sido objeto de trans-
ferencia o transbordo. Tratándose de importaciones
que se efectúen por vía marítima o aérea, el plazo
se computará a partir del día en que el consig-
natario reciba la comunicación de que las mer-
cancías han entrado al almacén.

Durante el plazo en el que se permita el almace-
namiento gratuito de las mercancías, solamente
se pagarán el servicio de manejo de las mismas y
las maniobras para el reconocimiento previo.

. . .

VII. Pagar en las oficinas autorizadas un aprove-
chamiento del 5% de la totalidad de los ingresos
obtenidos por la prestación de los servicios de
manejo, almacenaje y custodia de las mercancías
en el mes inmediato anterior, sin deducción alguna.
El pago deberá efectuarse mensualmente dentro
de los primeros 15 días del mes siguiente a aquél
al que corresponda el pago.

De los aprovechamientos determinados men-
sualmente, podrán disminuirse los gastos efec-
tuados por las obras que se realicen en las oficinas
administrativas de la aduana y sus instalaciones
complementarias, conforme a los programas que
autorice el Servicio de Administración Tributaria,
sin que pueda disminuirse el impuesto al valor
agregado trasladado por la realización de dichas
obras. Asimismo podrá disminuir de dicho aprove-
chamiento las cantidades que aporten al
fideicomiso constituido para el mejoramiento de
los medios de informática y de control de las
autoridades aduaneras.

. . .

Procederá la revocación de la concesión conforme
al procedimiento previsto en el artículo 144-A de
esta ley, cuando se incumpla en más de dos oca-
siones con alguna de las obligaciones establecidas
en las fracciones II, III, IV y V de este artículo, en
las fracciones VII y VIII del artículo 26 de esta ley
o se incurra en alguna otra causal de revocación
establecida en esta ley o en la concesión.

Artículo 16-A. El Servicio de Administración
Tributaria podrá otorgar autorización a las confede-
raciones de agentes aduanales, a las asociaciones
nacionales de empresas que utilicen los servicios
de apoderados aduanales, para prestar los servi-
cios de prevalidación electrónica de datos, con-
tenidos en los pedimentos elaborados por los
agentes o apoderados aduanales, siempre que
acrediten su solvencia moral y económica, así
como estar al corriente en el cumplimiento de sus
obligaciones fiscales, en los términos que esta-
blezca el reglamento.

La prevalidación consiste en comprobar que los
datos asentados en el pedimento, estén dentro de
los criterios sintácticos, catalógicos, estructurales
y normativos, conforme se establezca por el Ser-
vicio de Administración Tributaria, para ser pre-
sentados al sistema electrónico del propio servicio:

Para obtener la autorización prevista en el primer
párrafo de este artículo, los interesados deberán
contar con equipo de cómputo enlazado con el del
Servicio de Administración Tributaria, así como con
el de los agentes o apoderados aduanales y llevar
un registro simultáneo de sus operaciones. El
Servicio de Administración Tributaria establecerá
los lineamientos para llevar a cabo el enlace de
los medios de cómputo, así como el contenido y
la forma del registro citado.

Las autorizaciones se podrán otorgar hasta por un
plazo de 20 años, mismo que podrá ser prorrogado
por un plazo igual, previa solicitud del interesado
presentada ante el Servicio de Administración
Tributaria un año antes de su vencimiento, siempre
que se sigan cumpliendo con los requisitos pre-
vistos para su otorgamiento y las obligaciones
derivadas de la misma.

Las personas que obtengan la autorización en los
términos de este artículo, estarán obligadas a pagar
en las oficinas autorizadas, mensualmente, en los
primeros 12 días del mes siguiente a aquél al que
corresponda el pago, un aprovechamiento de 125
pesos por cada pedimento que prevaliden y que
posteriormente sea presentado ante la autoridad
aduanera para su despacho, pudiendo disminuir
de dicho aprovechamiento las cantidades que
aporten al fideicomiso constituido para el
mejoramiento de los medios de informática y de
control de las autoridades aduaneras.

Los aprovechamientos recaudados por este
concepto, se destinarán al mejoramiento de los
medios de informática y de control de la operación
aduanera, así como a los programas de control
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aduanero y fiscalización por sector industrial, que
desarrolla la industria nacional conjuntamente con
la autoridad, conforme a los convenios suscritos
para ese efecto. La asignación de estos aprove-
chamientos será con independencia del presu-
puesto que tenga asignado el citado servicio. La
remuneración por la prestación del servicio de
prevalidación a que se refiere este artículo, se fijará
entre las partes y no podrá exceder del 200% del
monto del aprovechamiento a que se refiere el
penúltimo párrafo de este artículo.

La remuneración por la prestación del servicio de
prevalidación a que se refiere este artículo, se fijará
entre las partes y no podrá exceder del 200% del
monto del aprovechamiento a que se refiere el
quinto párrafo de este artículo.

Artículo 16-B. El Servicio de Administración Tri-
butaria podrá otorgar autorización a los particulares,
para prestar los servicios de procesamiento
electrónico de datos y servicios relacionados ne-
cesarios para llevar a cabo el control de la impor-
tación temporal de remolques, semirremolques y
portacontenedores.

Para obtener las autorizaciones a que se refiere el
párrafo anterior, se deberá acreditar ser persona
moral constituida de conformidad con las leyes
mexicanas, su solvencia moral y económica, su
capacidad técnica, administrativa y financiera en
la prestación de los servicios de procesamiento
electrónico de datos, así como la de sus accionis-
tas y estar al corriente en sus obligaciones fiscales,
para lo cual deberá anexar a su solicitud, copia de
la documentación que establezca el reglamento
para acreditar que el solicitante cumple las con-
diciones requeridas.

Para obtener esta autorización los interesados
deberán cumplir con los siguientes requisitos:

I. Utilizar los medios de control que establezca el
Servicio de Administración Tributaria mediante
reglas de carácter general.

II. Contar con los medios de cómputo y de trans-
misión de datos enlazado con el del Servicio de
Administración Tributaria, así como llevar un
registro simultáneo de sus operaciones. El Servicio
de Administración Tributaria establecerá los
lineamientos para llevar a cabo el enlace de los
medios de cómputo, así como el contenido y la
forma del registro citado.

Las autorizaciones previstas en este artículo, se
podrán otorgar hasta por un plazo de 10 años,

mismo que podrá ser prorrogado por un plazo igual,
previa solicitud del interesado presentada ante el
Servicio de Administración Tributaria un año antes
de su vencimiento, siempre que se sigan cum-
pliendo los requisitos previstos para su otor-
gamiento y las obligaciones derivadas de la misma.

Las personas que obtengan la autorización en los
términos de este artículo, estarán obligadas a pagar
en las oficinas autorizadas, mensualmente, en los
primeros 10 días del mes siguiente a aquél al que
corresponda el pago, un aprovechamiento de 100
pesos por cada operación, pudiendo disminuir de
dicho aprovechamiento las cantidades que aporten
al fideicomiso constituido para el mejoramiento de
los medios de informática y de control de las
autoridades aduaneras.

La remuneración por la prestación de los servicios
a que se refiere este artículo, se fijará entre las
partes y no podrá exceder del 200% del monto del
aprovechamiento a que se refiere el párrafo anterior
de este artículo.

Artículo 26. . .

V. Devolver a los propietarios o arrendatarios de
los contenedores en los que se encontraban mer-
cancías que hubieran causado abandono a favor
del fisco federal, sin que pueda exigirse pago alguno
por concepto de almacenaje de dichos contene-
dores.

. . .

VII. Entregar las mercancías que tengan almace-
nadas, previa verificación de la autenticidad de los
datos asentados en los pedimentos que les sean
presentados para su retiro, así como del pago con-
signado en los mismos. Tratándose de operaciones
amparadas en pedimentos consolidados, la
verificación de los datos se realizará a la factura
que se presente para su retiro.

VIII. Dar aviso de inmediato a las autoridades adua-
neras, cuando de la verificación de los datos
asentados en los pedimentos o en las facturas a
que se refiere la fracción anterior, detecten que el
pago no fue efectuado o que los datos no coin-
ciden. En este caso retendrán el pedimento y los
documentos que les hubieren sido presentados
para retirar la mercancía.

Artículo 36. . .

I. . .
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b) El conocimiento de embarque en tráfico marítimo
o guía en tráfico aéreo.

. . .

Para los efectos de este artículo, los documentos
que deben presentarse junto con las mercancías
para su despacho, para acreditar el cumplimiento
de regulaciones y restricciones no arancelarias,
normas oficiales mexicanas y de las demás obli-
gaciones establecidas en esta ley para cada ré-
gimen aduanero, el Servicio de Administración
Tributaria, mediante reglas de carácter general,
podrá señalar las obligaciones que pueden ser
cumplidas en forma electrónica o mediante su envío
en forma digital.

Artículo 38. . .

Los agentes o apoderados aduanales deberán
validar previamente los pedimentos que presenten
al sistema electrónico a que se refiere el primer
párrafo de este artículo, con las personas auto-
rizadas conforme al artículo 16-A de esta ley.

Artículo 53. . .

II. Los agentes aduanales y sus mandatarios
autorizados, por los que se originen con motivo de
las importaciones o exportaciones en cuyo
despacho aduanero intervengan personalmente o
por conducto de sus empleados autorizados.

. . .

VII. Las personas que hayan obtenido concesión
o autorización para prestar los servicios de manejo,
almacenaje y custodia de las mercancías de
comercio exterior, cuando no cumplan con las
obligaciones señaladas en las fracciones VII y VIII
del artículo 26 de esta ley.

. . .

Artículo 54. El agente aduanal será responsable
de la veracidad y exactitud de los datos e infor-
mación suministrados, de la determinación del
régimen aduanero de las mercancías y de su co-
rrecta clasificación arancelaria, así como de
asegurarse que el importador o exportador cuenta
con los documentos que acrediten el cumplimiento
de las demás obligaciones que en materia de
regulaciones y restricciones no arancelarias rijan
para dichas mercancías, de conformidad con lo
previsto por esta ley y por las demás leyes y
disposiciones aplicables.

. . .

III. De las contribuciones omitidas que se deriven
de la aplicación de un arancel preferencial cuando
de conformidad con algún tratado o acuerdo
internacional del que México sea parte, se requiera
de un certificado de origen para gozar de trato
arancelario preferencial, siempre que conserve
copia del certificado de origen que ampare las
mercancías y se asegure que el certificado se
encuentra en el formato oficial aprobado para tales
efectos, que ha sido llenado en su totalidad con-
forme a su instructivo y que se encuentra vigente
a la fecha de la importación.

. . .

Artículo 59. . .

I. . .

Se deroga el tercer párrafo.

. . .

III. . .

Tratándose de despachos en los que intervenga
un agente aduanal, igualmente deberá hacer
entrega a la Administración General de Aduanas,
junto a la documentación que se requiera para
cumplir lo dispuesto por la fracción IV del presente
artículo, el documento que compruebe el encargo
conferido al o los agentes aduanales para realizar
sus operaciones. Dicho documento deberá ser
enviado en copia al o los agentes aduanales para
su correspondiente archivo, pudiendo ser expedido
para una o más operaciones o por periodos de-
terminados.

En este caso, únicamente los agentes aduanales
que hayan sido encomendados, podrán tener
acceso electrónico al sistema de automatización
aduanera integral a cargo de la autoridad, a fin de
utilizar los datos dados a conocer en el padrón por
los importadores, según lo establece el artículo
40 de la presente ley. En caso de que el agente
aduanal no haya sido encomendado por un
importador, pero actúe como consignatario en una
operación, no se observará lo dispuesto en el
párrafo anterior, para lo cual se faculta al admi-
nistrador de la aduana, por la que se pretenda
despachar dicha mercancía, para que bajo su
estricta responsabilidad directa autorice la ope-
ración.

El importador quedará exceptuado de la obligación
a que se refiere el párrafo anterior, siempre y
cuando adopte los medios electrónicos de segu-
ridad para encomendar las operaciones de co-
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mercio exterior al agente aduanal que mediante
reglas señale la Secretaría.

. . .

Lo dispuesto en este artículo no será aplicable a
las importaciones efectuadas por pasajeros, por
empresas de mensajería y paquetería y por vía
postal, cuando se efectúe el despacho de las mis-
mas conforme al procedimiento que se establece
en el artículo 88 de esta ley.

Artículo 61. . .

. . .

XVII. Las donadas al fisco federal con el propósito
de que sean destinadas al Distrito Federal, esta-
dos, municipios o personas morales con fines no
lucrativos autorizadas para recibir donativos de-
ducibles en los términos de la Ley del Impuesto
Sobre la Renta, que en su caso expresamente
señale el donante, para la atención de requeri-
mientos básicos de subsistencia en materia de
alimentación, vestido, vivienda, educación y pro-
tección civil o de salud de las personas, sectores
o regiones de escasos recursos.

En los casos en que las mercancías sean donadas
al fisco federal, no se requerirá de la utilización de
los servicios de agente o apoderado aduanal;
debiendo utilizarse únicamente la forma que para
esos efectos dé a conocer el Servicio de Admi-
nistración Tributaria.

Si la importación de las mercancías de que se
trate, requiere del cumplimiento de regulaciones o
restricciones no arancelarias o de normas oficiales
mexicanas, las autoridades aduaneras de inme-
diato lo harán del conocimiento de la dependencia
competente, quien contará con un plazo de tres
días para determinar si las exime de su cumpli-
miento. Transcurrido dicho plazo sin que se co-
munique la resolución correspondiente, se enten-
derá que dicha dependencia resolvió positivamente
y las autoridades aduaneras pondrán las mercan-
cías a disposición del interesado, en la aduana
correspondiente.

Para los efectos de las fracciones XV y XVII, tra-
tándose de vehículos especialmente adaptados
para personas con discapacidad, así como de los
donativos en materia de alimentación y vestido,
únicamente podrán ser realizados en caso de de-
sastre natural o condiciones de extrema pobreza,
en términos de las reglas de carácter general que

al efecto emita el Servicio de Administración
Tributaria.

Artículo 84-A. Las cuentas aduaneras de garantía
servirán para garantizar mediante depósitos en las
instituciones del sistema financiero que autorice
el Servicio de Administración Tributaria, el pago
de las contribuciones y cuotas compensatorias que
pudieran causarse con motivo de las operaciones
de comercio exterior a que se refiere el artículo
86-A de esta ley.

Artículo 86-A. Estarán obligados a garantizar
mediante depósitos en las cuentas aduaneras de
garantía o mediante alguna de las formas que
señala el artículo 141 fracción II y VI del Código
Fiscal de la Federación, quienes:

I. Efectúen la importación definitiva de mercancías
y declaren en el pedimento un valor inferior al precio
estimado que dé a conocer el Servicio de Admi-
nistración Tributaria, mediante reglas de carácter
general, por las contribuciones y cuotas compen-
satorias que correspondan a la diferencia entre el
valor declarado y el precio estimado.

La garantía se cancelará a los seis meses de
haberse efectuado la importación, salvo que las
autoridades aduaneras hubieran iniciado el ejer-
cicio de sus facultades de comprobación, en cuyo
caso el plazo se ampliará hasta que se dicte re-
solución definitiva, así como cuando se determinen
contribuciones o cuotas compensatorias omitidas,
las que se harán efectivas contra la garantía otor-
gada o se ordene su cancelación por las autori-
dades aduaneras en los términos que señale el
Servicio de Administración Tributaria, mediante
reglas de carácter general.

II. Efectúen el tránsito interno o internacional de
mercancías, por el monto que corresponda a las
contribuciones y cuotas compensatorias que se
determinen provisionalmente en el pedimento o las
que correspondan tomando en cuenta el valor de
transacción de mercancías idénticas o similares
conforme a los artículos 72 y 73 de esta ley, en
los casos que señale el Servicio de Administración
Tributaria, mediante reglas de carácter general. Lo
dispuesto en esta fracción no será aplicable a las
importaciones temporales que efectúen las ma-
quiladoras y empresas con programas de expor-
tación autorizados por la Secretaría de Economía,
siempre que las mercancías se encuentren pre-
vistas en los programas respectivos.

La garantía se cancelará cuando se tramite el pe-
dimento correspondiente en la aduana de despacho
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o de salida, según se trate de tránsito interno o in-
ternacional y se paguen las contribuciones y cuo-
tas compensatorias.

Cuando se cancele la garantía, el importador podrá
recuperar las cantidades depositadas, con los
rendimientos que se hayan generado a partir de la
fecha en que se haya efectuado su depósito y hasta
que se autorice su cancelación.

Artículo 106. . .

II. . .

e) Las de vehículos, siempre que la importación
sea efectuada por mexicanos con residencia en el
extranjero o que acrediten estar laborando en el
extranjero por un año o más, comprueben mediante
documentación oficial su calidad migratoria que
los autorice para tal fin y se trate de un solo
vehículo en cada periodo de 12 meses. En estos
casos, los seis meses se computarán en entradas
y salidas múltiples efectuadas dentro del periodo
de 12 meses contados a partir de la primera
entrada. Los vehículos podrán ser conducidos en
territorio nacional por el importador, su cónyuge,
sus ascendientes, descendientes o hermanos
siempre y cuando sean residentes permanentes
en el extranjero o por un extranjero con las cali-
dades migratorias indicadas en el inciso a de la
fracción IV de este artículo. Cuando sea conducido
por alguna persona distinta de las autorizadas,
invariablemente deberá viajar a bordo el importador
del vehículo. Los vehículos a que se refiere este
inciso deberán cumplir con los requisitos que
señale el reglamento.

. . .

IV. . .

c) Las de vehículos propiedad de extranjeros que
se internen al país con calidad de inmigrantes
rentistas o de no inmigrantes, excepto tratándose
de refugiados y asilados políticos, siempre que se
trate de un solo vehículo.

Los vehículos que importen turistas y visitantes
locales, incluso que no sean de su propiedad y se
trate de un solo vehículo.

Los vehículos podrán ser conducidos en territorio
nacional por el importador, su cónyuge, sus
ascendientes, descendientes o hermanos, aun
cuando éstos no sean extranjeros, por un ex-
tranjero que tenga alguna de las calidades migra-
torias a que se refiere este inciso o por un nacional,

siempre que en este último caso, viaje a bordo del
mismo cualquiera de las personas autorizadas para
conducir el vehículo y podrán efectuar entradas y
salidas múltiples.

Los vehículos a que se refiere este inciso, deberán
cumplir con los requisitos que señale el regla-
mento.

. . .

V. . .

c) Embarcaciones dedicadas al transporte de
pasajeros, de carga y a la pesca comercial, las
embarcaciones especiales y los artefactos navales,
así como las de recreo y deportivas que sean
lanchas, yates o veleros turísticos de más de cuatro
y medio metros de eslora, incluyendo los remol-
ques para su transporte, siempre que cumplan con
los requisitos que establezca el reglamento.

Las lanchas, yates o veleros turísticos a que se
refiere este inciso, podrán ser objeto de explotación
comercial, siempre que se registren ante una
marina turística.

. . .

La forma oficial que se utilice para efectuar im-
portaciones temporales de las mercancías seña-
ladas en esta fracción, amparará su permanencia
en territorio nacional por el plazo autorizado, así
como las entradas y salidas múltiples que efectúen
durante dicho plazo. Los plazos a que se refiere
esta fracción podrán prorrogarse mediante
autorización, cuando existan causas debidamente
justificadas.

. . .

Artículo 119. . .

Se entenderá que las mercancías se encuentran
bajo la custodia, conservación y responsabilidad
del almacén general de depósito en el que que-
darán almacenadas bajo el régimen de depósito
fiscal, desde el momento en que éste expida la
carta de cupo mediante la cual acepta almacenar
la mercancía. Debiendo transmitir la carta de cupo
mediante su sistema electrónico al del Servicio de
Administración Tributaria, informando los datos del
agente o apoderado aduanal que promoverá el
despacho.

. . .
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Artículo 127. . .

III. Anexar al pedimento la documentación que
acredite el cumplimiento de regulaciones y
restricciones no arancelarias, aplicables al régimen
de importación y, en su caso el documento en el
que conste el depósito efectuado en la cuenta adua-
nera de garantía a que se refiere el artículo 84-A
de esta ley, excepto en los casos que establezca
la Secretaría mediante reglas.

. . .

V. Efectuar el traslado de las mercancías utilizando
los servicios de las empresas inscritas en el registro
de empresas transportistas a que se refiere el ar-
tículo 170 del reglamento.

. . .

Artículo 129. . .

I. El agente o apoderado aduanal cuando incurra
en las causales de cancelación previstas en el
artículo 165 fracción III de esta ley o no pueda ser
localizado en el domicilio por él señalado para oír
y recibir notificaciones.

II. La empresa transportista inscrita en el registro
que establezca el reglamento que realice el tras-
lado de las mercancías. Dicho registro será can-
celado por la Secretaría, procediendo la suspensión
provisional, hasta en tanto no exista una resolución
firme que determina dicha cancelación, cuando con
motivo del ejercicio de las facultades de compro-
bación, las autoridades aduaneras detecten
cualquier maniobra tendiente a eludir el cumpli-
miento de las obligaciones fiscales.

Las empresas transportistas deberán mantener los
medios de control y seguridad que señale la
Secretaría mediante reglas y deberán proporcionar
la información y documentación que les sea
requerida por las autoridades aduaneras.

Independientemente de lo dispuesto en este
artículo, el agente o apoderado aduanal que pro-
mueva el despacho tendrá la responsabilidad
prevista en esta ley, por las irregularidades que se
deriven de la formulación del pedimento y que se
detecten con motivo del ejercicio de las facultades
de comprobación de la autoridad aduanera.

Artículo 131. . .

Ill. Efectuarse por las aduanas autorizadas y por
las rutas fiscales que para tal efecto establezca la

Secretaría mediante reglas. El traslado de las
mercancías se deberá efectuar utilizando los
servicios de las empresas inscritas en el registro
de empresas transportistas a que se refiere el
artículo 170 del reglamento.

. . .

Artículo 144-B. La Secretaría podrá cancelar la
inscripción en el registro de empresas transpor-
tistas a que se refieren los artículos 119, 127, 129
y 133 de la Ley Aduanera, cuando se presente
cualquiera de los siguientes supuestos:

I. El no arribo de las mercancías a la aduana o al
almacén general de depósito.

II. Cuando con motivo del ejercicio de facultades
de comprobación la autoridad aduanera detecte
que la empresa transportista no lleva la contabilidad
o registros de sus operaciones de comercio ex-
terior ni conserve la documentación que acredite
las mismas o altere datos consignados en la do-
cumentación de comercio exterior.

III. Cuando no cumpla con los requerimientos de
documentación relativa al comercio exterior formu-
lados por la autoridad aduanera.

IV. Cuando presente irregularidades o inconsis-
tencias en el Registro Federal de Contribuyentes.

V. Cuando la empresa transportista inscrita no sea
localizable en los domicilios señalados para el
efecto.

VI. Cuando no cubra los créditos fiscales que
hubieran quedado firmes cuando para su cobro se
hubiera seguido el procedimiento administrativo de
ejecución.

VII. Cuando utilicen medios de transporte que no
cuenten con los requisitos de control o cuando no
cuente con los mecanismos de control que
determine la Secretaría mediante reglas.

VIII. Cuando no se encuentre al corriente en sus
obligaciones fiscales.

Artículo 151. . .

II. Cuando se trate de mercancías de importación
o exportación prohibida o sujetas a las regulaciones
y restricciones no arancelarias a que se refiere la
fracción II del artículo 176 de esta ley y no se acre-
dite su cumplimiento o sin acreditar el cumpli-
miento de las normas oficiales mexicanas, excepto
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las de información comercial o, en su caso, se
omita el pago de cuotas compensatorias.

. . .

VI. Cuando el nombre o domicilio fiscal del pro-
veedor o importador, señalado en el pedimento o
en la factura, sean falsos o inexistentes o cuando
en el domicilio fiscal señalado en dichos do-
cumentos, no se pueda localizar al proveedor o la
factura sea falsa.

. . .

En los casos a que se refieren las fracciones VI y
VII se requerirá una orden emitida por el admi-
nistrador general o el administrador central de
investigación aduanera de la Administración
General de Aduanas del Servicio de Administración
Tributaria, para que proceda el embargo precautorio
durante el reconocimiento aduanero, segundo
reconocimiento o verificación de mercancías en
transporte.

. . .

Artículo 153. . .

Cuando el interesado presente pruebas docu-
mentales que acrediten la legal estancia o tenencia
de las mercancías en el país, desvirtúen los
supuestos por los cuales fueron objeto de embargo
precautorio o acrediten que el valor declarado fue
determinado de conformidad con el Título Tercero,
Capítulo IlI, Sección Primera de esta ley en los
casos a que se refiere el artículo 151 fracción VII
de esta ley, la autoridad que levantó el acta a que
se refiere el artículo 150 de esta ley, dictará de
inmediato la resolución, sin que en estos casos
se impongan sanciones ni se esté obligado al pago
de gastos de ejecución; de existir mercancías
embargadas se ordenará su devolución. Cuando
el interesado no presente las pruebas o éstas no
desvirtúen los supuestos por los cuales se em-
bargó precautoriamente la mercancía, las auto-
ridades aduaneras deberán de dictar resolución
definitiva, en un plazo que no excederá de cuatro
meses, contados a partir del día siguiente a aquél
en que surtió efectos la notificación del inicio del
procedimiento administrativo en materia aduanera.
De no emitirse la resolución definitiva en el término
de referencia, quedarán sin efectos las actuaciones
de la autoridad que dieron inicio al procedimiento.

. . .

Artículo 158. En los casos en que con motivo del
reconocimiento aduanero o segundo reconoci-

miento se retengan mercancías por no haberse
presentado la garantía a que se refiere el artículo
36 fracción I, inciso e de esta ley o no se com-
pruebe el cumplimiento de las normas oficiales
mexicanas de información comercial, las autori-
dades aduaneras procederán a retener las mercan-
cías hasta que sea presentada dicha garantía o
se cumpla con la Norma Oficial Mexicana.

Artículo 161. La patente de agente aduanal le da
el derecho a la persona física que haya obtenido
la autorización a que hace referencia el artículo
159 de esta ley, a actuar ante la aduana de adscrip-
ción para la que se le expidió la patente. El agente
aduanal podrá solicitar autorización del Servicio
de Administración Tributaria para actuar en una
aduana adicional a la de adscripción por la que se
le otorgó la patente. Las autoridades aduaneras
deberán otorgar la autorización en un plazo no
mayor de dos meses, siempre que previamente
se verifique que el agente aduanal se encuentra al
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales.

En ningún caso se podrá autorizar a un agente
aduanal a efectuar despachos en más de tres
aduanas distintas a las de su adscripción. Cuando
el agente aduanal expresamente renuncie a una
aduana que le hubiera sido autorizada conforme al
párrafo anterior de este artículo, podrá presentar
solicitud para que se le autorice actuar en otra
aduana.

En los casos de supresión de alguna aduana, los
agentes aduanales a ella adscritos o autorizados,
podrán solicitar su sustitución al Servicio de
Administración Tributaria.

El agente aduanal podrá actuar en aduanas
distintas a la de su adscripción o a las que le
hubieran sido autorizadas, en los siguientes casos:

I. Para promover el despacho para el régimen de
tránsito interno de mercancías que vayan a ser o
hayan sido destinadas a otro régimen aduanero
en la aduana de su adscripción o en las demás
que tenga autorizadas.

II. Cuando la patente se le hubiera expedido en los
términos del último párrafo del artículo 159 de esta
ley.

Artículo 162. . .

VII. . .

g) Copia del documento presentado por el
importador a la administración general de aduanas
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que compruebe el encargo que se le hubiere
conferido para realizar el despacho aduanero de
las mercancías. En los casos a los que se refiere
el último párrafo de la fracción III del artículo 59 de
esta ley, queda obligado a conservar únicamente
los registros electrónicos que acrediten el cargo
conferido.

. . .

Artículo 163 . . .

VII. Designar, por única vez, a una persona física
ante el Servicio de Administración Tributaria, como
su agente aduanal adscrito, para que en caso de
fallecimiento, incapacidad permanente o retiro
voluntario, éste lo sustituya, obteniendo su patente
aduanal para actuar al amparo de la misma en la
aduana de adscripción original y en las tres
aduanas adicionales que, en su caso, le hubieran
sido autorizadas en los términos del artículo 161
de esta ley.

El agente aduanal adscrito en los términos del
párrafo anterior, no podrá, a su vez, designar a otra
persona física que lo sustituya en caso de su
fallecimiento, incapacidad permanente o retiro
voluntario. En este caso, el Servicio de Admi-
nistración Tributaria tendrá la facultad de designarlo,
a solicitud expresa.

La designación y revocación de agente aduanal
adscrito, deberá presentarse por escrito y ser
ratificadas personalmente por el agente aduanal
ante el Sistema de Administración Tributaria.

Para que proceda la designación como agente
aduanal sustituto, la persona designada deberá de
cumplir con los requisitos que exige el artículo 159
de esta ley.

Artículo 163-A. La persona física designada
conforme a la fracción VII del artículo anterior, como
agente aduanal sustituto, no podrá ser designada
como sustituta de dos o más agentes aduanales
al mismo tiempo.

En el caso de que la persona física, a que se refiere
este artículo obtenga su propia patente aduanal
conforme al artículo 159 de esta ley, la designación
como agente aduanal sustituto quedará sin
efectos.

Para que la persona obtenga la patente aduanal
del agente que lo designó como su sustituto,
deberá acreditar ante el Servicio de Administración
Tributaria que el examen de conocimientos

técnicos, a que se refiere la fracción IX del artículo
159 de esta ley, lo hubiera aprobado dentro de los
tres años inmediatos anteriores a la fecha en que
vaya a ejercer la sustitución. En el caso de que el
examen hubiera sido aprobado con anterioridad a
dicho plazo, deberá ser presentado nuevamente,
salvo que acredite haber actuado como mandatario
del agente aduanal que lo designó como sustituto,
durante los tres años inmediatos anteriores a la
sustitución.

Artículo 164. . .

IV. Estar sujeto a un procedimiento de cancelación.
La suspensión durará hasta que se dicte re-
solución, excepto en los casos a que se refieren
las fracciones III y IV del artículo 165 de esta ley.

. . .

Artículo 176. . .

II. Sin permiso de las autoridades competentes o
sin la firma electrónica en el pedimento que de-
muestre el descargo total o parcial del permiso
antes de realizar los trámites del despacho adua-
nero o sin cumplir cualesquiera otras regulaciones
o restricciones no arancelarias emitidas conforme
a la Ley de Comercio Exterior, por razones de segu-
ridad nacional, salud pública, preservación de la
flora o fauna, del medio ambiente, de sanidad fitope-
cuaria o los relativos a normas oficiales mexicanas
excepto tratándose de las normas oficiales
mexicanas de información comercial, compro-
misos internacionales, requerimientos de orden
público o cualquiera otra regulación.

. . .

XI. Cuando el nombre o domicilio fiscal del proveedor
o importador señalado en el pedimento o en la
factura sean falsos o inexistentes; en el domicilio
fiscal señalado en dichos documentos no se pueda
localizar al proveedor o importador o la factura sea
falsa.

Artículo 178. . .

IV. Siempre que no se trate de vehículos, multa
del 70% al 100% del valor comercial de las mer-
cancías cuando no se compruebe el cumplimiento
de las regulaciones y restricciones no arancelarias
o cuotas compensatorias correspondientes, nor-
mas oficiales mexicanas, con excepción de las
normas oficiales mexicanas de información
comercial.

. . .
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X. Multa del 70% al 100 % del valor en aduana de
las mercancías en los casos a que se refiere la
fracción XI del artículo 176 de esta ley.

Artículo 182. . .

V. No presenten las mercancías en el plazo
concedido para el arribo de las mismas a la aduana
de despacho o de salida, tratándose del régimen
de tránsito interno.

VI. Presenten los pedimentos de tránsito interno o
internacional con el fin de dar por concluido dichos
tránsitos en la aduana de despacho o en la de sa-
lida, sin la presentación física de las mercancías
en los recintos fiscales o fiscalizados.

VII. Realicen la exportación, el retorno de mercan-
cías o el desistimiento de régimen, en el caso de
que se presente el pedimento sin las mercancías
correspondientes en la aduana de salida.

Artículo 183. . .

VI. Multa equivalente del 70% al 100% del valor en
aduana de las mercancías en los supuestos a que
se refieren las fracciones V, VI y VIl.

Artículo 184. . .

VIII. Omitan declarar en la aduana de entrada al
país o en la de salida, que llevan consigo canti-
dades en efectivo, en cheques nacionales o ex-
tranjeros, órdenes de pago o cualquier otro docu-
mento por cobrar o una combinación de ellos,
superiores al equivalente en la moneda o monedas
de que se trate a 10 mil dólares de Estados Unidos
de América.

. . .

XIV. Omitan o asienten datos inexactos en relación
con el cumplimiento de las normas oficiales mexi-
canas de información comercial.

XV. Omitan manifestar a las empresas de trans-
porte internacional de traslado y custodia de valores
o a las empresas de mensajería, que utilicen para
internar o extraer del territorio nacional las canti-
dades que envíen en efectivo, en cheques nacio-
nales o extranjeros, órdenes de pago o cualquier
otro documento por cobrar o una combinación de
ellos, superiores al equivalente en la moneda o
monedas de que se trate a 10 mil dólares de
Estados Unidos de América.

XVI. Omitan declarar a las autoridades aduaneras,
las cantidades en efectivo, en cheques nacionales

o extranjeros, órdenes de pago o cualquier otro
documento por cobrar o una combinación de ellos,
que las personas que utilizan sus servicios les
hayan manifestado en los términos del segundo
párrafo del artículo 9o. de esta ley.

Artículo 185. . .

II. . .

No se aplicará la multa a que se refiere esta frac-
ción, cuando el agente o apoderado aduanal
presente la rectificación correspondiente dentro de
los 10 días siguientes contados a partir del día si-
guiente a aquél en el que le fuera notificado el es-
crito o acta correspondiente en el que se haga
constar la irregularidad detectada en el recono-
cimiento o segundo reconocimiento, así como de
la revisión de documentos siempre que presente
copia del pedimento correspondiente ante la
aduana que emitió el escrito o el acta, dentro del
plazo de 10 días otorgado para el ofrecimiento de
pruebas y alegatos. No obstante lo anterior, la
aduana procederá a aplicar las multas que co-
rrespondan cuando no se rectifiquen todos los
datos a que se refiera el escrito o acta.

. . .

VII. Multa equivalente de 20% al 40% de la can-
tidad que exceda al equivalente en la moneda o
monedas de que se trate a 10 mil dólares de
Estados Unidos de América, a las infracciones
establecidas en las fracciones VIII, XV y XVI.

. . .

Artículo 186 . . .

XX. Cuando las personas que operen o administren
puertos de altura, aeropuertos internacionales o
que presten los servicios auxiliares de terminales
ferroviarias de pasajeros y de carga, no adquieran,
instalen, den mantenimiento o no pongan a dis-
posición de las autoridades aduaneras el equipo a
que se refiere la fracción II del artículo 4o. de esta
ley.

Artículo 187. . .

XII. Multa de 25 mil pesos a 50 mil pesos a la
señalada en la fracción XX, por cada periodo de 90
días o fracción que trascurra desde la fecha en
que se debió dar cumplimiento a la obligación y
hasta que la misma se cumpla.

Artículo 194. A quienes omitan enterar las con-
tribuciones y aprovechamientos a que se refieren
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los artículos 15 fracción VII, 16-A penúltimo párrafo,
16-B penúltimo párrafo, 21 fracción IV y 120
penúltimo párrafo de esta ley dentro de los plazos
señalados en los mismos, se les aplicará una
multa del 10% al 20% del monto del pago omitido,
cuando la infracción sea detectada por la autoridad
aduanera, sin perjuicio de las demás sanciones
que resulten aplicables.

Artículo 199. . .

IV. En un 50% cuando la multa se haya impuesto
por la omisión en el pago de las contribuciones y
aprovechamientos y siempre que el infractor los
pague junto con sus accesorios antes de la notifi-
cación de la resolución que determine el monto de
la contribución o aprovechamiento que omitió.

. . .”

Disposiciones transitorias de la Ley Aduanera

Artículo primero. El presente decreto entrará en
vigor el día 1o. de enero de 2002, excepto por lo
que se refiere a:

I. La adición de los artículos 16-A y 16-B, entrarán
en vigor el 15 de febrero de 2002.

II. Las adiciones y reformas a los artículos 38, 127,
129 y 131 entrarán en vigor el 1o. de abril de 2002.

III. La reforma al artículo 59 fracción III de la Ley
Aduanera, entrará en vigor el 1o. de enero de 2004.

IV. La reforma al artículo 153 segundo párrafo de
la Ley Aduanera, entrará en vigor el 1o. de enero
de 2003 y será aplicable únicamente para los
procedimientos administrativos en materia
aduanera iniciados con posterioridad al 31 de
diciembre de 2002. Los procedimientos adminis-
trativos en materia aduanera iniciados con
anterioridad al 1o. de enero del 2003, continuarán
su proceso conforme al artículo 153 de la Ley
Aduanera vigente hasta el 31 de diciembre del año
2002.

V. La reforma a la fracción IV del artículo 164 de la
Ley Aduanera, entrará en vigor el 1o. de enero de
2004.

Artículo segundo. En relación con las reformas,
adiciones y derogaciones a que se refiere este
decreto, se estará a lo siguiente:

I. A partir de la entrada en vigor del presente decreto
quedan sin efecto las disposiciones adminis-

trativas, resoluciones, consultas, interpretaciones,
autorizaciones o permisos de carácter general, así
como los que se hubieran otorgado a título
particular, que contravengan o se opongan a lo
preceptuado en este decreto.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no es aplicable
al decreto para el Fomento y Operación de la In-
dustria Maquiladora de Exportación y al decreto
que establece programas de importación temporal
para producir artículos de exportación y a la re-
solución por la que se establecen las reglas de
carácter general relativas a la aplicación de las
disposiciones en materia aduanera que fueron
expedidos para cada uno de los tratados de Libre
Comercio de que México sea parte.

II. El Servicio de Administración Tributaria, para
los efectos de lo previsto en la fracción II del artículo
4o. de la Ley Aduanera, podrá posponer su cum-
plimiento al 31 de diciembre del año 2002, siempre
que las personas que operen o administren puertos
de altura, aeropuertos internacionales o presten
los servicios auxiliares de terminales ferroviarias
de pasajeros y de carga, presenten a más tardar
el 31 de marzo de 2002, un programa donde ma-
nifiesten las acciones necesarias y la fecha para
el cumplimiento de dicha obligación.

Las personas que no presenten el programa de
acciones conforme al párrafo anterior, estarán
obligadas al cumplimiento de la obligación prevista
en la fracción II del artículo 4o. de la Ley Aduanera,
a partir del 1o. de abril de 2002.

III. Los titulares de las concesiones y autoriza-
ciones vigentes a la fecha de la entrada en vigor
del presente decreto, que estén cumpliendo con
todas las obligaciones derivadas de las mismas,
podrán continuar desempeñando las actividades
que les fueron concesionadas o autorizadas, para
lo cual deberán satisfacer los demás requisitos
establecidos en esta ley, en un plazo no mayor a
90 días contados a partir de la fecha en que entre
en vigor el presente decreto, en el caso de no
hacerlo, se podrá iniciar el procedimiento de revoca-
ción de dichas concesiones o autorizaciones, a
partir del día siguiente al vencimiento del plazo.

IV. Para los efectos del artículo 16-A de la Ley
Aduanera, las empresas que con anterioridad a la
entrada en vigor del presente decreto, cuenten con
conectividad directa para validar sus pedimentos,
deberán prevalidar los mismos, a partir del 1o. de
abril de 2002, conforme a lo dispuesto en el artículo
16-A vigente a partir del 15 de febrero de 2002.
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V. Los importadores que durante el periodo com-
prendido del 1o. de enero de 2002 al 31 de diciem-
bre del 2003, se inscriban en el padrón de im-
portadores a que se refiere la fracción IV del artículo
59 de la Ley Aduanera, deberán comunicar al
Servicio de Administración Tributaria los agentes
aduanales que autoriza para que en términos del
artículo 40 de la Ley Aduanera, actúen como sus
consignatarios o mandatarios. Asimismo, deberán
comunicar al Servicio de Administración Tributaria
dentro de los 15 días siguientes, la revocación de
la autorización o la autorización de nuevos agentes
aduanales.

VI. Para los efectos del artículo 161 de la Ley Adua-
nera vigente a partir del 1o. de enero de 2002, los
agentes aduanales que con anterioridad a la
entrada en vigor del presente decreto, se les hubiera
otorgado autorización para actuar en más de tres
aduanas distintas a las de su adscripción, deberán
presentar al Servicio de Administración Tributaria
a más tardar el 31 de diciembre de 2002, escrito
mediante el cual señalen tres aduanas adicionales
a aquélla por la que se les otorgó la patente, en
las que podrán efectuar despachos aduaneros. En
el caso de que no informen al Servicio de Admi-
nistración Tributaria las aduanas adicionales dentro
del plazo señalado, a partir del 1o. de enero de
2003, únicamente podrán actuar ante la aduana
de adscripción para la que se les expidió la patente.

VII. Para los efectos de los artículos 163 fracción
VII y 163-A de la Ley Aduanera, las personas fí-
sicas designadas como sustitutas por agentes
aduanales a los que se les hubiera otorgado autori-
zación para actuar en más de tres aduanas distintas
a las de su adscripción, que no hubieran presentado
escrito al Servicio de Administración Tributaria,
señalando las aduanas adicionales a la de su
adscripción para efectuar despachos aduaneros,
al obtener la patente aduanal de la aduana de
adscripción original deberán señalar al Servicio de
Administración Tributaria, las tres aduanas
adicionales a la de adscripción, en las cuales
podrán efectuar los despachos aduaneros.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión.— México,
D.F., a 22 de diciembre de 2001.— Comisión de
Hacienda y Crédito Público.— Diputados: Enrique
Alonso Aguilar Borrego, Francisco Agundis Arias,
Manuel Añorve Baños, Enoch Araujo Sánchez,
Miguel Arizpe Jiménez, Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa, Florentino Castro López, Jorge A.
Chávez Presa, Enrique Octavio de la Madrid
Cordero, Francisco de Jesús de Silva Ruiz,
Roberto Javier Fuentes Domínguez, Julián

Hernández Santillán, Diego Alonso Hinojosa
Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez, Guillermo
Oscar Levín Coppel, Rosalinda López Hernández,
José Antonio Magallanes Rodríguez, José Manuel
Minjarez Jiménez, César Alejandro Monraz
Sustaita, José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos
de la Torre, Francisco Raúl Ramírez Avila,
Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz,
Arturo San Miguel Cantú, Antonio Silva Beltrán
Reyes, Yadhira Ivette Tamayo Herrera, José Luis
Ugalde Montes, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco
Yunes Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

La Presidenta:

Es de primera lectura.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se le dispensa la segunda lectura y
se pone a discusión y votación de inmediato.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en votación econó-
mica se consulta a la Asamblea si se le dispensa
la segunda lectura al dictamen y se pone a dis-
cusión y votación de inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Se le dispensa la segunda lectura.

Para fundamentar el dictamen a nombre de la
comisión, en términos del artículo 108 del Regla-
mento Interior, ha solicitado hacer uso de la palabra
el diputado Omar Fayad Meneses y se le concede
hasta por 15 minutos.

El diputado Omar Fayad Meneses:

Muy buenos días. Con su venia, señora Presidenta;
compañeras y compañeros diputados:

Honorable Asamblea: la esencia de la represen-
tación política de esta soberanía es que los
diputados constituyamos el conducto para que los
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intereses de la ciudadanía puedan tener cauce,
consecuencia jurídica.

Es con nuestro trabajo, con nuestra función y con
nuestra responsabilidad, como se concreta la
soberanía popular y se transforma en ley.

La actividad legislativa debe captar las necesi-
dades de la sociedad, sus reclamos, sus intereses,
sus propósitos y sus esperanzas, para hacerlas
desembocar en la transformación de la realidad
por medio de la norma.

Y es así como el dictamen que se presenta hoy
ante esta soberanía, que propone reformar varias
disposiciones de la Ley Aduanera, surge al amparo
de las diversas necesidades captadas de las ini-
ciativas, de las inquietudes, de la opinión de las
dependencias encargadas del ramo y de los in-
tensos debates que se presentaron y desarrollaron
al interior de la Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

Para muchos de nosotros resultó sorprendente que
en el planteamiento de la nueva Hacienda Pública
se excluyera la reforma integral al sistema adua-
nero mexicano, lo que conlleva al planteamiento
de concebir una nueva Hacienda Pública con viejas
aduanas, planteamiento con el cual la mayoría de
los diputados de la Comisión de Hacienda no
coincide.

Dentro de la propia Comisión de Hacienda se ha
sostenido por los diversos grupos parlamentarios
y casi por la mayoría de sus integrantes, que resulta
indispensable hacer una revisión profunda al marco
jurídico relacionado con las aduanas del país. Esta
comisión recibió en días pasados diversas ini-
ciativas presentadas por los diputados y una minuta
proveniente de nuestra colegisladora para reformar
diversas disposiciones relacionadas con la materia.

Sin embargo, dentro de los trabajos que realizó la
comisión, también coincidimos que en tanto no
tengamos una nueva ley aduanera, esta legislatura
se debería de abocar a las reformas que permitan
un eficaz combate al contrabando, a la facilitación
de los trámites aduaneros, al combate al lavado
de dinero, a dar una mayor seguridad jurídica para
los actores del comercio internacional y a la pro-
moción de la inversión tanto nacional como ex-
tranjera.

En suma, proveer a nuestro país de los mecanis-
mos jurídicos necesarios para contar con una mejor
y más eficiente aduana mexicana.

La presentación de este decreto demuestra feha-
cientemente que respetando las diferencias por
nuestro diverso origen partidista y buscando que
en la toma de decisiones prevalezca el diálogo y
el debate responsables, se propicia la eficacia y
se facilita la capacidad de dar respuesta oportuna
a los retos que esta Cámara enfrenta en el trabajo
diario.

Ya que no obstante la complejidad inherente al
mismo y de lo difíciles que resultaron los debates
sobre el tema, esta comisión aprobó por unani-
midad las diversas reformas a la Ley Aduanera
que aquí se presenta. Estas son, la cuenta de los
diputados del Partido Revolucionario Institucional,
del Partido de la Revolución Democrática, del
Partido Acción Nacional, del Partido del Trabajo y
de los demás partidos políticos representados en
la comisión.

Así ha sido la tónica de trabajo desarrollada por
esta legislatura en la que la mayoría de los dictá-
menes que se han presentado ante el pleno se
hace evidente la construcción de acuerdos basados
en el consenso más amplio posible.

Bajo estas consideraciones se estima conveniente
reformar el artículo 4o. de la Ley Aduanera para
incorporar la utilización de medios tecnológicos
como lo son los rayos X, los rayos gamma para la
revisión de mercancías sin causar daño, así como
para agilizar el despacho en los puertos de altura,
aeropuertos internacionales y terminales ferro-
viarias y de pasajeros de carga.

Actualmente la Ley Aduanera en el artículo 9o.
establece la obligación de declarar las cantidades
en efectivo o en cheque que los pasajeros intro-
duzcan o extraigan del país.

Dentro de las medidas para combatir el lavado de
dinero, se propone reformarlo para ampliar esta
obligación para declarar cheques extranjeros,
órdenes de pago o cualquier otro documento por
cobrar, así como las cantidades o documentos que
envíen utilizando los servicios de las empresas de
transporte internacional, de traslado y custodia de
valores y las empresas de mensajería, se reforma
el artículo 14 y se adicionan los numerales 14-A y
14-B con objeto de dotar a nuestras instituciones
de los mecanismos necesarios para lograr una
mayor inversión nacional y extranjera en materia
de recintos fiscalizados, ya que se prevé que no
sólo los inmuebles colindantes de éstos sean
susceptibles de ser concesionados, sino que se
considere igualmente a los recintos portuarios y a
los inmuebles colindantes de los mismos.
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Esto permitirá que diversas empresas que están
en posibilidad de disminuir sensiblemente los
costos de producción, así como de comercia-
lización de sus productos, ya que no gastarían en
almacenaje, custodia y manejo de mercancías de
comercio exterior ante los almacenes generales
de depósito y en el depósito ante la aduana.

Con la finalidad de precisar el plazo en que los
particulares podrán mantener sus mercancías en
el recinto fiscalizado sin el pago del servicio y de
la forma en que los titulares de los recintos fisca-
lizados deben cubrir el aprovechamiento a que les
obliga la ley y los acreditamientos que contra dicho
pago pueden efectuar, también se propone la mo-
dificación a las fracciones III y V en sus dos
párrafos finales y VII del artículo 15 de la Ley
Aduanera, así como adicionarle un segundo párrafo
a la fracción VII del citado artículo 15.

Se adicionan los artículos 16-A y 16-B y un último
párrafo al artículo 38, con el fin de proponer como
obligatorio el servicio de prevalidación electrónica
de los pedimentos. Así se hace más eficiente el
despacho aduanero, evitando que los pedimentos
se presenten con errores, que se retrase en el
tiempo del despacho. Con estas adiciones además
se fija a las empresas autorizadas a prestar dicho
servicio un aprovechamiento que se destinará al
mejoramiento de los sistemas de informática y de
control que tengan implementados las autoridades
aduaneras, recursos que serán independientes del
presupuesto asignado al propio organismo.

Como complemento, el artículo 38 se adiciona con
un último párrafo para ser obligatorio para los
agentes o apoderados aduanales, el servicio de
prevalidación electrónica de los pedimentos.

Ahora bien, con el mismo propósito de agilizar el
despacho de las mercancías de comercio exterior
y evitar la comisión de infracciones aduaneras de
carácter formal, se considera necesario regular la
operación de las empresas que se encargan de
prestar los servicios de procesamiento electrónico
de datos y servicios relacionados, necesarios para
llevar a cabo el control de la importación temporal
de remolques, semirremolques y portacontene-
dores, para que se enlacen con el sistema de
administración tributaria, fijando también a las
empresas autorizadas el pago de un aprovecha-
miento que se destinará a los mismos fines que
señalé en el párrafo anterior.

Por otro lado, se considera conveniente reformar
el artículo 27 de la Ley Aduanera en sus fracciones
V, VII y VIII para precisar que los recintos

fiscalizados cumplan ante la aduana sus obliga-
ciones aduaneras de carácter formal vía electrónica,
lo que permite dar una certeza jurídica a los
recintos fiscalizados y así evitar la imposición de
sanciones.

Asimismo se propone incorporarles la obligación
de devolver los contenedores a sus propietarios o
arrendatarios en el caso de que las mercancías
que contengan hayan causado abandono sin que
dichas personas puedan hacerles cobro alguno.

Se adiciona un último párrafo al artículo 36 para
precisar que el servicio de administración tributaria
señalará el tipo de documentos e información
requerida que podrá ser enviado de forma elec-
trónica o mediante su envío en forma digital, para
dar cumplimiento de manera ágil y oportuna a la
entrega de documentos e información para
acreditar el cumplimiento de las obligaciones
relativas a las operaciones aduaneras.

También se considera necesario establecer la
responsabilidad solidaria de los mandatarios, de
los agentes aduanales, así como de las personas
que hayan obtenido concesión o autorización para
prestar los servicios de manejo, almacenaje y
custodia de mercancías de comercio exterior en
recintos fiscalizados respecto de las contribuciones
y cuotas compensatorias a que estén sujetas las
mercancías almacenadas bajo su responsabilidad.

En los casos en que efectúen la entrega de las
mismas a los interesados y omitan verificar la au-
tenticidad de los datos asentados en los pedi-
mentos o en las facturas y por dicha omisión se
cause un perjuicio al fisco federal, así como por
no dar aviso de inmediato a las autoridades adua-
neras cuando se pretendan extraer mercancías de
dichos recintos sin los pedimentos o facturas que
las amparen, para lo cual se propone adicionar las
fracciones II y VII del artículo 53 de la Ley Aduanera.

Se reforma el artículo 54 primer párrafo fracción III
para responsabilizar al agente aduanal de la
veracidad y exactitud de los datos de información
suministrados para la determinación del régimen
aduanero de las mercancías y de su correcta
clasificación arancelaria, así como de asegurarse
de que tanto el importador, como el exportador,
cuenten con la documentación que acredite el cum-
plimiento de sus obligaciones y para eximirlo de
la responsabilidad por el criterio de origen en los
certificados de origen a que amparen las mer-
cancías.
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Para hacerlo acorde a las modificaciones que se
proponen, se considera necesario eliminar el tercer
párrafo de la fracción I del artículo 59 de la propia
Ley Aduanera, que habla del control de inventarios
de mercancías de procedencia extranjera en forma
manual. De este mismo artículo, la fracción III, se-
gundo y tercer párrafo se reforman para establecer
que el agente aduanal cuente con el documento
en el que conste en el encargo conferido a efecto
de dar mayor certeza jurídica a los importadores y
a los propios agentes aduanales, por lo que se
propone que al darse de alta en el padrón de im-
portadores se dé a conocer al Servicio de Adminis-
tración Tributaria el nombre de los agentes adua-
nales autorizados para efectuar los despachos en
forma electrónica, así como para informar cuando
revoque la encomienda.

Un último párrafo a dicho artículo se agrega para
eximir de las obligaciones que el mismo prevé a
las personas que importen mercancías mediante
empresas de mensajería, paquetería vía postal o
las traigan consigo como pasajeros, así como las
llamadas pequeñas importaciones.

Se adiciona la fracción XVII al artículo 61 para
establecer un procedimiento ágil para que el fisco
federal pueda internar al país mercancías que sean
donadas del extranjero destinadas a satisfacer
necesidades de subsistencia de grupos o regiones
desprotegidos o afectados por situaciones de
emergencia respecto al cumplimiento de regula-
ciones y restricciones no arancelarias y de normas
oficiales mexicanas para dichas mercancías.

Se establece la positiva ficta para que la depen-
dencia competente determine si deben de cum-
plirse.

En esta misma fracción se establece que la
Secretaría de Hacienda debe de emitir las reglas
que permitan normar la forma en que serán intro-
ducidos tanto los vehículos especialmente adap-
tados para personas con discapacidad, como
alimentos y ropa donada para el caso de desastre
natural o condiciones de extrema pobreza.

Se reforman los artículos 84-A y 86-A para hacer
algunas precisiones respecto a las cuentas adua-
neras de garantía a fin de que los contribuyentes
cuenten con una definición clara de la norma y
generar las condiciones de seguridad jurídica que
demanda la comunidad de comercio exterior y
aduanal.

Con el propósito de facilitar el que los mexicanos
residentes en el extranjero que visiten nuestro país

utilizando vehículos ya sea de su propiedad o
rentados, así como para promover el ingreso a
extranjeros que vienen a México en calidad de
turistas o no inmigrantes en vehículos o embarca-
ciones, se propone la reforma al artículo 106.

Para precisar la responsabilidad fiscal del almacén
general de depósito por las mercancías, desde el
momento que emite la carta de cupo, se propone
adicionar un quinto párrafo al artículo 119.

El régimen de tránsito consiste en el traslado de
mercancías bajo control fiscal de una aduana
nacional a otra, sin que se hayan pagado las con-
tribuciones, por lo que resulta importante que las
autoridades aduaneras cuenten con los medios de
control necesarios para asegurarse de que las
mercancías lleguen a su destino para que no se
queden en el país sin haber pagado los impuestos
correspondientes, ya que de lo contrario su ingreso
al país constituye una competencia desleal al
comercio formal.

Por lo anterior en este rubro se hacen importantes
aportaciones en el presente decreto que tienden a
fortalecer la lucha contra el contrabando docu-
mentado o técnico.

En este sentido, se reforma la fracción III y se
adiciona la fracción V del artículo 127, se reforman
las fracciones I y II y último párrafo y se adiciona
un segundo párrafo del artículo 29, se reforma la
fracción III del artículo 131 y se adiciona un nuevo
artículo 144-B y se reforman las fracciones II y VI
y segundo párrafo del artículo 151.

En estas reformas y adiciones cabe resaltar el
establecimiento de la obligación para que el
traslado de las mercancías sujetas al régimen
aduanero de tránsito interno, utilicen los servicios
de empresas inscritas en un registro de empresas
transportistas que quienes transporten las mercan-
cías bajo este régimen se registren ante la Se-
cretaría correspondiente para asegurarse de que
sean empresas que cumplan con sus obligaciones
fiscales, que tienen solvencia moral y económica
y capacidad técnica y administrativa y financiera,
para evitar que se manipule la mercancía durante
su traslado o desaparezca sin que se pueda lo-
calizar a la empresa transportista.

Se reforma el artículo 153 para que el interesado
pueda presentar pruebas documentales que acre-
diten la instancia o tenencia legal de las mer-
cancías, a fin de desvirtuar los supuestos de
embargo precautorio.
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En la reforma al artículo 158 se establece que las
autoridades procederán a retener las mercancías
hasta que se presente la garantía o se cumpla
con la Norma Oficial Mexicana correspondiente.

El artículo 161 se reforma para limitar a los agentes
aduanales a fin de que sólo puedan operar ante la
aduana de adscripción para la que se le expide la
patente. En ningún caso podrá operar en tres
aduanas distintas a la que está adscrito, salvo en
el despacho de tránsitos internos y cuando obtenga
la patente por fracciones específicas.

Para el efecto de salvaguardar la inversión y pa-
trimonio de los agentes aduanales, en el caso de
fallecimiento, incapacidad permanente o retiro
voluntario, el agente aduanal por única vez tendrá
derecho a designar a la persona física que lo sus-
tituya en la aduana o aduanas a las que haya sido
adscrito. La persona asignada deberá de cumplir
con los requisitos que para el efecto señala la Ley
Aduanera, situación que se establece en la adición
a la fracción VII del artículo 163.

Respecto al mismo tema, se adiciona el artículo
163-A para imponer medidas de supervisión y
control a este coadyuvante de la función pública
aduanera, como que no puede ser un sustituto de
dos o más agentes aduanales al mismo tiempo y
la presentación y aprobación del examen de
conocimientos técnicos respectivo.

Lo expuesto hasta este momento refiere las mo-
dificaciones de mayor trascendencia que contiene
el presente decreto.

En obvio de tiempo les refiero que en los 11
restantes artículos que contemplan, los legisla-
dores de la Comisión de Hacienda han decidido
procedente incorporar nuevas hipótesis jurídicas
que prevén nuevas infracciones administrativas con
sus respectivas sanciones, atento al principio de
aplicación estricta de las normas fiscales. Con esta
reforma, los diputados de las diferentes fracciones
parlamentarias que participamos en la elaboración
del decreto procuramos anteponer en todo
momento un estricto respeto al marco jurídico, así
como propiciar la conformación de nuevos pro-
cedimientos aduaneros lo más sencillo y ágil
posible.

Como se deriva de esta sucinta exposición, las
reformas que se presentan de acuerdo a nuestra
convicción vertida, procuran fomentar el incremento
de la actividad comercial en el país, fortalecer la
seguridad jurídica de los sujetos obligados por la
Ley Aduanera, eficientizar la labor de los agentes

aduanales y de los importadores y exportadores,
combatir el contrabando, desalentar las conductas
fraudulentas en materia aduanera, así como dotar
a la autoridad de nuevos mecanismos jurídicos que
le permitan dar agilidad y solución a proce-
dimientos y problemas con los que hasta hoy se
venía enfrentando con poca eficacia.

Las modificaciones que en esta ocasión se
someten a la consideración del pleno de esta
soberanía han sido concebidas y procesadas para
dotar a la autoridad aduanera de elementos nove-
dosos y actuales que le permitan operar la
estructura de una de las instituciones más viejas
de la Administración Pública, que es la aduana
mexicana. No obstante que estamos satisfechos
de la tarea realizada, pero como lo referí al inicio
de mi intervención, hemos llegado a la conclusión
de que ya no es posible estar haciendo año tras
año parches legislativos en esta materia, sino que
de manera urgente, aprovechando la gran voluntad
y disposición mostrada por todos los compañeros
diputados, debemos trabajar para contar con una
nueva Ley Aduanera a la brevedad posible, que
contemple modernas reglas e instrumentos,
procedimientos sencillos y eficaces que estén a
la altura del México contemporáneo que todos
anhelamos.

No quiero concluir esta exposición sin dar el
agradecimiento y el reconocimiento a cada uno
de los diputados que formaron el grupo especial
que analizó esta Ley Aduanera, a los diputados
que coordinaron este grupo especial y a todas las
fracciones parlamentarias por la gran voluntad
puesta y porque se haya logrado una aprobación
por consenso, con la mayoría de las voluntades
de todos los diputados y que el día de hoy queda
a disposición de ustedes.

Yo les ruego, compañeras y compañeros
diputados, que puedan ver esta reforma como una
reforma necesaria, como algo que requiere
realmente que hagamos todos los mexicanos para
que podamos tener una aduana a la altura de las
circunstancias que México reclama.

Es cuanto, señora Presidenta.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, diputado.

Para fijar las posiciones a nombre de sus grupos
parlamentarios, se tiene el registro de los dipu-
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de pesos anuales, cantidad cercana al 50% de lo
que se obtendría de gravar con el IVA medicinas y
alimentos y sería el equivalente al monto que se
generaría de aplicar un IVA de 5% a dichos pro-
ductos; además del daño que el contrabando causa
a la Hacienda Pública, su efecto en la economía
del país es preocupante ya que inhibe la actividad
económica productiva, distorsiona el mercado
interno y se traduce en un marcado índice de
desempleo y de delincuencia organizada.

Para nadie es desconocido el contrabando de
cientos de toneladas de productos textiles, cal-
zado, electrodomésticos, juguetes, por sólo
mencionar algunos productos que ilegalmente
entran al país.

El dictamen de la iniciativa que hoy nos ocupa, si
bien no cubre en su totalidad las carencias que
refleja la actual ley, sí recoge en gran medida las
propuestas que a la iniciativa original formularon
diputados de todas las fracciones parlamentarias
que integran la Comisión de Hacienda.

Consideramos que la iniciativa que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
Aduanera, tiene como fin otorgar mayor certeza
jurídica a todos los actores que intervienen en el
comercio exterior en México.

Con las diversas propuestas que recoge el docu-
mento en comento, se busca coadyuvar o mo-
dernizar la administración en las aduanas de
México, promover la inversión nacional y extranjera
y la profesionalización de los agentes aduaneros
a partir de la incorporación en la ley de la figura del
agente aduanal adscrito, sin que ello signifique que
el Estado abdique a su derecho de otorgar a
particulares las correspondientes concesiones para
operar como agentes aduanales.

Por otra parte, con las reformas y adiciones pro-
puestas se busca enfrentar y abatir las prácticas
fraudulentas, la corrupción y el contrabando,
proporcionando a la autoridad las herramientas
jurídicas para su combate.

A través de las reformas y adiciones propuestas,
se busca agilizar los procedimientos administra-
tivos en materia aduanera, para que al igual que
en el Código Fiscal de la Federación opere la afir-
mativa ficta favoreciendo al contribuyente, evitando
con ello el manejo discrecional por parte de la auto-
ridad aduanal y por consiguiente, la erradicación
de prácticas de corrupción.

Pero quizá uno de los aspectos en los que la
iniciativa da mayor precisión, agilidad en el

tados: Víctor Antonio García Dávila del grupo
parlamentario del Partido del Trabajo, Francisco
Agundis Arias del grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, José Antonio
Magallanes del grupo parlamentario del PRD, Arturo
San Miguel Cantú del grupo parlamentario de
Acción Nacional, Antonio Silva Beltrán del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional.

Dado que se encuentra, en consecuencia, el
dictamen a discusión en lo general, vamos a
otorgarle el uso de la palabra al diputado Víctor
Antonio García Dávila del grupo parlamentario del
PT, hasta por 10 minutos.

El diputado Víctor Antonio García Dávila:

Con la venia de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

Hace un año, cuando en esta misma tribuna se
presentaban las reformas propuestas por el Eje-
cutivo Federal a la Ley Aduanera, advertíamos que
dichas reformas únicamente tendían a cubrir parte
de los compromisos adquiridos en el país con
motivo de los acuerdos del Tratado de Libre
Comercio para América del Norte.

Señalábamos que en materia aduanera aún faltaba
mucho camino por recorrer y que una nueva ley
aduanera debería ser parte de la que nosotros
definimos como la Reforma Fiscal Integral.

Sin embargo, dentro del llamado “reformón” que el
Ejecutivo hizo llegar a esta soberanía, dicha materia
brilló por su ausencia.

Es de todos conocido que durante años la ad-
ministración aduanera en México se ha caracte-
rizado por su rezago administrativo, producto de
la ineficiencia que las más de las veces han
mostrado sus titulares y que hoy no responde a
las actuales condiciones de globalización de la
economía mundial y al volumen de las transac-
ciones del comercio exterior que lleva a cabo el
país.

Para nadie es un secreto el nivel de ineficiencia y
de corrupción que impera al interior de las aduanas
en México y que hoy representan un alto costo
económico para el país, considerando para ello
que la práctica de simulación y complicidad que
se gesta entre autoridades y particulares deriva
de una evasión fiscal de más de 60 mil millones
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procedimiento y certeza jurídica, es en lo relativo
al procedimiento de importación de mercancías
objeto de donación.

Con las reformas a la ley, se propone que cuando
se trate de mercancías destinadas a subsanar una
emergencia, se exima a estas mercancías de los
trámites administrativos contenidos en la actual
legislación. Asimismo para evitar que algún grupo
se beneficie con la aplicación laxa de la ley, se
incorporaron sanciones para quien violente el
espíritu de la misma.

El grupo parlamentario del Partido del Trabajo sin
dejar de reconocer los avances y consensos lo-
grados durante el análisis de la iniciativa, de la
cual hoy se presenta el dictamen, considera que
en materia aduanera aún falta mucho camino que
recorrer.

Creemos que este sector debe enfilarse a un
proceso de modernización, un cambio profundo,
un saneamiento en sus estructuras y prácticas,
acorde a las condiciones actuales de la economía.

Los términos de intercambio entre los países
reclama que México cuente con un marco jurídico
moderno, acorde al nuevo orden económico
mundial.

Por ello urgimos a nuestros compañeros legis-
ladores, a que a la brevedad trabajemos en el
contenido de una nueva Ley Aduanera, que res-
ponda verdaderamente a las necesidades del país,
en el marco mundial en el que se haya inserto.

Por las consideraciones aquí expuestas, nuestro
grupo parlamentario del Partido del Trabajo votará
en lo general y en lo particular favorablemente el
dictamen que se presenta.

Por su atención, muchas gracias.

Presidencia de la diputada
María Elena Alvarez Bernal

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Se concede el uso de la palabra al diputado
Francisco Agundis Arias, del Partido Verde
Ecologista de México, hasta por 10 minutos.

El diputado Francisco Agundis Arias:

Con el permiso de la Presidencia:

En un mundo que vive cambios continuos México
tiene ante sí el reto de adecuarse a las nuevas
circunstancias y redefinir políticas y proyectos de
acuerdo a éstas.

Es por ello que el dictamen de la iniciativa que
reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Aduanera, sin duda representa un gran
avance hacia la modernización y menor burocra-
tización de este sector, a través de la utilización
de medios tecnológicos y reglamentaciones más
sencillas.

Asimismo el dictamen resulta fundamental ante la
dinámica de las operaciones de comercio exterior,
que demanda la existencia de una instancia
operativa, que elimine procedimientos y juicios
innecesarios.

Por otro lado, este dictamen ofrece mayor seguridad
jurídica a través de un padrón importador es más
seguro, proporciona a las autoridades aduaneras
de herramientas jurídicas necesarias, para com-
batir el contrabando y asegurar que se cumplan
los compromisos y obligaciones de los impor-
tadores y exportadores.

El Partido Verde apoya el presente dictamen, en
virtud de que las modificaciones propuestas a la
Ley Aduanera, promueven la inversión nacional y
extranjera, fortalece la seguridad jurídica de los
sujetos obligados por la ley y asigna las respon-
sabilidades fiscales y aduaneras a quienes in-
tervienen en el despacho aduanero de las mer-
cancías.

Lo anterior coadyuva con el combate al fraude y
agiliza el despacho de las mercancías, logrando
tener un sistema aduanero más eficiente y rápido.

El contexto internacional influye de manera im-
portante, pero está en manos de México reducir
los márgenes de vulnerabilidad frente al exterior.

Gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.
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Se concede el uso de la palabra al diputado José
Antonio Magallanes Rodríguez, del Partido de la
Revolución Democrática, hasta por 10 minutos.

El diputado José Antonio Magallanes
Rodríguez:

Con su permiso, señora Presidenta; compañeras
y compañeros diputados:

En un trabajo de comisión unida, los integrantes
de la Comisión de Hacienda y representando a mi
fracción parlamentaria, el Partido de la Revolución
Democrática y a nombre de los mismos, me per-
mito hacer algunos comentarios a su consideración
de esta iniciativa a su consideración.

Sin duda alguna, nuestro país, inmerso en una
globalización de carácter económico y que en ese
sentido esta iniciativa recoge el espíritu de 11
tratados de Libre Comercio con más de 30 países
del orbe, naturalmente que esta iniciativa consi-
deramos de mucha importancia el que va a denotar
la inversión nacional y extranjera en materia de
recintos fiscalizadores.

Naturalmente, esta iniciativa también tiene avances
muy importantes, dado que contempla que en los
parques industriales o terminales multimodales
sean autorizados como recintos fiscales y eso
naturalmente facilitaría el movimiento y traslado
de las mercancías.

Naturalmente, también contempla avances muy
importantes en darle una responsabilidad fiscal y
acota y distribuye debidamente estas responsa-
bilidades a los actuales responsables de los des-
pachos aduanales.

También se contempla la integración de un padrón
de importadores más viable, más seguro y con
más transparencia y que esté al conocimiento de
los usuarios de los recintos aduaneros.

También se propone y vemos con mucho optimis-
mo, el que las normas oficiales no se puedan
convertir en barreras arancelarias; me parece que
también se ha logrado plasmar en esta iniciativa
estos preceptos para facilitar naturalmente el libre
traslado de las mercancías que requiere la inversión
mexicana y extranjera en el territorio nacional.

Me parece también de mucha importancia, el que
también podamos tener conocimiento que en estos
momentos el agente aduanal que tiene la patente

por parte del Gobierno, no tiene la facultad de
nombrar a un adscrito, no tiene esa facultad y en
esta iniciativa se discutió profundamente esta
posibilidad y se la estamos otorgando por una sola
ocasión, a que el agente titular de esa patente,
pueda nombrar a un adscrito y de esa manera darle
viabilidad, darle consistencia al trabajo y a la
inversión de la agencia aduanal correspondiente.

Me parece también de manera preponderante, el
señalar que en esta iniciativa queda totalmente
claro y explícito, el que los tres niveles de gobierno
en todo el territorio nacional puedan recibir dona-
ciones de diferentes partes del mundo que na-
turalmente coadyuven a la ciencia, a la investiga-
ción, a la administración y que naturalmente
también a través de esta figura, podamos tener
esas donaciones que muchos sectores productivos
y en una reconversión de carácter industrial, me
parece que es una demanda insoslayable.

El Partido de la Revolución Democrática y la parte
que nosotros tenemos como representación en
esta Comisión de Hacienda, nos sumamos a este
esfuerzo, creemos que ha sido un avance im-
portante, pero esperemos que en el próximo perio-
do de sesiones ordinarias de esta Cámara de
Diputados, podamos volver a retomar este asunto
de las aduanas y podamos hacer una reforma más
a fondo, más estructurada que permita también
naturalmente que la exportación, que la impor-
tación y nuestra balanza comercial, que natural-
mente en estos momentos es deficitaria, pueda
ser una palanca, pueda ser un instrumento para
coadyuvar y estimular obviamente la exportación
también de nuestras mercancías a los diferentes
países que tenemos signados los tratados de Libre
Comercio.

Es cuanto, señora Presidenta y nos sumamos
naturalmente a que votemos en lo general y en lo
particular esta iniciativa, dejando pendientes,
obviamente, en el próximo periodo todavía asuntos
para poder fortalecer más estas agencias adua-
nales y naturalmente buscar la autonomía finan-
ciera y la autonomía reglamentaria para poder
también tener un órgano autónomo que esté al
servicio de la productividad mexicana.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias a usted, señor diputado.

Para fijar la posición del Partido Acción Nacional,
se concede el uso de la palabra al diputado Arturo
San Miguel Cantú, hasta por 10 minutos.



146

AÑO II. No. 4 CAMARA DE DIPUTADOS DICIEMBRE 27, 2001

El diputado Arturo San Miguel Cantú:

Con su venia, señora Presidenta; compañeras y
compañeros diputados:

La iniciativa que hoy aprobaremos tiene por objeto
detonar la inversión nacional y extranjera, ya que
no son los inmuebles colindantes con los recintos
fiscales sean susceptibles de ser fiscalizados, sino
que se consideren igualmente a los recintos
portuarios como a los inmuebles colindantes a los
mismos. Con esto, se logrará que las empresas
que se encuentren en México, al contar con un
nuevo esquema de recintos fiscalizados y gene-
rarán las condiciones a qué fin de las inversiones
vean nuestro país como los centros logísticos de
comercio exterior.

Gracias a estas medidas, las empresas podrán
estar en la posibilidad real de bajar la sensibilidad
de los costos tanto de producción como de
comercialización de sus productos y sea en México
como en el extranjero, puesto que se eliminarán
gastos de almacenaje, custodia y manejo de
mercancías de comercio exterior ante los al-
macenes generales de depósito.

Esta reforma va más allá, ya que además del ahorro
de los gastos de almacenaje y similares, la obli-
gación de pago de las contribuciones corres-
pondientes hasta contar con las ventas con-
certadas, dentro y fuera del territorio nacional, la
conjugación de todos estos elementos generarán
las condiciones necesarias para que las empresas
mexicanas y aun las extranjeras que quieran invertir
en México, sean más competitivas en el entorno
mundial; siempre bajo el estricto control de cum-
plimientos y controles a cargo de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público.

Ahora más que nunca México se encuentra obli-
gado a tomar medidas respecto a los aconte-
cimientos externos ocurridos recientemente en
nuestra hermana República de Argentina, a lo que
sucederá en un futuro con la entrada de China a la
Organización Mundial de Comercio.

Es necesario que hoy y no mañana, se creen en
nuestro país mecanismos y figuras jurídicas que
permitan ofrecer elementos atractivos para hacer
inversiones en México.

Esta iniciativa también contempla el hecho de que
se acoten y se distribuyan debidamente las
responsabilidades fiscales de los actores que

intervienen en el despacho aduanero de las mer-
cancías como son los mandatarios de agentes
aduanales, los sujetos concesionados en los
nuevos esquemas de los recintos fiscalizados.

En este mismo tema de las donaciones está
contemplando crear esquemas que permitan
advertir cuanto este beneficio ha sido abusado por
los particulares, por lo que tengan la seguridad de
que con una amplia responsabilidad las donaciones
que el extranjero realice a nuestro Estado y mu-
nicipio, gozarán de mayor rapidez y oportunidad
para entender las necesidades de nuestra pobla-
ción pero sin perder el control.

Por otra parte, se propone que exista la figura del
agente aduanal adscrito, semejante al del notario
mexicano, pero con algunas variaciones. Esta
figura se crea, con objeto de reforzar la función
aduanera, a fin de profesionalizar y especializar a
quienes aspiren a desempeñar una carrera en el
medio aduanero. Ello sentará las bases para per-
feccionar los conocimientos de quienes se ocu-
parán del despacho aduanero de las mercancías,
garantizar la continuidad de las agencias que hayan
observado un sano comportamiento en el cumpli-
miento de sus obligaciones fiscales, como las de
sus clientes, todo ello a partir de requisitos rigu-
rosos que hoy se exigen por parte de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

En el grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional consideramos que es un gran avance
aprobar reformas al segundo párrafo del artículo
153 de la Ley Aduanera, ya que evita que procedi-
mientos administrativos que se hubieran iniciado
por alguna negligencia sigan causando perjuicio
en contra los contribuyentes, por lo que esta
modificación persigue agilizar los procedimientos
administrativos en materia aduanera para que,
como en el Código Fiscal de la Federación, al no
emitirse una solución definitiva a una visita
domiciliaria se deje sin efecto el acto de autoridad.

Esto, sin duda, será un gran beneficio a favor del
contribuyente, ya que en la actualidad, a pesar de
que la autoridad reconozca que no cuenta con los
elementos necesarios para seguir litigando algún
asunto, la ley está diseñada para que, al no haber
una respuesta, la autoridad se entiende que está
resolviendo en contra, lo cual va en contra de
cualquier principio de legalidad.

Finalmente, compañeros legisladores, quiero
manifestarles que con la aprobación de esta
iniciativa de reformas, adiciones y derogaciones a
la Ley Aduanera se está fortaleciendo la facultad
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de mercancías como el contrabando técnico y
documentado y fortalezcan el control fiscal y
aduanero.

Se busca, entre otros objetivos, promover la inver-
sión extranjera y otorgar certeza jurídica, tema en
donde nuestro grupo parlamentario verificó que el
contexto planteado sea acorde al crecimiento que
se ha generado de las operaciones en materia de
comercio exterior, a través de los 11 tratados
comerciales que tenemos con 30 países y que
implica un comercio mundial con más de 860
millones de consumidores.

El peso del comercio exterior del país dentro del
valor total de nuestra economía, supera el 50%
del Producto Interno Bruto (PIB). Ese es el tamaño
de nuestro comercio exterior, ése es el tamaño de
su importancia.

En el año 2000 se tramitaron aproximadamente 9
millones de pedimentos. Resulta de la mayor
trascendencia una revisión al marco jurídico en
materia aduanera en este Siglo XXI ante la ten-
dencia generalizada de la globalización económica
mundial.

Por otra parte estas reformas que hoy se someten
a su consideración, sustancialmente redundan en
atraer la inversión nacional y extranjera, fortalecer
la seguridad jurídica de los sujetos obligados a la
Ley Aduanera, asignar en su justa medida las
responsabilidades fiscales y aduaneras de quienes
intervienen en el despacho aduanero de las
mercancías, a fin de coadyuvar con el fisco federal
en el combate al contrabando y fraude fiscal y
avanzar en su agilización a fin de contar con un
sistema más eficiente y rápido que permita a la
autoridad aduanera y de comercio exterior, contar
con un aparato burocrático que responda a las
expectativas del México contemporáneo.

Por lo que respecta a la inversión nacional y ex-
tranjera, su objetivo fue la de regular concesiones
y autorizaciones para una figura nueva que son
los recintos fiscalizados, inmuebles que se encuen-
tran dentro o colindantes a un recinto fiscal o
portuario; su concesión se podrá otorgar hasta por
un plazo de 20 años y renovarse una vez por un
tiempo igual, acción que lleva a particulares a
invertir en las diversas regiones del país y así estén
en posibilidad de bajar los costos para el inter-
cambio comercial tanto en México como en el
extranjero y reafirmarnos como un país seguro para
la inversión.

A los particulares que se les otorgue una concesión
en recintos fiscalizados, podrán prestar los servi-

de las autoridades aduaneras, a fin de que la misma
cuente con mayores herramientas jurídicas para
combatir eficazmente el contrabando y tenga
mayores elementos para que detecte operaciones
irregulares día a día, ideadas por la economía
informal.

Asimismo, se avanzó en el control de los regí-
menes aduaneros, del depósito fiscal, tráfico
interno e internacional de mercancías, destacando
por último la creación de nuevas infracciones que
hoy por hoy no se encontraban contempladas en
la Ley Aduanera.

Muchas gracias.

La Presidenta.

Gracias, señor diputado.

Para finalizar la fijación de posiciones, se concede
la palabra al diputado Antonio Silva Beltrán, del
Partido Revolucionario Institucional.

El diputado Reyes Antonio Silva Beltrán:

Con el permiso de la Presidencia; honorable
Asamblea:

Acudo a esta tribuna en nombre del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional
para fijar la posición en relación al dictamen que
modifica, reforma y deroga diversas disposiciones
de la Ley Aduanera.

Para tal efecto, se reinstaló el subgrupo de trabajo
de la Comisión de Hacienda que se constituyó en
forma plural hace un año.

Mi partido, el Revolucionario Institucional, analizó
la ley en comento con el fin de llevar a cabo refor-
mas estructurales que cumplan con las necesi-
dades de una adecuada regulación en la entrada y
salida de mercancías a nuestro territorio nacional,
así como los medios y formas en que se trans-
portan, atendiendo las demandas de los diferentes
actores económicos, sociales y fiscales que se
ven beneficiados o afectados.

Nos dimos a la tarea de revisar de manera res-
ponsable y consciente cuatro iniciativas y varias
propuestas de los funcionarios de la Secretaría de
Hacienda, manteniendo un equilibrio entre la
promoción de la inversión nacional y extranjera y
que dichas reformas detengan tanto el contrabando
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cios de manejo, almacenaje y custodia de mer-
cancías.

Se establece la responsabilidad solidaria de los man-
datarios de los agentes aduanales y de las perso-
nas que hayan obtenido concesión de recintos
fiscalizados, haciéndolos responsables de las
contribuciones y cuotas compensatorias a que
estén sujetas las mercancías almacenadas bajo
su responsabilidad.

Se reafirma las sanciones a que se puede hacer
acreedor el agente aduanal que incurra en una falla
de esta ley.

Para obtener una mayor competitividad, respon-
sabilidad y control, se especifica la limitación que
el agente aduanal tiene para operar ante la aduana
de adscripción para la que se le expidió la patente
y bajo su autorización del SAT podrá hacerlo en
tres plazas más, lo que permite mayor eficiencia
en cada una de las aduanas del país

Con respecto al agente aduanal adscrito, en caso
de fallecimiento, incapacidad permanente o retiro
voluntario, el agente aduanal tendrá derecho a de-
signar por única vez a una persona física ante el
SAT que lo sustituya en la aduana o aduanas a
las que haya sido adscrito y de esta forma, por un
lado, se garantiza su inversión privada y por otro
se evita que la patente sea por tiempo indefinido.

A fin de coadyuvar con el fisco federal en el com-
bate al contrabando en sus diferentes modalidades
y avanzar en la agilización del despacho aduanero
de las mercancías, nuestro grupo parlamentario
ve conveniente la adición a diversas disposiciones
para incorporar los medios electrónicos e infor-
máticos como herramientas para facilitar las
operaciones aduaneras y el cumplimiento de las
obligaciones fiscales.

Se propone que las empresas que tengan u ob-
tengan la concesión auxilien a la autoridad aduanera
instalando en los aeropuertos, terminales maríti-
mas, aéreas y ferroviarias, cámaras de circuito
cerrado, equipos de rayos X, gamma, así como
equipos de pesaje y cualquier otro medio tecno-
lógico para el control y despacho rápido de las
mercancías.

Se oficializa la prevalidación electrónica de datos
contenidos en los pedimentos aduanales con la
finalidad de acreditar que el solicitante cumple con
las condiciones requeridas establecidas, así como
el control a través de los medios electrónicos de

las importaciones temporales de remolques,
semirremolques y portacontenedores.

Es importante hacer mención que las personas
que obtengan la autorización para realizar la preva-
lidación estarán obligadas a pagar un aprovecha-
miento de 125 pesos por cada pedimento que
prevaliden y 100 pesos por cada operación de
importación temporal.

La reforma contempla, por otro lado, las medidas
necesarias para el cumplimiento de las normas
oficiales mexicanas, así como restricciones o
regulaciones, para evitar que se conviertan en
barreras no arancelarias.

En otro aspecto, para combatir el lavado de dinero,
se establece la obligación individual para que toda
persona que ingrese o salga del país declare las
cantidades superiores a 10 mil dólares que traiga
consigo o envíe mediante empresas de mensajería
o de transporte de valores, no únicamente en efec-
tivo o cheque, sino en cualquier otro documento
para cobrar u órdenes de pago o una combinación
de las mismas.

Asimismo, dentro de las reformas realizadas se
contempló el beneficio a los migrantes para la
importación temporal de sus vehículos, que sea
un solo vehículo en cada periodo de 12 meses y
dichas unidades podrán ser conducidas en
territorio nacional por el importador, su cónyuge,
sus ascendientes, descendientes o hermanos,
siempre y cuando sean residentes permanentes
en el extranjero.

Nuestro grupo parlamentario determinó dejar muy
en claro que en materia de cuentas de garantía
era importante la reforma de los artículos 84-A y
86-A con la finalidad de evitar el elevado costo
financiero que representa el depósito por seis
meses por el plazo que transcurra por la liberación
de las garantías otorgadas por el tránsito de
mercancías. Era necesario ampliar las formas de
garantía, permitiendo que éstas se establezcan
mediante reglas de carácter general que den mayor
flexibilidad en su determinación de conformidad
con los mecanismos vigentes o los que instrumente
el sistema financiero mexicano.

Tal decisión tiene sustento en la resolución de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez
que dicha autoridad considera que la forma de
garantizar el pago de contribuciones de mercancías
sujetas a precios estimados por la Secretaría de
Hacienda determina la forma en que se debe ga-
rantizar, olvidando que el Código Fiscal de la
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Federación, en su artículo 141, establece seis
formas diferentes de garantizar el interés fiscal.

A mayor abundamiento, se considera que la re-
dacción que contenía el precepto legal mencionado
al momento de fijarse la garantía no existe un
interés por parte del fisco federal para interponer
una medida cautelar, ya que el interés fiscal nace
con la determinación, liquidación, devolución,
exención, prescripción o el pago de créditos fis-
cales o bien con las sanciones que se impongan
con motivo de la infracción a la ley. Es así que
nuestro partido propone que las reformas sean
acordes con nuestra Constitución.

Finalmente, estamos convencidos que aun cuando
la reforma que se somete a esta soberanía es
insuficiente, también reconocemos que estas
medidas se requieren para ir sellando las fronteras
y dar seguimiento a las mercancías en tránsito,
que muchas veces desaparecen de la noche a la
mañana sin ser vistas por la autoridad y hacen
enormes hoyos a la economía nacional y al fisco
federal.

Por todo lo anterior, mi grupo parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional votará a favor
del dictamen.

Es cuanto.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

ASISTENCIA (II)

La Presidenta:

Se pide a la Secretaría dar cuenta del registro
electrónico de asistencia e instruir a su cierre.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se informa a la Presidencia que hasta el momento
el sistema electrónico registra la asistencia de 464
diputados. Ciérrese el sistema electrónico.

LEY ADUANERA (II)

La Presidenta:

Para hablar en pro del dictamen en lo general ha
solicitado el uso de la palabra el diputado José

Manuel del Río Virgen. Se le concede hasta por
cinco minutos.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Gracias, señora Presidenta. Con su permiso, hono-
rable Asamblea.

Estamos a favor de la reforma a la Ley Aduanera
porque redundará en oportunidades de desarrollo
y la elevación de la calidad de vida de las personas
físicas, de rescate de imagen, para abatir la corrup-
ción que tanto daña a la nación.

La reforma también contrarrestará la edificación
de posibles monopolios que sólo fortalecían la im-
punidad, corrupción, el tráfico ilegal de influencias,
con las consecuencias ya conocidas, compañeras
y compañeros.

Además honrará los tratados de comercio que
hemos signado con otros países. Obtendremos
recursos por concepto de impuesto no sólo de
comercializadoras, sino de miles de personas.
Combatiremos la evasión fiscal, la corrupción que
se da en las aduanas por unos cuantos. También
se combatirá el burocratismo, el tortuguismo en
los trámites. Se evitarán las grandes colas que
generan descrédito y corrupción de las institu-
ciones públicas. Además ayudará a combatir la
arrogancia e indiferencia de algunas autoridades
que están en el SAT, que prestan un servicio
ineficaz y arcaico.

Entendemos que ninguna reforma puede ser
perfectible si no se realiza de cara a la nación,
con plena convicción democrática.

Por el contrario, si la reforma carece del sustento
legítimo y plural que otorga el consenso y el debate
nacional, por muy discutida que intentemos pre-
sentarla a los mexicanos, nacerá sin credibilidad;
por ello, poco avanzamos en otras como la reforma
fiscal ahora detenida.

Por ello, me atrevo a invitar a todos los partidos
políticos nacionales, estatales, a las organi-
zaciones y centrales campesinas y sindicalistas,
indígenas, de mujeres y jóvenes, a los empresarios
del país en forma individual u organizada y desde
luego, al presidente Vicente Fox y su gabinete
económico en especial, para que en enero próximo
llevemos a cabo, vía este Congreso, una gran
convocatoria nacional para discutir una verdadera
reforma fiscal distributiva e integral, que le urge a
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la nación, pero que tiene que darse mirando en
todo por el bienestar de la patria.

Los mexicanos y los actores políticos nacionales
debemos, como en esta etapa de apoyar la reforma
a la Ley Aduanera, buscar una reforma fiscal justa,
que cada quien indique en esa reforma fiscal qué
va a dar, qué va a poner, qué va a aportar para
evitar el deterioro nacional en lo político, en lo social
y en lo económico.

Compañeras y compañeros diputados: este Con-
greso, los gobiernos estatales, los gobiernos
municipales y las grandes representaciones de
empresarios, de indígenas, como ya lo dije, deben
de honrar el pacto federal y nuestra Constitución
Política.

El Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y las
entidades federativas, deben desterrar las envidias
políticas y partidistas que laceran la gobernabilidad
democrática que debemos respetar.

Es urgente y justa una reforma fiscal, por eso
debemos de hacer esta gran convocatoria desde
este Congreso, para evitar que el país se siga gan-
grenando. Debemos ir a una reforma fiscal después
de esa convocatoria que lance este Congreso en
enero, como esta reforma aduanera que nació
consensada. Esa reforma fiscal requiere de todos
y cada uno de nosotros, démosla realmente como
la requiere el país, sin lastimar a los más pobres,
sin cargarles el IVA en medicamentos, en ali-
mentos, en transportes y libros.

Les agradezco mucho su atención y ojalá y este
Congreso vote esta propuesta de esa gran
convocatoria.

Gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Consulte la Secretaría a la Asamblea si el
dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la Asamblea si el
dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, se
pregunta a la Asamblea si se va a reservar algún
artículo para discutirlo en lo particular.

En caso de no haber ninguna reserva para dis-
cutirse en lo particular, se pide a la Secretaría se
abra el sistema electrónico por 10 minutos, para
recoger la votación en lo general y en lo particular
en un solo acto.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos, para
proceder a la votación en lo general y en lo particular,
en un solo acto.

(Votación.)

Se emitieron 471 votos en pro, cero en contra y
cero abstenciones.

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Aprobado en lo general y en lo particular por
473 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones
de la Ley Aduanera. Corrijo por 471 votos.

Pasa al Senado para los efectos constitu-
cionales.
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la consideración de esta Asamblea el siguiente
dictamen.

Descripción

A partir de 1993, la Ley para Regular las Agrupa-
ciones Financieras creó la figura de las sociedades
de información crediticia, mejor conocidas como
burós de crédito, con el propósito de integrar y
manejar un banco de datos con el registro de las
operaciones activas de aquellas entidades
financieras y empresas comerciales que otorgan
financiamientos, a fin de contar con un historial
del comportamiento crediticio de los usuarios de
tales servicios.

De esta manera se estableció en la ley antes
mencionada la obligación por parte de estas
sociedades de contar con la autorización de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para el
desarrollo de sus actividades, contando con la
opinión del Banco de México y desde luego, bajo
la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores.

La iniciativa de ley señala de manera específica
las operaciones de las sociedades de información
crediticia, tendientes a proteger los derechos e
intereses de los diversos agentes que intervienen
en el proceso de otorgamiento de créditos, así
como definir las condiciones que rijan sus acti-
vidades, subsanando las lagunas que existen en
las disposiciones legales vigentes, entre otros las
relativas a la constitución de la base de datos y la
debida protección de los intereses del público
usuario de sus servicios.

Las dictaminadoras del Senado coinciden en que
la ley que actualmente regula a las sociedades de
información crediticia, otorgó una exorbitante
facultad discrecional a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público y al Banco de México, para que
mediante reglas de carácter general determinen
diferentes cuestiones a que deberán sujetarse las
actividades de dichas sociedades, las cuales a
este momento no han podido establecer de manera
clara y completa las directrices que deben regir
todos y cada uno de los aspectos que tienen inje-
rencia en el desarrollo de las actividades de dichas
sociedades.

La legislación actual en la materia, otorga una ex-
cesiva facultad a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y al Banco de México para deter-
minar las diferentes condiciones a que deben
sujetarse dichas sociedades, por lo que se con-
sidera necesario evitar injusticias en contra de los

LEY PARA REGULAR LAS SOCIEDADES
DE INFORMACION CREDITICIA

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la primera
lectura al dictamen con proyecto de decreto por el
que se expide la Ley para Regular las Sociedades
de Información Crediticia, publicado en la Gaceta
Parlamentaria.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

Honorable Asamblea: el pasado 14 diciembre fue
turnada a esta colegisladora la minuta de la Cámara
de Senadores con proyecto de Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia,
presentada por el senador Alejandro Gutiérrez
Gutiérrez, el día 31 de octubre de 2001, la cual a
su vez fue remitida a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público para su análisis, discusión y
dictamen.

Por otro lado, también fue turnada a esta comisión
la iniciativa de “decreto por el que se adicionan al
artículo 33-A, tres párrafos y se adiciona un nuevo
artículo 33-C a la Ley para Regular las
Agrupaciones Financieras”, presentada el 27 de
noviembre de 2001, por el diputado Diego Alonso
Hinojosa Aguerrevere.

Ambas, presentadas con fundamento en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 122 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos.

Respecto de la minuta y la fe de erratas al artículo
23 de la propia minuta recibida el 20 de diciembre,
ambas elaboradas por las comisiones unidas de
Hacienda y Crédito Público y de Estudios Legis-
lativos, Primera de la colegisladora, así como de
la iniciativa antes referida, se procedió a su análisis
y estudio correspondiente, de conformidad en los
artículos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos,
87 y 88 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, por lo que esta comisión presenta a
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usuarios de los servicios financieros por el uso
injustificado que pudiera darse a la información con
que cuentan estos burós de crédito.

De otra parte, la iniciativa del diputado Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, que en lo sustantivo
aborda el tema de la minuta antes descrita, propone
que cuando exista un litigio entre una entidad finan-
ciera o empresa o una persona física o moral, por
cuestiones derivadas del otorgamiento de un
crédito, la entidad financiera o empresa acreedora,
en caso de perder el juicio, se obligue a ordenar a
la o a las sociedades de información crediticia, se
borre el antecedente negativo a la mayor breve-
dad posible, así como de que no se mencione en
lo futuro dicho antecedente, a reserva de ser san-
cionada por la autoridad competente. Para tal
propósito propone la adición de tres nuevos párrafos
al artículo 33-A de la Ley para Regular las Agrupa-
ciones Financieras.

Asimismo, la iniciativa en comento establece que
en caso de que la entidad financiera o empresa
acreedora omita ordenar a la sociedad de informa-
ción crediticia la corrección de los datos en el
historial crediticio de una persona, ésta podrá
solicitar al juez de la causa girar un oficio a la
sociedad responsable a que elimine la información
negativa relacionada con el crédito motivo de litigio.
Esta propuesta se contempla en un segundo
párrafo del artículo 33-C de la citada ley.

Finalmente, propone que en todo caso cuando los
afectados con motivo de la emisión de informes
que proporcione el buró de crédito, detecten in-
formación no actualizada, falsa o inexacta, podrán
acudir ante la Comisión Nacional para la Protección
y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
(Condusef) para la aclaración correspondiente.

Consideraciones de la comisión

Cabe señalar que la que dictamina coincide con la
colegisladora en el propósito de lograr una mayor
facilidad en el manejo de las definiciones que
contiene la ley en comento, principalmente la rela-
tiva al concepto de “base primaria de datos”, misma
que se integraría con la información proporcionada
por los usuarios de las sociedades de información
crediticia, respecto de créditos motivo de registro,
así como adecuar los textos donde se definan los
términos relativos a: empresa comercial, usuario
y reporte de crédito especial. (Artículo 2o.)

Por lo que corresponde a la supletoriedad en
materia de notificaciones, se está de acuerdo en

eliminar la referencia que se hace en el proyecto
original del Código Fiscal de la Federación y en
sustitución, mencionar a la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo. (Artículo 4o.)

En materia de violación del secreto financiero en
operaciones activas, se coincide en señalar como
excepción la información que proporcione de
acuerdo con la ley a los usuarios, así como aquella
que solicite alguna autoridad competente en el uso
de sus atribuciones. (Artículo 5o.)

En lo relativo a los requisitos que deben cumplir
aquellas sociedades o burós, se coincide en señalar
como requisito indispensable el de presentar un
proyecto de estatutos sociales, así como propor-
cionar la información que solicita la Secretaría de
Hacienda y que deberá ser la suficiente para su
evaluación y la cual será requerida por escrito.
(Artículo 7o.)

En otro orden de ideas, esta dictaminadora está
de acuerdo con los requisitos que deberán cumplir
los directores generales y consejeros de estas
sociedades de información crediticia que menciona
la iniciativa.

Por cuanto a la facultad de inhabilitación que
señala la nueva ley, ésta podrá aplicarse en los
casos en que se cometan infracciones graves o
reiteradas y, en el mismo sentido, se coincide en
precisar en que la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores deberá contar con una base de datos
que indique el historial de todo el personal que
participe en el sector financiero. (Artículo 9o.)

Por cuanto a la modificación de los estatutos so-
ciales de las sociedades de información de crédito,
se coincide en que éstos tienen una connotación
más precisa a la de escritura constitutiva. (Artículo
11.)

Esta dictaminadora considera de particular
importancia el artículo 12 en el que se precisa el
orden jurídico al que se someterán las sociedades
de información crediticia. De esta manera, se su-
jetarán, además de la ley como elemento funda-
mental de regulación, éstas se sujetarán a la
norma secundaria, que en su momento deberá
establecer el Banco de México en disposiciones
de carácter general, respecto de las operaciones
y actividades de dichos burós de crédito.

Estas disposiciones constituyen un elemento
normativo necesario para precisar algunas situa-
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ciones que, por el grado de detalle técnico, tal y
como es el caso de los manuales operativos y
formatos, no es adecuado especificarlo en ley.

Asimismo, se coincide con la adición que hace la
colegisladora al artículo 13, para señalar el objeto
de las sociedades de información crediticia que
es incluyendo el servicio de calificación de créditos
o de riesgos y en cuanto a su disolución también
se coincide en que este acto, para efectos de su
regulación, deberá ser notificado a la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público. (Artículos 13 y 16.)

Cabe señalar que la colegisladora consideró
oportuno la inclusión del acto de la disolución como
acto corporativo que deberá ser notificado a la
Secretaría de Hacienda, en virtud de la importancia
que reviste para efectos de regulación por parte de
la citada autoridad, con lo cual coincide esta
dictaminadora. (Artículo 16.)

Esta Comisión de Hacienda y Crédito Público está
de acuerdo con la colegisladora en que deberá ser
causal de revocación la negativa reiterada por parte
de las sociedades de información crediticia a
proporcionar la información en los términos en que
la ley establece a las autoridades financieras.
(Artículo 19.)

De igual manera se coincide en establecer en el
texto de la ley en comento, la facultad a los usua-
rios para que la información sobre personas morales
que se proporcione, pueda incluir a los funcionarios
de la dirección general y de las áreas de finanzas
y de los accionistas de la persona moral de que
se trate. También se estima pertinente la adición
que hace la colegisladora, para facultar al Banco
de México a emitir disposiciones de carácter
general, que señalen las bases conforme a las
cuales los burós deberán proporcionar la infor-
mación solicitada. (Artículo 20.)

Por otro lado, se establece en el artículo 21 la
obligación de las sociedades de información cre-
diticia de contar con manuales operativos estan-
darizados, con el fin de que los usuarios lleven a
cabo el registro de su base de datos, así como
para la remisión, rectificación e interpretación de
los reportes de crédito y de los reportes de crédito
especiales que emitan los burós.

Al respecto, esta comisión dictaminadora consi-
dera fundamental el propósito de estandarizar los
manuales, para que las sociedades que surjan con
posterioridad puedan utilizarlos y con ello adaptarse
rápidamente al mercado de información crediticia,

en beneficio de los usuarios y, clientes y por ende,
en protección del interés público.

Por otro lado, esta comisión recoge la fe de erratas
al artículo 23 enviado por la colegisladora, respecto
al plazo en el cual los burós de crédito están
obligados a conservar la información proporcionada
por los usuarios relativa a personas físicas, en el
sentido de que en vez de este periodo sea de 184
meses como señala la minuta turnada el 14 de
diciembre, deberá ser de 84 meses de acuerdo al
plazo aprobado por su pleno.

Por cuanto a los delitos patrimoniales que con-
templa la iniciativa, se está de acuerdo en incluir
la intencionalidad en la comisión de los citados
delitos, estableciéndose por otro lado, las obliga-
ciones de proporcionar información a las auto-
ridades judiciales al igual que a las autoridades
hacendarias tratándose de delitos fiscales y
aquellos relacionados con el lavado de dinero y el
financiamiento al terrorismo. (Artículos 24 y 26.)

Por otro lado, esta dictaminadora está de acuerdo
en establecer la posibilidad de que los burós de
crédito puedan pactar con los usuarios la sus-
titución de la firma autógrafa del cliente, con la
autorización del Banco de México, así como am-
pliar la vigencia de esta autorización de seis meses
a un año, contemplando la posibilidad de que este
lapso se amplíe hasta dos años si se cuenta con
autorización expresa del cliente. Además, se
coincide con la precisión que hace la colegisladora
respecto a los “reportes de crédito especiales”, en
el sentido de que éstos contengan la identidad de
los usuarios que hayan tenido acceso a la
información de los clientes que soliciten dichos
reportes durante los 24 meses anteriores a la
expedición del propio registro. (Artículo 28.)

Con relación a la regulación de las relaciones entre
los burós de crédito y los usuarios que tengan el
carácter de empresas comerciales, las cuales han
incrementado sus operaciones crediticias, se está
de acuerdo en la necesidad de precisar las res-
ponsabilidades que tendrán ambas partes, asi-
mismo se faculta a la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores para solicitar al buró de que se trate,
suspender el servicio a aquella empresa comercial
que viole el secreto financiero y, en su caso, se
tomen las acciones legales que procedan. (Artículo
29.)

Para efectos de control y seguimiento de los
asuntos, se considera necesario que los usuarios
mantengan en sus archivos la autorización de los
clientes por un periodo no menor a 12 meses, a
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diferencia de los 18 que contemplaba el proyecto
original y la obligación de conservar las autoriza-
ciones de los clientes durante 12 en vez de los 18
meses planteados en un principio. Adicionalmente,
se considera procedente facultar a los burós a
verificar la existencia de las autorizaciones de los
clientes, con objeto de que, en caso de haber
incumplimiento, éste se comunique a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores. (Artículos 30 y
31.)

Por otra parte, respecto al uso que se dé a la base
de datos con que cuentan estos burós de crédito,
se coincide en el otorgamiento del permiso o
autorización para que todas las sociedades que
participen en el sistema de información crediticia,
lo hagan en igualdad de condiciones, evitando con
ello las prácticas monopólicas y competencia
desleal entre las mismas, lo cual redundará en un
mejor servicio a los usuarios del sistema. (Artículo
36.)

Con el propósito de que el reporte de crédito
especial permita al cliente saber de manera clara
y precisa la situación en que se encuentre su
historial crediticio, se considera procedente se-
ñalar que el mencionado reporte deberá ser claro,
completo y accesible, de tal forma que se explique
por sí mismo o con el apoyo del instructivo que al
efecto proporcione el buró de crédito que lo emita.
(Artículo 40.)

En relación con el procedimiento que se establece
en la ley para impugnar el contenido de los registros
que deriven de las bases de datos, esta comisión
estima adecuado que se establezca que, en el
caso de que los usuarios envíen a los burós de
crédito los elementos que sustenten la inclusión
en la base de datos, de la información que se haya
modificado o eliminado, el buró de que se trate
deberá eliminar la leyenda de “registro impugnado”
e informará de esta situación al cliente, obligando
al propio buró a enviar, junto con la notificación, un
nuevo reporte de crédito especial, que incluya la
información impugnada. (Artículo 46.)

A fin de contribuir a la solución de los conflictos
que surjan con los clientes derivados de la
inconformidad sobre la información contenida en
los registros que aparecen en las bases de datos
de las sociedades de información, se juzga con-
veniente establecer un procedimiento arbitral ante
la Comisión Nacional para la Protección y Defensa
de los Usuarios de los Servicios Financieros
(Condusef), el cual será de carácter optativo.

En este mismo sentido, la que dictamina estima
procedente que la información que se ponga a
disposición de la Condusef, deberá tener una
duración de tres meses en vez del mes que
establece el proyecto original. (Artículos 48 y 50.)

Tratándose de la violación del secreto financiero
que lleven a cabo los funcionarios o empleados de
los burós de crédito o de las entidades financieras,
se estima acertado que, además de la inhabilitación
para desempeñar un cargo, empleo o comisión en
el sistema financiero mexicano por un periodo de
seis meses a 10 años, estas acciones se comple-
menten con las penas que contemple la propia ley
que se dictamina y otros ordenamientos legales.
(Artículo 53.)

Sobre este mismo tema, se considera pertinente
establecer los supuestos en los cuales la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores podrá sancionar a
las sociedades de información crediticia. (Artículo
54 y 55.)

Asimismo, se coincide con la colegisladora en
señalar en un artículo transitorio el que aquellos
usuarios que a la fecha de entrar en vigor la pre-
sente ley, realizan consultas periódicas acerca de
las relaciones crediticias con sus clientes, éstas
podrán continuar hasta su culminación cualquiera
que sea la causa. (Artículo cuarto transitorio.)

La que dictamina considera oportuno señalar que
en la minuta analizada se recogen y atienden los
propósitos buscados por la iniciativa que propone
reformar la Ley para Regular las Agrupaciones
Financieras. No obstante, considerando conjun-
tamente factores relativos a los derechos de los
clientes, así como a la necesidad de establecer
condiciones adecuadas de certidumbre para el
otorgamiento de créditos, de acuerdo con la
evolución de los propios historiales crediticios de
cada cliente, esta comisión considera adecuado
sustentar el presente dictamen sobre la minuta
enviada por la colegisladora, más aun cuando se
trata del proyecto de una nueva ley que derogaría;
en todo caso, mediante su artículo quinto transi-
torio, los artículos 33, 33-A y 33-B de la Ley para
Regular las Agrupaciones Financieras.

Finalmente, la que dictamina coincide con la
colegisladora en las adecuaciones realizadas a
diversos artículos, así como las precisiones de
carácter gramatical con objeto de mejorar el texto
y contenido de la iniciativa que se dictamina.

En consideración a lo anteriormente expuesto, la
Comisión de Hacienda y Crédito Público somete
a la consideración de esta Cámara de Diputados,
el siguiente
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DECRETO

Por el que se expide la Ley para Regular las
Sociedades de Información Crediticia

TITULO PRIMERO

CAPITULO UNICO

Disposiciones generales

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto regular
la constitución y operación de las sociedades de
información crediticia. Sus disposiciones son de
orden público y de observancia general en el
territorio nacional.

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se
entenderá por:

I. Base primaria de datos, a aquella que se con-
forme con la información que proporcionen direc-
tamente los usuarios a las sociedades, en la forma
y términos en que se reciba de aquellos, consi-
derando para cada tipo de créditos los plazos
siguientes:

a) Para créditos de amortización única de principal
e intereses al vencimiento, a los 30 o más días
naturales de que ocurra el vencimiento;

b) Para créditos con amortización única de prin-
cipal al vencimiento, pero que tengan estipulado
el pago de intereses periódicos, a los 90 ó más
días naturales de vencido el pago de intereses
respectivos;

c) Para créditos cuya amortización de principal e
intereses haya sido pactada en pagos periódicos
parciales, salvo los créditos hipotecarios para la
vivienda y adquisición de bienes de consumo
duradero, a los 90 o más días naturales posteriores
a la fecha de vencimiento de la primera amortización
vencida y no liquidada por el acreditado;

d) Para créditos revolventes, como tarjetas de
créditos y adquisición de bienes de consumo
duradero, entre otros, cuando el cliente no haya
realizado el pago requerido durante 120 o más días
naturales y

e) Para créditos de vivienda, a los 180 días o seis
mensualidades posteriores a la fecha del venci-
miento de la primera amortización no cubierta por
el acreditado, lo que resulte menor.

La base primaria de datos también se integrará
con la información crediticia de personas morales
con ingresos o ventas anuales superiores a 17
millones de Udis, así como la relacionada con
clientes con operaciones fraudulentas. Para efectos
de lo anterior, deberán considerarse los ingresos
o ventas registradas al cierre del ejercicio inmediato
anterior al de aquél en que se formule la solicitud.

II. Cliente, en singular o plural, cualquier persona
física o moral que solicite o sobre la cual se solicite
información a una sociedad;

III. Comisión, la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores;

IV. Empresa comercial, en singular o plural, aquella
persona moral distinta de la entidad financiera, que
de manera profesional y habitual realice opera-
ciones de crédito u otras de naturaleza análoga,
así como aquella que adquiera o administre cartera
crediticia;

V. Entidad financiera, en singular o plural, aquella
autorizada para operar en territorio nacional y que
las leyes reconozcan como tal, incluyendo a las
que se refiere el artículo 7o. de la Ley para Regular
las Agrupaciones Financieras, la banca de desa-
rrollo y los fideicomisos de fomento económico
constituidos por el Gobierno Federal, las uniones
de crédito, las sociedades de ahorro y préstamo y
las entidades de ahorro y crédito popular;

VI. Reporte de crédito, en singular o plural, la in-
formación formulada documental o electróni-
camente por una sociedad para ser proporcionada
al usuario que lo haya solicitado en términos de
esta ley, que contiene el historial crediticio de un
cliente, sin hacer mención de la denominación de
las entidades financieras o empresas comerciales
acreedoras;

VIl. Reporte de crédito especial, en singular o plural,
la información formulada documental o electró-
nicamente por una sociedad que contiene el
historial crediticio de un cliente que lo solicita, en
términos de esta ley y que incluye la denominación
de las entidades financieras o empresas co-
merciales acreedoras;

VIII. Secretaría, la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

IX. Secreto financiero, al que se refieren los artículos
117 y 118 de la Ley de Instituciones de Crédito, 25
de la Ley del Mercado de Valores, 55 de la Ley de
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Sociedades de Inversión y 34 de la Ley de Ahorro
y Crédito Popular, así como los análogos con-
tenidos en las demás disposiciones legales
aplicables;

X. Sociedad, en singular o plural, la sociedad de
información crediticia;

XI. Udis, las unidades de inversión y

XII. Usuario, en singular o plural, las entidades
financieras o las empresas comerciales que pro-
porcionen información o realicen consultas a la
sociedad;

Artículo 3o. El Ejecutivo Federal, a través de la
Secretaría, podrá interpretar los preceptos de esta
ley para efectos administrativos.

Artículo 4o. En lo no previsto por esta ley, se
aplicará supletoriamente, para efectos de las
notificaciones, la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo. Esta disposición no será aplicable
al procedimiento de reclamación de los clientes
previsto en la presente ley.

TITULO SEGUNDO

CAPITULO  I

De las sociedades de información crediticia

Artículo 5o. La prestación de servicios consis-
tentes en la recopilación, manejo y entrega o envío
de información relativa al historial crediticio de
personas físicas y morales, así como a operaciones
crediticias y otras de naturaleza análoga que éstas
mantengan con entidades financieras y empresas
comerciales, sólo podrá llevarse a cabo por
sociedades que obtengan la autorización a que se
refiere el artículo 6o. de la presente ley.

No se considerará que existe violación al secreto
financiero cuando los usuarios proporcionen
información sobre operaciones crediticias u otras
de naturaleza análoga a las sociedades, así como
cuando éstas compartan entre sí información
contenida en sus bases de datos o proporcionen
dicha información a la comisión. Tampoco se
considerará que existe violación al secreto finan-
ciero cuando las sociedades proporcionen dicha
información a sus usuarios, en términos del Ca-
pítulo III de este Título Segundo o cuando sea
solicitada por autoridad competente, en el marco
de sus atribuciones.

Artículo 6o. Para constituirse y operar como
sociedad de información crediticia se requerirá

autorización del Gobierno Federal, misma que
compete otorgar a la Secretaría, oyendo la opinión
del Banco de México y de la comisión. Por su na-
turaleza, estas autorizaciones serán intrans-
misibles.

Artículo 7o. La solicitud para constituirse y operar
como sociedad deberá contener lo siguiente:

I. Relación de accionistas indicando el capital que
cada uno de ellos suscribirá y pagará, así como,
en su caso, sus curricula vitarum;

II. Relación de los consejeros y principales fun-
cionarios de la sociedad, incluyendo a aquellos
que ocupen cargos con la jerarquía inmediata
inferior a la del director general, así como su
curricula vitarum;

III. Proyecto de estatutos sociales;

IV. Acreditar que se cuenta con los recursos para
aportar el capital a que se refiere el artículo 8o. de
la presente ley;

V. Programa general de funcionamiento, que
comprenda por lo menos:

1. La descripción de los sistemas de cómputo y
procesos de recopilación y manejo de información;

2. Las características de los productos y servicios
que prestarán a los usuarios y a los clientes;

3. Las políticas de prestación de servicios con que
pretenden operar;

4. Las medidas de seguridad y control a fin de
evitar el manejo indebido de la información;

5. Las bases de organización;

6. El programa detallado de inversión a tres años y

7. El calendario de apertura de oficinas y plazas
en que se ubicarán y

VI. La demás información y documentación conexa
que la Secretaría le solicite por escrito a efecto de
evaluar la solicitud respectiva.

Artículo 8o. Las sociedades deberán contar con
un capital mínimo, íntegramente suscrito y pagado,
el cual será determinado por la comisión mediante
disposiciones de carácter general.
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Las acciones representativas del capital social de
las sociedades serán de libre suscripción; sin
embargo, no podrán participar en forma alguna en
el capital social de las sociedades, personas
morales extranjeras que ejerzan funciones de
autoridad.

Artículo 9o. El nombramiento de los consejeros
y del director general de las sociedades deberá
recaer en personas de reconocida calidad técnica,
honorabilidad e historial crediticio satisfactorio, así
como de amplios conocimientos y experiencia en
materia financiera o administrativa.

En ningún caso podrán ocupar los cargos a que
alude el párrafo anterior:

I. Las personas condenadas por sentencia definitiva
por delitos intencionales, las inhabilitadas para
ejercer el comercio o para desempeñar un empleo,
cargo o comisión en el servicio público o en el
sistema financiero mexicano, durante el tiempo que
dure su inhabilitación;

II. Los quebrados y concursados que no hayan
sido rehabilitados y

III. Quienes realicen funciones de regulación,
inspección o vigilancia respecto de las sociedades.

No podrán ser funcionarios de las sociedades
quienes presten sus servicios a cualquier usuario,
entidad financiera o empresa comercial, cuando
tal circunstancia genere un conflicto de intereses,
a juicio de la comisión.

La sociedad deberá verificar que las personas que
sean designadas como consejeros y director
general cumplan, con anterioridad al inicio de sus
gestiones, con los requisitos señalados en este
artículo. La comisión podrá establecer, mediante
disposiciones de carácter general, los criterios
mediante los cuales se deberán integrar los
expedientes que acrediten el cumplimiento de lo
señalado en el presente artículo.

Las sociedades deberán informar a la comisión
los nombramientos de consejeros y del director
general dentro de los cinco días hábiles pos-
teriores a su designación, manifestando expre-
samente que los mismos cumplen con los re-
quisitos aplicables.

La comisión, oyendo previamente al interesado y
a la sociedad afectada, podrá determinar que se
proceda a la suspensión de uno o más de los
miembros del consejo de administración y del

director general de la sociedad, cuando no cuenten
con la suficiente calidad técnica, honorabilidad e
historial crediticio satisfactorio para el desempeño
de sus funciones o incurran de manera grave o
reiterada en infracciones a la presente ley o a las
disposiciones de carácter general que de ella
deriven.

En los casos de las infracciones graves o reite-
radas a que se refiere el párrafo anterior, la comisión
podrá además inhabilitar a las citadas personas
para desempeñar un empleo, cargo o comisión
dentro del sistema financiero mexicano, por un
periodo de seis meses hasta cinco años, sin
perjuicio de las sanciones que conforme a éste u
otros ordenamientos legales fueren aplicables.

Para el ejercicio de las atribuciones que le confiere
este artículo, la comisión deberá contar con una
base de datos sobre el historial de las personas
que participen en el sector financiero.

Las resoluciones a que se refiere este artículo
podrán ser recurridas ante la Secretaría dentro de
los 15 días siguientes a la fecha en que se hubieren
notificado. La propia Secretaría podrá revocar, mo-
dificar o confirmar la resolución recurrida, previa
audiencia de las partes.

Artículo 10. Se requerirá autorización de la
Secretaría, quien oirá la opinión de la comisión y
del Banco de México, para que cualquier persona
o grupo de personas adquiera, directa o indirec-
tamente, mediante una o varias operaciones, simul-
táneas o sucesivas, el control de una sociedad.

Para los efectos señalados en el presente artículo,
se entenderá que una persona o grupo de personas
adquiere el control de una sociedad cuando sea
propietario del 51% o más de las acciones con
derecho a voto representativas del capital pagado
de la sociedad, tenga el control de la asamblea
general de accionistas, esté en posibilidad de nom-
brar a la mayoría de los miembros del consejo de
administración o por cualquier otro medio controle
a la sociedad de que se trate.

Artículo 11. Cualquier modificación a los estatutos
sociales de las sociedades deberá ser sometida a
la aprobación previa de la Secretaría, para su
posterior inscripción en el Registro Público de
Comercio.

Las sociedades informarán a la Secretaría, a la
comisión y al Banco de México la fecha en que
iniciarán actividades.
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Artículo 12. Las sociedades deberán sujetar sus
operaciones y actividades a la presente ley y a las
disposiciones de carácter general que expida el
Banco de México.

Artículo 13. Las sociedades sólo podrán llevar a
cabo las actividades necesarias para la realización
de su objeto, incluyendo el servicio de calificación
de créditos de riesgos, así como las análogas y
conexas que autorice la Secretaría, oyendo la
opinión del Banco de México y de la comisión.

Artículo 14. Las sociedades deberán dar aviso a
la comisión del establecimiento, cambio de
ubicación o clausura de cualquiera de sus oficinas,
por lo menos con 30 días naturales de anticipación.

Artículo 15. Las sociedades podrán invertir en títu-
los representativos del capital social de empresas
que les presten servicios complementarios o
auxiliares en su administración o en la realización
de su objeto, así como de sociedades inmobiliarias
que sean propietarias o administradoras de bienes
destinados a sus oficinas.

Artículo 16. Las sociedades requerirán autoriza-
ción de la Secretaría para fusionarse o escindirse,
previa opinión del Banco de México y de la comi-
sión. Cuando se acuerde la disolución y liquidación
de la sociedad deberán notificarlo a la Secretaría
y al Banco de México, a fin de que esa sociedad
se ajuste a lo que éste les señale en relación con
el manejo y control de su base de datos.

Artículo 17. Las sociedades estarán sujetas a la
inspección y vigilancia de la comisión, a la que
deberán cubrir las cuotas en los términos que
determine la Secretaría. Las sociedades deberán
proporcionar la información y documentos que el
Banco de México determine mediante disposi-
ciones de carácter general, a efecto de que las
autoridades financieras cumplan con sus funciones,
en términos de la ley que les corresponda.

Artículo 18. A las sociedades les estará prohibido:

I. Solicitar y otorgar información distinta a la au-
torizada conforme a esta ley y a las demás dis-
posiciones aplicables;

II. Explotar por su cuenta o de terceros estableci-
mientos mercantiles o industriales o fincas rústicas
y en general, invertir en sociedades de cualquier clase
distintas a las señaladas en la presente ley y

III. Realizar actividades no contempladas en esta
ley y demás disposiciones aplicables:

Artículo 19. La Secretaría, escuchando a la
sociedad afectada y oyendo la opinión del Banco
de México y de la comisión, podrá revocar la
autorización otorgada en los casos en que la
sociedad:

I. Se niegue reiteradamente a proporcionar informa-
ción y documentos al Banco de México o a cual-
quiera de las comisiones encargadas de la ins-
pección y vigilancia de las entidades que solicite
dicha información en los términos dispuestos por
esta ley;

II. Cometa de manera grave o reiterada violaciones
al secreto financiero.

III. No inicie actividades dentro de los seis meses
posteriores a la fecha en que la autorización haya
sido otorgada;

IV. Infrinja reiteradamente lo dispuesto por el
artículo 35 de la presente ley;

V. Altere, modifique o elimine reiteradamente algún
registro de su base de datos, salvo los supuestos
previstos en esta ley y

VI. Infrinja de manera grave o reiterada esta ley o
cualquier otra disposición aplicable.

CAPITULO II

De la base de datos

Artículo 20. La base de datos de las sociedades
se integrará con la información sobre operaciones
crediticias y otras de naturaleza análoga que le
sea proporcionada por los usuarios.

En caso de que la información proporcionada por
el usuario sea relativa a una persona moral, el
usuario podrá incluir a los funcionarios respon-
sables de la dirección general y de las finanzas,
así como a los accionistas principales.

Cuando el Banco de México lo determine, con-
siderando el comportamiento del mercado, el
tamaño del sector financiero y las tarifas de
aquellas sociedades que se encuentren operando
al amparo de esta ley, podrá emitir disposiciones
de carácter general para que las entidades
financieras proporcionen información relativa a sus
operaciones crediticias a las sociedades orga-
nizadas conforme a esta ley.
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Artículo 21. Las sociedades establecerán ma-
nuales operativos estandarizados que deberán ser
observados por los diferentes tipos de usuarios,
para llevar a cabo el registro de información en su
base de datos, así como para la emisión, recti-
ficación e interpretación de los reportes de crédito
y reportes de crédito especiales que la sociedad
emita.

Los manuales operativos citados en el párrafo
anterior, deberán ser aprobados por el consejo de
administración de la sociedad.

Artículo 22. La sociedad deberá adoptar las
medidas de seguridad y control que resulten ne-
cesarias para evitar el manejo indebido de la
información.

Para efectos de esta ley, se entenderá por uso o
manejo indebido de la información cualquier acto
u omisión que cause daño en su patrimonio, al
sujeto del que se posea información, así como
cualquier acción que se traduzca en un beneficio
patrimonial a favor de los funcionarios y empleados
de la sociedad o de esta última, siempre y cuando
no se derive de la realización propia de su objeto.

Artículo 23. Las sociedades están obligadas a
conservar la información que les sea proporcionada
por los usuarios, relativa a personas físicas, durante
un plazo de 84 meses, contados a partir de la fecha
en que:

I. El usuario cobre el crédito otorgado;

ll. Se ejecute la sentencia ejecutoriada que haya
condenado al cliente al pago de las obligaciones
derivadas del crédito correspondiente;

III. Se extinga el derecho del actor para pedir la
ejecución de dicha sentencia;

IV. Prescriba la acción del usuario para cobrar el
crédito a cargo del cliente.

Tratándose de personas físicas, las sociedades
deberán eliminar de su base de datos la infor-
mación relativa a las operaciones respecto de las
cuales el plazo antes mencionado haya trans-
currido, una vez que el usuario correspondiente le
haya notificado dicha circunstancia, así como en
aquellos casos en que el Banco de México,
mediante disposiciones de carácter general
determine sobre la eliminación de créditos menores
a 1 mil Udis.

Las sociedades no podrán eliminar de su base de
datos, información que les haya sido proporcionada
por los usuarios, relativa a personas morales.

Los reportes de crédito deberán contener historiales
crediticios por los periodos que los usuarios
soliciten.

Artículo 24. La eliminación de información prevista
en el artículo anterior no será aplicable:

I. Tratándose de uno o más créditos cuyo saldo
insoluto por concepto de principal al momento de
la falta de pago de alguna cantidad adeudada a un
acreedor sea igual o mayor que el equivalente a
300 mil Udis, de conformidad con el valor de dicha
unidad aplicable en la o las fechas en que se
presenten las faltas de pago respectivas, indepen-
dientemente de la moneda en que estén deno-
minados o

II. En los casos en que exista una sentencia firme
en la que se condene al cliente por la comisión de
un delito patrimonial intencional relacionado con
algún crédito y que se haya hecho del conoci-
miento de la sociedad por alguno de sus usuarios.

CAPITULO III

De la prestación del servicio de
información crediticia

Artículo 25. Sólo las entidades financieras y las
empresas comerciales podrán ser usuarios de la
información que proporcionen las sociedades.

Artículo 26. Las sociedades deberán proporcionar
información a los usuarios, a las autoridades judi-
ciales en virtud de providencia dictada en juicio en
el que el cliente sea parte o acusado, así como a
las autoridades hacendarías federales, a través de
la comisión, para efectos fiscales, de combate al
blanqueo de capitales o de acciones tendientes a
prevenir y castigar el financiamiento del terrorismo.

Las sociedades podrán negar la prestación de sus
servicios a aquellas personas que no les propor-
cionen información para la realización de su objeto.
Para esos efectos, se considerará que una persona
no proporciona información, cuando realice en
forma habitual y profesional operaciones de crédito
u otras de naturaleza análoga y no proporcione
información sobre las mismas.

Artículo 27. Las sociedades, al proporcionar in-
formación sobre operaciones crediticias y otras de
naturaleza análoga, deberán guardar secreto
respecto de la identidad de los acreedores, salvo
en el supuesto a que se refiere el artículo 39 de la
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presente ley, en cuyo caso, informarán direc-
tamente a los clientes el nombre de los acreedores
que correspondan.

Artículo 28. Las sociedades sólo podrán pro-
porcionar información a un usuario, cuando éste
cuente con la autorización expresa del cliente,
mediante su firma autógrafa, en donde conste de
manera fehaciente que tiene pleno conocimiento
de la naturaleza y alcance de la información que
la sociedad proporcionará al usuario que así la
solicite, del uso que dicho usuario hará de tal in-
formación y del hecho de que éste podrá realizar
consultas periódicas de su historial crediticio,
durante el tiempo que mantenga relación jurídica
con el cliente.

Asimismo, el Banco de México podrá autorizar a
las sociedades los términos y condiciones bajo
los cuales podrán pactar con los usuarios la
sustitución de la firma autógrafa del cliente, con
alguna de las formas de manifestación de la
voluntad señaladas en el artículo 1803 del Código
Civil Federal.

La autorización expresa a que se refiere este
artículo será necesaria tratándose de:

I. Personas físicas y

II. Personas morales con créditos totales inferiores
a 400 mil Udis, de conformidad con el valor de
dicha unidad publicado por el Banco de México a
la fecha en que se presente la solicitud de infor-
mación. Los usuarios que realicen consultas
relacionadas con personas morales con créditos
totales superiores a 400 mil Udis, no requerirán de
la autorización expresa a que se refiere el presente
artículo.

La obligación de obtener las autorizaciones a que
se refiere este artículo, no aplicará a la información
solicitada por la comisión, por las autoridades
judiciales en virtud de providencia dictada en juicio
en que el cliente sea parte o acusado y por las
autoridades hacendarías federales, cuando la
soliciten a través de la comisión, para fines fiscales,
de combate al blanqueo de capitales o de acciones
tendientes a prevenir y castigar el financiamiento
del terrorismo.

La vigencia de la autorización prevista en el primer
párrafo de este artículo será de un año contado a
partir de su otorgamiento o hasta dos años adi-
cionales a ese año si el cliente así lo autoriza
expresamente. En todo caso, la vigencia per-
manecerá mientras exista relación jurídica entre
el usuario y el cliente.

Los reportes de crédito especiales que sean
entregados a los clientes en términos de esta ley
deberán contener la identidad de los usuarios que
hayan consultado su información en los 24 meses
anteriores.

Cuando el texto que contenga la autorización del
cliente forme parte de la documentación que deba
firmar el mismo para gestionar un servicio ante
algún usuario, dicho texto deberá incluirse en una
sección especial dentro de la documentación citada
y la firma autógrafa del cliente relativa al texto de
su autorización deberá ser una firma adicional a la
normalmente requerida por el usuario para el trámite
del servicio solicitado.

En caso de que alguna sociedad proporcione infor-
mación sin que se haya recabado la autorización
a que se refiere este artículo, en los términos de
los artículos 29 y 30 siguientes, se entenderá como
violación de dicha sociedad a las disposiciones
relativas al secreto financiero de que se trate.

Artículo 29. Los usuarios que sean empresas
comerciales podrán realizar consultas a las
sociedades a través de funcionarios o empleados
previamente autorizados que manifiesten, bajo
protesta de decir verdad, que se cuenta con la
autorización a que se refiere el primer párrafo del
artículo 28 de esta ley. Dichos usuarios deberán
enviar los originales de tales autorizaciones a la
sociedad de que se trate en un plazo que no podrá
exceder de 30 días posteriores a la fecha en que
se realizó la consulta.

Cuando los usuarios que sean empresas comer-
ciales no proporcionen la autorización a la sociedad
de que se trate en el plazo señalado en el párrafo
anterior, ésta no incurrirá en violación al secreto
financiero, siempre y cuando notifique tal hecho a
la comisión dentro de los 10 días hábiles siguientes
a la fecha en que debió haberla recibido.

Una vez que la comisión reciba la notificación a
que se refiere el párrafo anterior, podrá solicitar a
la sociedad de que se trate que presente una
denuncia en contra de quien resulte responsable
por la violación al secreto financiero; adicional-
mente, la comisión podrá solicitar a las sociedades
que suspendan el servicio a la empresa comercial
en cuestión.

Los usuarios que sean empresas comerciales
deberán guardar absoluta confidencialidad respecto
al contenido de los reportes de crédito que les sean
proporcionados por las sociedades.
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Las sociedades deberán verificar que los usuarios
que sean empresas comerciales cuenten con las
autorizaciones a que se refiere el primer párrafo
del artículo 28. Las sociedades estarán legitimadas
para ejercer las acciones legales que sean ne-
cesarias en contra de empresas comerciales y/o
empleados de éstas, por violación al secreto
financiero, cuando de tales verificaciones resulte
que no existían las autorizaciones mencionadas.

Artículo 30. Los usuarios que sean entidades
financieras podrán realizar consultas a las so-
ciedades a través de funcionarios o empleados
previamente autorizados ante las sociedades que
manifiesten bajo protesta de decir verdad, que
cuentan con la autorizáción mencionada.

Dichos usuarios deberán mantener en sus archivos
la autorización del cliente, en la forma y términos
que señale la comisión, por un periodo de cuando
menos 12 meses contados a partir de la fecha en
que se haya realizado la consulta sobre el com-
portamiento crediticio de un cliente a una sociedad.
Asimismo, dichos usuarios serán responsables de
la violación de las disposiciones relativas al secreto
financiero en los términos del artículo 38 de esta
ley, cuando no cuenten oportunamente con la
autorización referida.

La comisión podrá solicitar a las entidades finan-
cieras que le exhiban las autorizaciones de los
clientes respecto de los cuales hayan solicitado
información a las sociedades y de no contar con
ella, imponer a la entidad financiera de que se trate,
las sanciones que correspondan, sin perjuicio de
que las sociedades puedan también verificar la
existencia de dichas autorizaciones y comuniquen
a la comisión los incumplimientos que detecten.

Tratándose de usuarios que sean entidades
financieras, las sociedades sólo serán respon-
sables de violar el secreto financiero cuando no
obtengan la manifestación bajo protesta de decir
verdad a que se refiere el primer párrafo de este
artículo.

Artículo 31. La comisión podrá autorizar que los
envíos a las sociedades de las autorizaciones a
que se refiere el artículo 28 de esta ley, se realicen
a través de medios electrónicos o medios di-
gitalizados, en cuyo caso los usuarios deberán
conservar en sus archivos la autorización del cliente
por el plazo que se mantenga vigente el crédito
que en su caso se otorgue o bien por un periodo
de cuando menos 12 meses contados a partir de
la fecha en que se haya realizado la consulta sobre
el comportamiento crediticio de un cliente a una

sociedad. Las sociedades estarán obligadas a
verificar, a solicitud de la comisión, la existencia
de dicha autorización.

Artículo 32. Las sociedades podrán pactar la
prestación de sus servicios, mediante el uso de
equipos, medios electrónicos, ópticos o de cual-
quier otra tecnología, sistemas automatizados de
procesamientos de datos y redes de telecomu-
nicaciones, ya sean privados o públicos, estable-
ciendo en los contratos respectivos las bases para
determinar lo siguiente:

I. Los servicios cuya prestación se pacte;

II. Los medios de identificación de los usuarios y
de los clientes y

lII. Los medios por los que se haga constar la
creación, transmisión, modificación o extinción de
derechos y obligaciones inherentes a los servicios
de que se trate.

El uso de los medios de identificación que se
establezcan conforme a lo previsto por este artículo,
en sustitución de la firma autógrafa, producirá los
mismos efectos que las leyes otorgan a los do-
cumentos correspondientes y en su caso, tendrán
el mismo valor probatorio.

Artículo 33. La sociedad deberá contar con siste-
mas y procesos para verificar la identidad del
usuario o del cliente mediante el proceso de au-
tenticación que ésta determine, el cual deberá ser
aprobado previamente por el propio consejo de
administración de la sociedad, a fin de salvaguardar
la confidencialidad de la información en los térmi-
nos de las disposiciones legales aplicables.

Artículo 34. Los reportes de crédito y los reportes
de crédito especiales no tendrán valor probatorio
en juicio y deberán contener una leyenda que así
lo indique.

Artículo 35. Las sociedades no podrán establecer
políticas o criterios de operación que restrinjan,
obstaculicen o impongan requisitos excesivos para
proporcionar o recibir información, salvo lo dis-
puesto en el segundo párrafo del artículo 26 de la
presente ley.

Las sociedades no podrán impedir a sus usuarios
que proporcionen o soliciten información a otras
sociedades. Las sociedades tampoco podrán es-
tablecer límites cuantitativos al número de consultas
que puedan realizar los usuarios.
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Artículo 36. Las sociedades que por primera vez
proporcionen su base primaria de datos a otras
sociedades deberán transmitírselas en su totalidad,
a más tardar dentro del mes siguiente a aquél en
que éstas se lo soliciten.

A fin de mantener actualizada la información, en
adición a lo señalado en el párrafo anterior, las
sociedades deberán proporcionar la información
capturada cada mes en su base primaria de datos
a todas aquellas sociedades que así lo hubieren
solicitado. La citada información deberá ser pro-
porcionada dentro de los 15 días naturales si-
guientes al mes en que hayan realizado la citada
captura de información.

Cada sociedad, al proporcionar información a otras
sociedades, deberá evitar distorsiones en la in-
formación transmitida respecto de la que origi-
nalmente fue recibida de los usuarios.

Las sociedades deberán establecer de común
acuerdo los estándares que utilizarán entre sí para
proporcionarse sus bases primarias de datos. En
caso de no alcanzarse el acuerdo mencionado, el
Banco de México deberá fijar en reglas de carácter
general dichos estándares.

El Banco de México determinará mediante reglas
de carácter general las cantidades que podrán
cobrar las sociedades que suministran a otras sus
bases primarias de datos, tomando en cuenta los
gastos e inversiones en que las primeras hayan
incurrido para la integración y actualización de
dichas bases, así como por la transmisión de la
información respectiva.

Asimismo, toda sociedad deberá enviar reportes
con la misma información de los reportes de crédito
especiales, a otras sociedades que así lo soliciten,
siempre y cuando éstas cuenten, directamente o
a través del usuario que haya solicitado dicha
información originalmente, con la autorización a
que se refiere el artículo 28 de esta ley. Las tarifas
de los referidos reportes entre sociedades, deberán
ser menores o iguales a las tarifas vigentes que
cada sociedad ofrezca a cualquiera de sus usuarios
por los reportes de crédito especiales, tomando
en cuenta la cantidad de consultas realizadas o la
cantidad de información aportada a la sociedad.
Asimismo, los plazos y condiciones en que se
realice tal envío, deberán ajustarse a las dispo-
siciones de carácter general que establezca el
Banco de México.

Artículo 37. Las sociedades deberán presentar a
la comisión manuales que establezcan las me-

didas mínimas de seguridad, mismas que incluirán
el transporte de la información, así como la se-
guridad física, logística y en las comunicaciones.
Dichos manuales deberán contener, en su caso,
las medidas necesarias para la seguridad del
procesamiento externo de datos.

Los usuarios podrán verificar, con el consentimiento
de las sociedades, que existan las medidas de
seguridad necesarias para salvaguardar la
información que los usuarios les proporcionen.

CAPITULO IV

De la protección de los intereses
del cliente

Artículo 38. Con excepción de la información que
las sociedades proporcionen en los términos de
esta ley y de las disposiciones generales que se
deriven de ella, serán aplicables a las sociedades,
a sus funcionarios y a sus empleados las dispo-
siciones legales relativas al secreto financiero, aun
cuando los mencionados funcionarios o empleados
dejen de prestar sus servicios en dichas so-
ciedades.

Los usuarios de los servicios proporcionados por
las sociedades, sus funcionarios, empleados y
prestadores de servicios, deberán guardar con-
fidencialidad sobre la información contenida en los
reportes de crédito a los que tengan acceso.

Artículo 39. Los clientes que gestionen algún
servicio ante algún usuario, podrán solicitar a éste
los datos que hubiere obtenido de la sociedad, a
efecto de aclarar cualquier situación respecto de
la información contenida en el reporte de crédito.

Artículo 40. Los clientes tendrán el derecho de
solicitar a la sociedad su reporte de crédito es-
pecial, a través de las unidades especializadas de
la sociedad, de las entidades financieras o, en el
caso de empresas comerciales, de quienes desig-
nen como responsables para esos efectos. Dichas
unidades estarán obligadas a tramitar las soli-
citudes presentadas por los clientes.

La sociedad deberá formular el reporte de crédito
especial solicitado en forma clara, completa y
accesible, de tal manera que se explique por sí
mismo o con la ayuda de un instructivo anexo y
enviarlo o ponerlo a disposición del cliente en un
plazo de cinco días hábiles contado a partir de la
fecha en que la sociedad hubiera recibido la so-
licitud correspondiente.
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El reporte de crédito especial deberá permitir al
cliente conocer de manera clara y precisa la con-
dición en que se encuentra su historial crediticio.

Para efectos de la entrega del reporte de crédito
especial, las sociedades deberán, a elección del
cliente:

I. Ponerlo a su disposición en la unidad espe-
cializada de la sociedad;

II. Enviarlo a la dirección de correo electrónico que
haya señalado en la solicitud correspondiente;

III. Enviarlo en sobre cerrado con acuse de recibo
a la dirección que haya señalado en la solicitud
correspondiente.

Las sociedades estarán obligadas a enviar o a poner
a disposición de los clientes, junto con cada reporte
de crédito especial, un resumen de sus derechos
y de los procedimientos para acceder y, en su caso,
rectificar los errores de la información contenida
en dicho documento. Adicionalmente, estarán
obligadas a mantener a disposición del público en
general el contenido del resumen mencionado.

Artículo 41. Los clientes tendrán derecho a solicitar
a las sociedades el envío gratuito de su reporte de
crédito. Especial cada vez que transcurran 12
meses. Lo anterior, siempre que soliciten que el
envío respectivo se lleve a cabo por correo
electrónico o que acudan a recogerlo a la unidad
especializada de la sociedad.

En caso de que los clientes que sean personas
físicas soliciten que su reporte de crédito especial
les sea enviado por el medio señalado por el artículo
40 fracción III de esta ley o tratándose de una
solicitud adicional del reporte de crédito especial,
la sociedad deberá ajustarse a las disposiciones
de carácter general a que se refiere el artículo 12
de la presente ley.

Artículo 42. Cuando los clientes no estén con-
formes con la información contenida en su reporte
de crédito o reporte de crédito especial, podrán
presentar una reclamación. Las sociedades no
estarán obligadas a tramitar reclamaciones sobre
la información contenida en los registros que hayan
sido objeto de una reclamación previa, respecto
de la cual se haya seguido el procedimiento previsto
en el presente artículo y en los artículos 43 y 45.
Dicha reclamación deberá presentarse por escrito
o por medios electrónicos ante la unidad es-
pecializada de la sociedad, adjuntando copia del
reporte de crédito o reporte de crédito especial en

el que se señale con claridad los registros en que
conste la información impugnada, así como copias
de la documentación en que funden su inconfor-
midad. En caso de no contar con la documentación
correspondiente, deberán explicar esta situación
en el escrito o medio electrónico que utilicen para
presentar su reclamación.

Los términos en los que la sociedad deberá atender
la reclamación señalada en el párrafo anterior,
serán determinados por el Banco de México,
mediante las disposiciones de carácter general a
que se refiere el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 43. La sociedad deberá entregar a la
unidad especializada de las entidades financieras
o, en el caso de empresas comerciales, a quienes
designen como responsables para esos efectos,
la reclamación presentada por el cliente, dentro
de un plazo de cinco días hábiles contado a partir
de la fecha en que la sociedad la hubiere recibido.
Los usuarios de que se trate deberán responder
por escrito a la reclamación presentada por el
cliente, dentro del plazo previsto en el artículo 44
de esta ley.

Una vez que la sociedad notifique por escrito la
reclamación al usuario respectivo, deberá incluir
en el registro de que se trate la leyenda “registro
impugnado”, misma que se eliminará hasta que
concluya el trámite contenido en los artículos 44,
45 y 46 del presente capítulo.

Artículo 44. Si las unidades especializadas de
las entidades financieras o en el caso de empresas
comerciales, de quienes designen como respon-
sables para esos efectos, no hacen llegar a la
sociedad su respuesta a la reclamación presentada
por el cliente dentro de un plazo de 30 días na-
turales contado a partir de que hayan recibido la
notificación de la reclamación, la sociedad deberá
modificar o eliminar de su base de datos la in-
formación que conste, en el registro de que se
trate, según lo haya solicitado el cliente, así como
la leyenda “registro impugnado”.

Artículo 45. Si el usuario acepta total o parcial-
mente lo señalado en la reclamación presentada
por el cliente, deberá realizar de inmediato las
modificaciones conducentes en su base de datos
y notificar de lo anterior a la sociedad que le haya
enviado la reclamación, remitiéndole la corrección
efectuada a su base de datos.

En caso de que el usuario acepte parcialmente lo
señalado en la reclamación o señale la im-
procedencia de ésta, deberá expresar en su
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respuesta los elementos que consideró respecto
de la reclamación, misma que la sociedad deberá
remitir al cliente que haya presentado la recla-
mación, dentro de los cinco días hábiles siguientes
a que reciba la respuesta del usuario. El cliente
podrá manifestar en un texto de no más de 100
palabras los argumentos por los que a su juicio la
información proporcionada por el usuario es
incorrecta y solicitar a la sociedad que incluya
dicho texto en sus futuros reportes de crédito.

En caso de que los errores objeto de la reclamación
presentada por el cliente sean imputables a la
sociedad, ésta deberá corregirlos de manera
inmediata.

Artículo 46. Las sociedades sólo podrán incluir
nuevamente dentro de su base de datos la in-
formación previamente contenida en los registros
que haya modificado o eliminado de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 44 y 45 de esta
ley, cuando el usuario le envíe los elementos que
sustenten, a juicio de éste, la inclusión, nueva-
mente, de la información impugnada. En tal
supuesto, la sociedad eliminará la leyenda “registro
impugnado” e informará de dicha situación al
cliente, remitiéndole la respuesta del usuario junto
con un nuevo reporte de crédito especial, en un
plazo de cinco días hábiles, contado a partir de
que la sociedad haya incluido nuevamente la
información impugnada por el cliente. El costo del
reporte de crédito especial referido y el de su envío
será con cargo al usuario.

Las sociedades no tendrán responsabilidad alguna
con motivo de las modificaciones, inclusiones o
eliminaciones de información o de registros que
realicen como parte del procedimiento de re-
clamación previsto en este capítulo. En el desaho-
go de dicho procedimiento las sociedades se
limitarán a entregar a los usuarios y a los clientes
la documentación que a cada uno corresponda en
términos de los artículos anteriores y no tendrán a
su cargo resolver, dirimir o actuar como amigable
componedor de las diferencias que surjan entre
unos y otros.

Artículo 47. En los casos en que la reclamación
resulte en una modificación a la información del
cliente contenida en la base de datos de la so-
ciedad, ésta deberá poner a disposición del cliente
un nuevo reporte de crédito especial en la dirección
establecida al efecto. Adicionalmente deberá enviar
un reporte de crédito actualizado a los usuarios que
hubieran recibido información sobre el cliente en
los últimos seis meses y a las demás sociedades.

El costo de los reportes anteriores y su envío será
cubierto por el usuario o la sociedad, dependiendo
de a quien sea imputable el error en la información
contenida en la referida base de datos.

Artículo 48. Las sociedades podrán establecer en
los contratos de prestación de servicios que
celebren con los usuarios, que ambos se com-
prometen a dirimir los conflictos que tengan con
los clientes con motivo de la inconformidad sobre
la información contenida en los registros que
aparecen en la base de datos, a través del proceso
arbitral ante la Comisión Nacional para la Protec-
ción y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros o ante la instancia de información,
protección y defensa de las personas, según sea
el caso, siempre y cuando el cliente solicite sus-
cribir el modelo de compromiso arbitral en amigable
composición que se anexe a dichos contratos,
mismo que deberá prever plazos máximos.

Las unidades especializadas de las entidades
financieras o, en el caso de empresas comerciales,
quienes designen como responsables para esos
efectos, deberán informar a la sociedad el laudo
respectivo.

Artículo 49. Una vez que la sociedad haya ac-
tualizado la información contenida en su base de
datos, deberá poner a disposición de la comisión
un listado de los registros que por cualquier causa
hubiesen sido eliminados, incluidos o modificados
como resultado de la reclamación presentada por
el cliente.

Artículo 50. La sociedad, trimestralmente, deberá
poner a disposición de la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros y de la instancia de información,
protección y defensa de las personas, según
corresponda, el número de reclamaciones y errores
respecto de la información contenida en su base
de datos, relacionando dicha información con los
usuarios o sociedad de que se trate y los modelos
de convenios arbítrales que, en su caso, se
comprometan a adoptar junto con los uisuarios,
en términos del artículo 47 de esta ley. Lo anterior
podrá ser dado a conocer al público por la autoridad
correspondiente.

CAPITULO V

De las sanciones

Artículo 51. Las sociedades responderán por los
daños que causen a los clientes al proporcionar
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información cuando exista culpa grave, dolo o mala
fe en el manejo de la base de datos.

Los usuarios que proporcionen información a las
sociedades igualmente responderán por los daños
que causen al proporcionar dicha información,
cuando exista culpa grave, dolo o mala fe.

Artículo 52. Aquellos usuarios que obtengan
información de una sociedad sin contar con la
autorización a que se refiere el artículo 28 de esta
ley o que de cualquier otra forma cometan alguna
violación al secreto financiero, estarán obligados
a reparar los daños que se causen, sin menoscabo
de las demás sanciones, incluyendo las penales,
que procedan.

Adicionalmente, la comisión podrá prohibir a las
sociedades que proporcionen información a los
usuarios que no obtengan la autorización a que se
refiere el artículo 28 de la presente ley.

Artículo 53. La comisión, oyendo previamente al
interesado, podrá inhabilitar para desempeñar un
empleo, cargo o comisión dentro del sistema
financiero mexicano, por un periodo de seis meses
a 10 años, a aquellos funcionarios o empleados
de las sociedades o de las entidades financieras
que, de cualquier forma, cometan alguna violación
a las disposiciones relativas al secreto financiero.
Dichas personas estarán obligadas, además, a
reparar los daños que se hubieran causado. Lo
anterior, sin perjuicio de las sanciones a que los
usuarios se hagan acreedores conforme a esta ley
u otros ordenamientos legales.

Artículo 54. La comisión sancionará a las so-
ciedades con multa de 20 a 100 veces el salario
mínimo general diario vigente en el Distrito Federal,
cuando:

I. No se envíe el reporte de crédito especial al cliente
dentro de los plazos previstos en esta ley;

II. No se envíen los informes y los reportes de
crédito en los plazos previstos en el Capítulo IV
del Título Segundo de la presente ley;

III. Alteren, eliminen o modifiquen algún registro
de la base de datos de las sociedades, sin algún
motivo que así lo justifique.

Sin perjuicio de lo anterior, la sociedad deberá pro-
ceder a efectuar la corrección respectiva.

Artículo 55. La comisión sancionará a las socie-
dades con multa de 100 a 500 veces el salario
mínimo general diario vigente en el Distrito Federal,
cuando:

I. Proporcionen el nombre, domicilio y cualquier
otro dato del cliente contenido en su base de datos
a un usuario o a un tercero, sin contar con la au-
torización del cliente, sin perjuicio de las demás
sanciones a que se hagan acreedores, incluso de
naturaleza penal, conforme a esta ley u otros
ordenamientos legales y

II. Hagan uso o manejo indebido de la información,
en los términos del artículo 22 de esta ley.

Artículo 56. Las comisiones encargadas de la
inspección y vigilancia de las entidades financieras
de que se trate, podrán sancionar a las mismas
con una multa de 100 a 500 veces el salario mínimo
general diario vigente en el Distrito Federal, cuando
soliciten información sin contar con la autorización
prevista en el artículo 28, sin perjuicio de las demás
sanciones a que se hagan acreedoras incluso de
naturaleza penal, conforme a esta ley u otros
ordenamientos legales.

CAPITULO II

Quitas y reestructuras

Artículo 57. Si un cliente y un usuario, con motivo
del atraso en el cumplimiento de las obligaciones
del primero, celebran un convenio en virtud del cual
se reduzca, modifique o altere la obligación inicial,
el usuario deberá hacerlo del conocimiento de la
sociedad, a fin de que se haga la anotación res-
pectiva con la leyenda “reestructurado” en la base
de datos y en consecuencia en los reportes de
crédito que emita.

Artículo 58. En caso de que la reestructuración
obedezca a una oferta por parte del usuario, esta
situación deberá ser reflejada en el reporte de
crédito que se emita.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. Este decreto entrará en vigor a los 30
días naturales siguientes a su publicación en el
Diario Oficial  de la Federación, salvo por lo
dispuesto en los artículos transitorios segundo y
tercero siguientes.

Segundo. Las sociedades y las entidades finan-
cieras tendrán un plazo de seis meses para ajustar
sus sistemas y estructuras a lo previsto en el
presente decreto.

Tercero. El plazo de 30 días naturales a que se
refiere el artículo 44 de la presente ley, entrará en
vigor a más tardar el 31 de diciembre de 2004. En
ningún caso podrá exceder de 60 días a partir de
entrada en vigor la presente ley. El Banco de
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México, mediante disposiciones de carácter
general, emitirá un programa en el que se dé a
conocer el mecanismo gradual para reducir el plazo
de respuesta de los usuarios, a fin de que éstos
efectúen las adecuaciones a sus sistemas y se
cumpla con lo señalado en el citado precepto legal.

Cuarto. Los usuarios que a la fecha de entrada en
vigor de este decreto mantengan relaciones
jurídicas con sus clientes, podrán continuar
realizando consultas periódicas a las sociedades
sobre el comportamiento crediticio de tales clientes,
hasta que dichas relaciones jurídicas terminen por
cualquier causa.

Quinto. Se derogan los artículos 33, 33-A y 33-B
de la Ley para Regular las Agrupaciones Finan-
cieras, las reglas generales a las que deberán
sujetarse las sociedades de información crediticia
a que se refiere el artículo 33 de la Ley para Regular
las Agrupaciones Financieras, así como las demás
disposiciones que se opongan a lo dispuesto por
esta ley.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados,
México, D.F., a 22 de diciembre del 2001.—
Comisión de Hacienda y Crédito Público.—
Diputados: Enrique Alonso Aguilar Borrego,
Francisco Agundis Arias, Manuel Añorve Baños,
Enoch Araujo Sánchez, Miguel Arizpe Jiménez,
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, Florentino
Castro López, Jorge A. Chávez Presa, Enrique Oc-
tavio de la Madrid Cordero, Francisco de Jesús de
Silva Ruiz, Roberto Javier Fuentes Domínguez,
Julián Hernández Santillán, Diego Alonso Hinojosa
Aguerrevere, Guillermo Hopkins Gámez, Oscar
Guillermo Levín Coppel, Rosalinda López Her-
nández, José Antonio Magallanes Rodríguez, José
Manuel Minjarez Jiménez, César Alejandro Monraz
Sustaita, José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos
de la Torre, Francisco Raúl Ramírez Avila, Gus-
tavo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz, Arturo
San Miguel Cantú, Reyes Antonio Silva Beltrán,
Yadhira Ivette Tamayo Herrera, José Luis Ugalde
Montes, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco Yunes
Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

La Presidenta:

Es de primera lectura.

Consulte la Secretaría a la Asamblea, en votación
económica, si se le dispensa la segunda lectura y
se pone a discusión y votación de inmediato.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el

Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en votación eco-
nómica se consulta a la Asamblea si se le dispensa
la segunda lectura al dictamen y se pone a discu-
sión y votación de inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Se le dispensa la segunda lectura.

Por la comisión para fundamentar el dictamen en
los términos del artículo 108 del Reglamento
Interior, se concede el uso de la palabra al diputado
Enrique de la Madrid Cordero, hasta por 15 minutos.

El diputado Enrique Octavio de la
Madrid Cordero:

Con su permiso, señora Presidenta:

A nombre de la Comisión de Hacienda, tengo el
honor de presentarme para proponer a esta Asam-
blea el voto favorable de la Ley de Sociedades de
Información Crediticia.

Este tema tiene como propósito regular, lo que es
un tema muy importante hoy día en nuestro país,
que es el de los comúnmente llamados burós de
crédito.

A raíz de la crisis bancaria que surge en el año de
1994 y como algunas de las medidas para ir
fortaleciendo al sistema financiero mexicano, es
que surge la necesidad de crear un buró de crédito
con la idea de ir generando un historial crediticio
de todos los mexicanos que tengan acceso al
crédito o quieran tener, a fin de conocer su historial
crediticio.

Evidentemente después de la crisis financiera,
muchos mexicanos se vieron imposibilitados de
cubrir sus compromisos de pago tanto en créditos
al sector agropecuario, créditos hipotecarios,
créditos empresariales y por lo mismo, la existencia
y la percepción de estar dentro del buró ha generado
una sensación muy negativa dentro de los que
aspiran al crédito.

Hoy día la regulación de los burós o del buró de
crédito se encuentra únicamente en el artículo 33,
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33-A y 33-B de la Ley para Regular las Agru-
paciones Financieras; esto es, no existe una ley
específica de la materia sobre los burós de crédito.
La propuesta es entonces votar a favor de una ley
de sociedades de información crediticia que tiene
precisamente como propósito regular la actividad
de los burós y sobre todo darle una serie de
garantías y una serie de derechos a los clientes, a
los usuarios de estos burós.

Me permitiría hacer algunas aclaraciones y sobre
todo destacar algunas de las virtudes que en la
Comisión de Hacienda vimos sobre el particular.

Hoy día existe una total incertidumbre sobre si se
encuentra uno o no se encuentra uno en el buró y
lo utilizan muchas veces como argumento al tratar
de acceder al crédito en donde se deniega el
acceso al crédito precisamente señalando que se
encuentra uno en el buró.

No existe hoy día manera de aclarar si se está,
con qué señalamientos, si es negativa la cuestión
y sobre todo no existen argumentos o mecanismos
de salida, ¿cómo salgo del buró de crédito?

Precisamente lo que se procura ahora con esta
Ley de Sociedad de Información Crediticia es dejar
reglas muy claras sobre cómo tener una sociedad
de información crediticia pero, sobre todo, cuáles
son los derechos de los clientes.

Me enfocaré sobre todo en la parte de los derechos
de los clientes, que es la parte quizá más noble
de esta ley.

Surge el derecho de las personas físicas al olvido;
esto es, existe la posibilidad de que una vez que
transcurran 84 meses, que son siete años, puedan
los créditos menores a 300 mil Udis, tengan
derecho a que después de siete años esos créditos
y ese historial se borre del buró.

Para las empresas, para las personas morales no
existe ese derecho al olvido pero lo que sí es
importante es que en el rubro, en las bases de
datos del buró quede acreditado que si hubo una
reestructuración, ¿cuáles fueron los términos de
la reestructuración?, ¿que si hubo una quita?,
¿cuáles fueron los términos de la quita.

Que quede claro que la historia en este sentido es
imparcial, queda tanto los hechos como quedan
también los hechos negativos, los hechos de no
pago.

Existe la necesidad, para ser consistente con lo
que es el secreto bancario, de autorizar expresa-

mente el cliente a las sociedades que requieran
de esa información, el que pueda el buró darles
ese tipo de información.

También existe, como un derecho de los clientes,
esto es de los que quieren acceder al crédito, el
tener un reporte anual de manera gratuita, por parte
del buró, para que de esa manera sepa uno cuál
es el historial crediticio a esa fecha.

Existe también, cosa que no existe hoy día, el
derecho a la reclamación, en caso de incon-
formidad del cliente con la información contenida
en su reporte.

Hago énfasis otra vez en este tema en particular.
Hoy día se señala que está uno en el buró, no
tiene uno manera de confirmarlo, no tiene uno
acceso a las bases de datos, ni tampoco tiene
uno manera de reclamar ni de corregir esa
información.

Ahora la propuesta de esta ley sería que con el
derecho a la reclamación exista una serie de
intercambios de información para que salgan las
correcciones correspondientes en la base de
datos. Existe entonces el derecho a que se realicen
las modificaciones en su historial.

Puede también haber una impugnación de las re-
soluciones de la sociedad derivadas precisamen-
te de esas reclamaciones a través de un proce-
dimiento que se pacte o que pacte el usuario con
la sociedad e incluyendo la capacidad de arbitraje
de parte de la Condusef y bajo compromiso de
amigable composición por parte del cliente.

Existe obligación de las entidades financieras o
comerciales, de informar y de especificar a la
sociedad de información los casos en que los
clientes, como lo había comentado, reestruc-
turaron en qué términos. Hoy día surge la situación
de que muchas veces aunque los bancos fueron
los que dieron el programa de beneficios para
reestructurar, sin embargo aparece uno en el buró
de crédito como un crédito reestructurado y de
acuerdo a las reglas de la supervisión bancaria y
la regulación bancaria, le impide a uno acceder al
crédito.

La idea es que quede preciso que cuando el
programa fue a iniciativa de los bancos, entonces
eso no debe ser tomado como una nota mala o
como un no pago; simplemente se usó el beneficio
que el banco estaba dando.

Incluso cuando la quita, porque existen a veces
quebrantos para los bancos, que también queden
especificados los términos de esos arreglos.
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En la Comisión de Hacienda creemos que es fun-
damental reglamentar el uso de la información en
materia crediticia. Creemos que es indispensable
para que vuelva a fluir el crédito en este país, que
exista un lugar donde se puedan acceder y conocer
el historial crediticio de las personas, pero también
creemos que es fundamental que los clientes, que
las personas tengan derecho a ver qué información
existe en el buró, tengan derecho a reclamar y
hacer las correcciones correspondientes y que de
esta manera vayamos trabajando juntos hacia un
sistema financiero que cumpla con su misión, que
es efectivamente dar el crédito.

Por último, simplemente a manera de comentario,
queda pendiente para este Congreso modifica-
ciones y un estudio mucho más detallado sobre el
tema jurisdiccional, la operación de los juzgados
con respecto al sistema financiero, porque ya sea
con burós de crédito, ya sea con una nueva ley de
quiebras o una nueva ley de garantías, si no
tenemos un mecanismo adecuado de ejecución
de las mismas, seguiremos buscando explica-
ciones de porqué no fluye el crédito en nuestro
país.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

En consecuencia, está a discusión en lo general.

En virtud de que no se han registrado oradores
para fijar posición a nombre de sus grupos par-
lamentarios en lo general, consulto a la Asamblea
si hay registro de oradores en contra o en pro...

Dado que no hay registro de oradores en pro o en
contra, consulte la Secretaría a la Asamblea si el
dictamen se encuentra suficiente discutido en lo
general.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Por instrucciones de la Presidencia, en votación
económica se consulta a la Asamblea si el
dictamen se encuentra suficientemente discutido
en lo general.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Para los efectos del artículo 134 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General, se
pregunta a la Asamblea si se va a reservar algún
artículo para discutirlo en lo particular.

En virtud de que no hay registro de artículo para el
debate en lo particular, solicito atentamente a la
Secretaría se abra el sistema electrónico hasta
por 10 minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular del proyecto de dictamen,
en un solo acto.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos para
proceder a la votación en lo general y en lo particular
en un solo acto.

(Votación.)

Se emitieron 454 votos en pro, cero en contra y
nueve abstenciones.

La Presidenta:

Aprobado en lo general y en lo particular por
454 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por el que se expide la
Ley para Regular las Sociedades de Informa-
ción Crediticia.

Pasa el Ejecutivo para los efectos constitu-
cionales.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Señora Presidenta, se han agotado los asuntos
en cartera.

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta  (a las 13:11 horas):

Se levanta la sesión y se cita para la próxima
que tendrá lugar mañana viernes 28 de
diciembre a las 12:00 horas.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 40 minutos.

• Quorum a la apertura de sesión: 326 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 464 diputados.

• Oradores en tribuna: 8
           PRI–3; PAN–1; PRD–1; PVEM–1; PT–1; CDPPN–1.

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Aduanera;

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley para Regular las Sociedades de Información Crediticia.
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Tema

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Ley para Regular las Sociedades de Información
Crediticia, dictamen de la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, con proyecto de decreto por el
que se expide dicha ley. Por la comisión, funda-
menta el dictamen.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley. Fundamenta el dicta-
men a nombre de la comisión.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Ley Aduanera, dictamen de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, con proyecto de decreto
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas
disposiciones de dicha ley.

Diputado

• Agundis Arias, Francisco (PVEM)

• De la Madrid Cordero, Enrique Octavio (PRI)

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN)

• Fayad Meneses, Omar (PRI)

• García Dávila, Víctor Antonio (PT)

• Magallanes Rodríguez, José Antonio (PRD)

• San Miguel Cantú, Arturo (PAN)

• Silva Beltrán, Reyes Antonio (PRI)

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA PRESENTE SESION
(en orden alfabético)


